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editorial

Si como suscriptor tiene interés en que tratemos algún tema,

escríbanos a economist@difusionjuridica.es

Trabajo de despacho

El Gobierno de España ha manifestado “que en el marco de la creciente re-
cuperación económica se revisará el sistema de tasas judiciales. Las personas físicas 
quedarán exentas de pago de las tasas en todos los órdenes e instancias judiciales”. 
El Gobierno parece querer justificar su nueva opinión (hace unos meses con-
sideraba imprescindible la implantación de las tasas y ahora ya no), en base al 
cambio de la situación económica, que al haber mejorado permite prescindir 
de los ingresos que generan las tasas para mejorar el funcionamiento de la Ad-
ministración de Justicia. Esta justificación de ser cierta, no sería totalmente la 
causa real del cambio, sino que el cambio de criterio del Gobierno se ha debido 
en gran medida, no ya tanto a las pintorescas manifestaciones de togas, sino 
al intenso y discreto trabajo de despacho, que se ha realizado en los últimos 
meses por parte de muchos Decanos de colegios de abogados, y por el Pre-
sidente del Consejo General de la Abogacía Española, Don Carlos Carnicer. 
Los representantes de la abogacía han sabido explicar al Gobierno todos los 
perjuicios que generan las tasas, y el Gobierno parece que lo ha entendido, y 
por ello modificará el texto de la ley.  Ahora será interesante ver hasta dónde 
llega la modificación, incluso si se precipita la derogación, y aún más, y esto es 
lo importante, ver qué medidas toma el Gobierno para que la Administración de 
Justicia tenga suficientes ingresos para cumplir su función de forma universal 
en nuestra sociedad.   

direccioncontenidos@difusionjuridica.es
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AL DÍA ADMINISTRATIVO
Legislación

SE MODIFICAN LOS REGLAMENTOS DEL 
INSTITUTO DE TOXICOLOGÍA Y DE LOS DE 
MEDICINA LEGAL PARA ADAPTARLOS A LA 
EVOLUCIÓN DE LAS CIENCIAS FORENSES
Real Decreto 63/2015, de 6 de febrero, por el que se modi-
fica el Real Decreto 862/1998, de 8 de mayo, por el que se 
aprueba el Reglamento del Instituto de Toxicología, el Real 
Decreto 386/1996, de 1 de marzo, por el que se aprue-
ba el Reglamento de los Institutos de Medicina Legal y el 
Real Decreto 1451/2005, de 7 de diciembre, por el que se 
aprueba el Reglamento de ingreso, provisión de puestos de 
trabajo y promoción profesional del personal funcionario al 
servicio de la Administración de Justicia. (BOE núm. 46, 
de 23 de febrero de 2015)

A lo largo de los años el Instituto ha evolucionado 
en un doble sentido. En primer lugar el enorme de-
sarrollo científico y técnico de las ciencias foren-
ses, tanto a nivel nacional como internacional, exige una 
continua actualización del Instituto en estos aspec-
tos para mantener su estatus como centro de referencia 
en las materias que le son propias.

En segundo lugar, ese posicionamiento ha producido 
una sinergia respecto a la sociedad y los poderes públi-
cos que reclaman una mayor colaboración de este 
centro en otros aspectos no estrictamente judicia-
les, justificados en base al interés general, lo que parece 
lógico y deseable.

Como consecuencia, la estructura del Instituto dise-
ñada hace catorce años se manifiesta insuficiente para 
atender las necesidades de un centro que debe moder-
nizarse tanto en aspectos científicos y técnicos como en 
los organizativos y funcionales, de ahí que se proponga 
su revisión.

Por un lado, se pretende reforzar la coordinación in-
terna entre los Departamentos y la Delegación así como 
realizar ciertas modificaciones en la organización de los 
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Departamentos para adaptarlos a la situación real de los 
mismos. De ahí que se hayan suprimido los Servicios 
de Criminalística y de Información Toxicológica 
en los Departamentos a excepción de Madrid, y 
las secciones, ya que en la práctica ni unos ni otros 
estaban constituidos.

Por otro lado, y al haberse detectado una laguna 
legal respecto al destino del personal que ocupan-
do con carácter definitivo puestos de libre designación, 
tanto en el Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias 
Forenses como en los Institutos de Medicina Legal, ce-
san por cualquier motivo, se procede a modificar el 
Real Decreto 1451/2005, de 7 de diciembre, por el que 
se aprueba el Reglamento de ingreso, provisión de 
puestos de trabajo y promoción profesional del 
personal funcionario al servicio de la Administra-
ción de Justicia, garantizándoles un puesto en el De-
partamento, Delegación o Instituto de Medicina Legal 
de la localidad en que venían desempeñándolo.

Finalmente, se incluye una modificación en el Regla-
mento de los Institutos de Medicina Legal que permite 
la creación de sendos institutos en las ciudades de Ceu-
ta y Melilla, para lo que se prevé una organización más 
simple, dado el reducido ámbito territorial y competen-
cial que tendrían.

Jurisprudencia

IMPUESTO SOBRE SUCESIONES. 
COMPROBADO UN DETERMINADO 
ELEMENTO DE LA OBLIGACIÓN 
TRIBUTARIA NO CABE REVISIÓN
Tribunal Supremo-Sala Tercera 30/10/2014

Rectificación por la Inspección de liquidación prac-
ticada en un procedimiento de gestión tributaria como 
consecuencia de la estimación de un recurso de repo-
sición. 

Se estima el recurso de casación para unificación de 
doctrina interpuesto por el contribuyente contra sen-
tencia de la Sala de lo Contencioso Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia del Principado de Asturias, 
estimatoria de recurso contencioso administrativo inter-
puesto por la Administración contra resolución estima-
toria del TEAR, sobre impugnación de liquidación 
y sanción en relación con el Impuesto sobre Suce-
siones. 

La Sala declara que como los propias jueces a quo 
subrayan, haría padecer la seguridad jurídica procla-
mada por nuestra Constitución al más alto nivel (artícu-
lo 9.3) que, realizada una comprobación limitada de 
un determinado elemento de la obligación tribu-
taria (v.gr.: la deducción por reinversión de beneficios 
extraordinarios), pese a tener a su disposición todos los 
datos precisos (por haberlos suministrado el obligado o 
por contar ya con ellos), la Administración se concentre 
a su albur sólo en alguno de ellos, aprobando la oportuna 
liquidación provisional, para más adelante regularizar y 
liquidar de nuevo atendiendo al mismo elemento de la 
obligación tributaria, pero analizando datos a los que no 
atendió cuando debía, pese a poder hacerlo por disponer 
ya de ellos.

Puede leer el texto completo de la sentencia en www.
ksp.es (www.bdifusion.es) Marginal: 2464761

NOTA IMPORTANTE

El RD 44/2015, de 2 de febrero, regula el empleo del Documento Único Electrónico 
para la creación de sociedades cooperativas, sociedades civiles, comunidades de 
bienes, sociedades limitadas laborales y emprendedores de responsabilidad limi-
tada. más información al día mercantil, págs 9 y 10
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AL DÍA CIVIL
Jurisprudencia

CONTRATOS DE DEPÓSITO Y 
ADMINISTRACIÓN DE VALORES. LA 
NEGLIGENCIA EN EL ASESORAMIENTO 
FINANCIERO DETERMINA LA 
RESPONSABILIDAD DEL ASESOR
Tribunal Supremo-Sala Primera 30/12/2014

La sentencia se refiere a un contrato de depósito y ad-
ministración de valores, en el curso del cual el banco reco-
mienda la compra de acciones preferentes emitidas por un 
banco islandés. Aunque en los fundamentos de derecho 
de la demanda se hacía referencia al error vicio, en 
el suplico sólo se pide la declaración de incumpli-
miento contractual y una indemnización que consiste en 
la devolución de la cantidad invertida. El juzgado de pri-
mera instancia se excedió en la labor de aclaración 
de las pretensiones de las partes, cuando entendió en 
la audiencia previa que en la demanda se pedía la nulidad 
por error vicio. No cabe descartar que el incumplimiento 
grave de aquellos deberes y obligaciones contractuales de 
información al cliente y de diligencia y lealtad respecto del 
asesoramiento financiero pueda constituir el título jurídico 
de imputación de la responsabilidad por los daños sufridos 
por los clientes como consecuencia de la pérdida, prácti-
camente total, de valor de las participaciones preferentes, 
aunque lógicamente es preciso justificar en qué consiste la 
relación de causalidad.

Puede leer la sentencia en  www.ksp.es (www.bdifu-
sion.es) Marginal: 2469155

AL DÍA FISCAL
Legislación

SE APRUEBAN NUEVOS MODELOS 130 Y 131 
DEL IRPF PARA INCORPORAR UNA NUEVA 
DEDUCCIÓN DEL RENDIMIENTO NETO
Orden HAP/258/2015, de 17 de febrero, por la que se modi-
fica la Orden EHA/672/2007, de 19 de marzo, por la que se 
aprueban los modelos 130 y 131 para la autoliquidación de 
los pagos fraccionados a cuenta del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas correspondientes, respectivamente, a acti-
vidades económicas en estimación directa y a actividades eco-
nómicas en estimación objetiva, el modelo 310 de declaración 
ordinaria para la autoliquidación del régimen simplificado del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, se determinan el lugar y for-
ma de presentación de los mismos y se modifica en materia de 

domiciliación bancaria la Orden EHA/3398/2006, de 26 de 
octubre. (BOE núm. 43, de 19 de febrero de 2015)

La Ley 26/2014, de 27 de noviembre, por la que 
se modifica la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Im-
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el Texto Re-
fundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Re-
sidentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, 
de 5 de marzo, y otras normas tributarias ha suprimido, 
con efectos desde el 1 de enero de 2015, el beneficio 
fiscal contemplado en el artículo 80 bis de la Ley 35/2006, 
consistente en una deducción de la cuota líquida del 
impuesto de hasta 400 euros anuales aplicable a los 
contribuyentes que obtengan rendimientos del tra-
bajo o de actividades económicas. 

En consecuencia, el Real Decreto 1003/2014, de 5 
de diciembre, por el que se modifica el Reglamento del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado 
por el Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo, en materia 
de pagos a cuenta y deducciones por familia numerosa o 
personas con discapacidad a cargo, ha modificado el artícu-
lo 110 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, eliminando la posibilidad de deducir 
la cuantía de la deducción prevista en el artículo 80 
bis de la Ley del Impuesto del pago fraccionado que 
deben realizar trimestralmente los contribuyentes 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
que obtengan rendimientos derivados del ejercicio 
de actividades económicas.

Asimismo, y también con efectos desde el 1 de enero 
de 2015, el Real Decreto 1003/2014, de 5 de diciembre, 
introduce en el artículo 110.3.c) del Reglamento del Im-
puesto, una nueva deducción del rendimiento neto a 
efectos del cálculo del pago fraccionado trimestral 
para aquellos obligados tributarios que desarrollen 
actividades económicas, cuando la cuantía de los rendi-
mientos netos de dichas actividades económicas en el ejer-
cicio anterior haya sido igual o inferior a 12.000 euros.

Como consecuencia de la nueva regulación de la de-
terminación del importe de los pagos fraccionados, debe 
procederse a la modificación de los modelos 130 y 
131 para la autoliquidación de los pagos fraccionados a 
cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
correspondientes, respectivamente, a actividades económi-
cas en estimación directa y a actividades económicas en 
estimación objetiva, con objeto de sustituir en los mis-
mos la antigua deducción y dar entrada a la nueva 
deducción regulada en la letra c) del artículo 110.3 del 
Reglamento.
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AL DÍA LABORAL
Legislación

SE DESARROLLAN LAS COTIZACIONES 
SOCIALES PARA EL 2015, Y SE ADAPTAN LAS 
BASES DE COTIZACIÓN GENERALES A LOS 
CONTRATOS A TIEMPO PARCIAL
Orden ESS/86/2015, de 30 de enero, por la que se desarro-
llan las normas legales de cotización a la Seguridad Social, 
desempleo, protección por cese de actividad, Fondo de Ga-
rantía Salarial y formación profesional, contenidas en la Ley 
36/2014, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2015. (BOE núm. 27, de 31 de enero de 
2015)

El artículo 103 de la Ley 36/2014, de 26 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado para el año 2015, 
establece las bases y tipos de cotización a la Seguridad So-
cial, desempleo, cese de actividad de los trabajadores autó-
nomos, Fondo de Garantía Salarial y formación profesional 
para el ejercicio 2015, facultando en su apartado diecisiete 
a la Ministra de Empleo y Seguridad Social para dictar las 
normas necesarias para la aplicación y desarrollo de lo pre-
visto en el citado artículo. 

A dicha finalidad responde esta orden, mediante la cual 
se desarrollan las previsiones legales en materia de 
cotizaciones sociales para el ejercicio 2015. A través 
de ella no sólo se reproducen las bases y tipos de cotización 
reflejados en el texto legal citado, sino que, en desarrollo de 
las facultades atribuidas por el artículo 110 del texto refun-
dido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, se 
adaptan las bases de cotización establecidas con ca-
rácter general a los supuestos de contratos a tiempo 
parcial.

En materia de accidentes de trabajo y enfermeda-
des profesionales será de aplicación la tarifa de primas 

establecida en la disposición adicional cuarta de la Ley 
42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para el año 2007, en la redacción dada por la 
disposición final décima novena de la Ley 22/2013, de 23 
de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 
2014.

Se recoge también en esta orden, la regulación que so-
bre la cuantía de la base mínima de cotización para 
determinados trabajadores autónomos se contiene 
en la disposición adicional segunda del Real Decreto-ley 
16/2013, de 20 de diciembre, de medidas para favorecer 
la contratación estable y mejorar la empleabilidad de los 
trabajadores. Dicha norma regula los requisitos de con-
tratación que deben cumplir los trabajadores autó-
nomos a lo largo de cada ejercicio económico para poder 
acogerse a una determinada base de cotización.

A su vez, y de conformidad con lo dispuesto en el Regla-
mento general sobre cotización y liquidación de otros dere-
chos de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 
2064/1995, de 22 de diciembre, en esta orden se fijan los 
coeficientes aplicables para determinar la cotización 
a la Seguridad Social en supuestos específicos, como 
son los de convenio especial, colaboración en la gestión de 
la Seguridad Social o exclusión de alguna contingencia.

También se establecen los coeficientes para la 
determinación de las aportaciones a cargo de las 
mutuas colaboradoras con la Seguridad Social al sosteni-
miento de los servicios comunes de la Seguridad Social, 
aportaciones mediante las que se garantiza el manteni-
miento del equilibrio financiero entre las entidades cola-
boradoras señaladas y la Administración de la Seguridad 
Social, así como los valores límite de los índices de 
siniestralidad general y de siniestralidad extrema, 
correspondientes al ejercicio 2014, y el volumen de 
cotización por contingencias profesionales a alcanzar du-
rante el período de observación, para el cálculo del incen-
tivo previsto en el Real Decreto 404/2010, de 31 de marzo, 

nota importante

El RD 83/2015, de 13 de febrero, modifica el Reglamento de instituciones de inver-
sión colectiva, estableciendo nuevos requisitos para la autorización y funciona-
miento de las sociedades gestoras no armonizadas. más información al día mer-
cantil, págs 8 y 9
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por el que se regula el establecimiento de un sistema de 
reducción de las cotizaciones por contingencias profesio-
nales a las empresas que hayan contribuido especialmente 
a la disminución y prevención de la siniestralidad laboral.

SE APRUEBA LA CARTERA COMÚN DE 
SERVICIOS DEL SISTEMA NACIONAL DE 
EMPLEO APLICABLES EN TODA ESPAÑA
Real Decreto 7/2015, de 16 de enero, por el que se aprueba 
la Cartera Común de Servicios del Sistema Nacional de Em-
pleo. (BOE núm. 31, de 5 de febrero de 2015)

El presente real decreto aprueba la Cartera Común de 
Servicios del Sistema Nacional de Empleo, en el que se 
determinan los contenidos o requisitos comunes mínimos 
y aspectos básicos que serán de aplicación en esta materia 
en toda España.

La cartera de servicios prevista en este real decreto tiene 
carácter común y es de aplicación al conjunto de los 
usuarios de los Servicios Públicos de Empleo, por lo 
que el acceso a las prestaciones incluidas en cada servicio 
se garantizará con independencia del lugar en que se 
encuentre y en las condiciones de calidad y equidad en 
la atención a los usuarios en el conjunto del territorio na-
cional. De otra parte tienen la consideración de servicios 
complementarios aquellos que, no habiéndose incluido en 
la Cartera Común de Servicios del Sistema Nacional de 
Empleo, sean establecidos por el Servicio Público de Em-
pleo competente para su propio ámbito territorial.

La Cartera Común de Servicios del Sistema Nacional de 
Empleo estará integrada por los servicios de orientación 
profesional, de colocación y de asesoramiento a las 
empresas, formación y cualificación para el empleo 
y de asesoramiento para el autoempleo y el empren-
dimiento. Para cada uno de dichos servicios se establece 
el objeto del mismo así como las actividades que contempla 
que deberán prestarse como mínimo para los usuarios de 
los Servicios Públicos de Empleo, personas, desempleadas 
u ocupadas así como las empresas independientemente de 
su forma jurídica. Los usuarios de los Servicios Públicos 
de Empleo tienen derecho a recibir los servicios que se 
establezcan legalmente mediante una atención persona-
lizada y adaptada a sus necesidades, de acuerdo con los 
requisitos de acceso establecidos.

Jurisprudencia

FOGASA. EL ALCANCE DE SU 
RESPONSABILIDAD EN EMPRESAS DE 
MENOS DE VEINTICINCO TRABAJADORES

Tribunal Supremo-Sala Cuarta-12/11/2014

Se desestima el recurso de casación para la unificación 
de doctrina interpuesto por los trabajadores demandantes 
contra sentencia desestimatoria de la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia de Aragón, sobre reclama-
ción de cantidad contra el FOGASA.

La Sala declara que no cabe apreciar la contradicción, 
porque en la sentencia recurrida lo que está en juego es el 
mantenimiento de la situación anterior con motivo de un 
cambio de regulación, determinado por una sucesión de 
normas de igual rango, mientras que en la sentencia de 
contraste no se produce tal cambio de regulación, y de ahí, 
que ante situaciones diversas, también hayan sido distintos 
los pronunciamientos de las sentencias objeto de compa-
ración, por lo cual no puede hablarse de discrepancia 
doctrinal alguna que precise de unificación.

En cualquier caso, y aun aceptando -a efectos meramen-
te dialécticos- la existencia de contradicción, el recurso no 
podría prosperar, al ser coincidente la doctrina de la senten-
cia recurrida con la contenida en la sentencia de esta Sala 
de fecha 26-12-2007.

Puede leer el texto completo de la sentencia en  www.
ksp.es (www.bdifusion.es) Marginal: 2467010

AL DÍA MERCANTIL
Legislación

SE MODIFICA EL REGLAMENTO 
DE INSTITUCIONES DE INVERSIÓN 
COLECTIVA POR LA APARICIÓN DE 
NUEVAS OPORTUNIDADES DE NEGOCIO Y 
MODALIDADES DE COMERCIALIZACIÓN
Real Decreto 83/2015, de 13 de febrero, por el que se modi-
fica el Real Decreto 1082/2012, de 13 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 35/2003, de 4 
de noviembre, de instituciones de inversión colectiva. (BOE 
núm. 39, de 14 de febrero de 2015)

La modificación del Reglamento de desarrollo de la Ley 
35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión 
Colectiva aprobado por el Real Decreto 1082/2012, de 13 
de julio, tan sólo dos años después de su entrada en vigor, 
procede, esencialmente, de la necesidad de completar 
la transposición de la Directiva 2011/61/UE, del Par-
lamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio, relativa a 
los gestores de fondos de inversión alternativos y por 
la que se modifican las Directivas 2003/41/CE y 2009/65/
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CE y los Reglamentos (CE) n.º 1060/2009 y (UE) n.º 
1095/2010, que armoniza, por primera vez, la regulación 
relativa a los gestores de fondos de inversión alternativa en 
la Unión Europea. 

La mencionada directiva afecta a las sociedades gesto-
ras de instituciones de inversión colectiva (IIC) no 
armonizadas, es decir, no autorizadas conforme al régi-
men previsto por la Directiva 2009/65/CE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009, por la que 
se coordinan las disposiciones legales, reglamentarias y ad-
ministrativas sobre determinados organismos de inversión 
colectiva en valores mobiliarios (OICVM). De esta forma, 
se introducen nuevos requisitos para la autorización 
de dichas sociedades gestoras y para la comerciali-
zación de las IIC que gestionen. Además, se establecen 
con mayor detalle las normas de conducta a las que deben 
sujetarse, así como los requisitos operativos, de organiza-
ción y transparencia que deben cumplir, con especial aten-
ción a la gestión del riesgo, gestión de la liquidez y 
gestión de los conflictos de interés.

También se recogen otras cuestiones que completan la 
transposición de la citada directiva. Entre otras: la infor-
mación adicional a incluir en el folleto de las IIC no armo-
nizadas; la información periódica que las sociedades 
gestoras de instituciones de inversión colectiva de-
berán facilitar a la Comisión Nacional del Merca-
do de Valores (CNMV) sobre los principales mercados 
e instrumentos en los que negocien por cuenta de las IIC 
alternativas que gestionen; los límites a la inversión en titu-
lizaciones y la aclaración del concepto de gestión de inver-
siones conforme a lo establecido en la Directiva 2011/61/
UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio 
de 2011, que incluye la gestión de carteras y el control del 
riesgo. En este mismo orden de cosas se detallan también 
los requisitos para la delegación de funciones de las 
sociedades gestoras; los ajustes a los recursos propios 
exigibles a las sociedades gestoras al mínimo exigido por la 

norma europea, así como para incorporar los procedimien-
tos adecuados y coherentes que permitan valorar correcta e 
independientemente los activos de la IIC.

Mención especial cabe hacer a la regulación que se in-
corpora al reglamento sobre la política de remuneracio-
nes y sobre el depositario, que se aplicará a las socieda-
des gestoras y a los depositarios de todo tipo de IIC.

Existen además otras novedades que responden a la se-
gunda razón que justifica la modificación del Reglamento 
de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, y que no es otra que 
la permanente evolución y desarrollo del mercado 
de la inversión colectiva en España. Efectivamente, 
con la aparición de nuevas oportunidades de negocio 
y modalidades de comercialización, es conveniente 
que la regulación se ajuste para dotar de cobertura legal, 
seguridad jurídica y un régimen que permita el adecuado 
equilibrio entre su desarrollo y la protección del inversor.

El real decreto contiene, por último, una modifica-
ción en la parte final, del Real Decreto 1310/2005, de 
4 de noviembre, por el que se desarrolla parcialmente la 
Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, en 
materia de admisión a negociación de valores en 
mercados secundarios oficiales, de ofertas públicas 
de venta o suscripción y del folleto exigible a tales 
efectos.

SE REGULA EL EMPLEO DEL DUE PARA EL 
INICIO DE COOPERATIVAS, SOCIEDADES 
CIVILES, COMUNIDADES DE BIENES, 
SOCIEDADES LIMITADAS LABORALES Y 
EMPRENDEDORES DE RESPONSABILIDAD 
LIMITADA
Real Decreto 44/2015, de 2 de febrero, por el que se regulan 
las especificaciones y condiciones para el empleo del Docu-
mento Único Electrónico (DUE) para la puesta en marcha 
de sociedades cooperativas, sociedades civiles, comunidades 

¡ATENCIÓN!

Se modifican los modelos 130 y 131 para la autoliquidación de los pagos fraccio-
nados a cuenta del IRPF, para añadir la nueva deducción en la cuantía de los rendi-
mientos netos de actividades económicas iguales o inferiores a 12.000 euros. más 
información al día mercantil, pág 6
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de bienes, sociedades limitadas laborales y emprendedores de 
responsabilidad limitada mediante el sistema de tramitación 
telemática. (BOE núm. 36, de 11 de febrero de 2015)

Por un lado, el presente real decreto, permite que las 
cooperativas, sociedades civiles, sociedades limi-
tadas laborales y comunidades de bienes utilicen el 
procedimiento electrónico del sistema CIRCE para llevar 
a cabo los trámites de creación de su empresa median-
te la utilización del Documento Único Electrónico 
(DUE).

Por otro lado, mediante el presente real decreto tam-
bién se regulan los trámites necesarios para la inscrip-
ción registral del emprendedor de responsabilidad 
limitada tal y como establece la Ley 14/2013, de 27 de 
septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacio-
nalización. De esta manera, se consigue que la regulación 
de la tramitación electrónica del empresario individual sea 
aplicable al emprendedor de responsabilidad limitada aña-
diendo el trámite de la inscripción registral. Además, reco-
ge el cambio de denominación de los PAIT refiriéndose a 
éstos con la nueva nomenclatura.

Todo ello, en consonancia con la disposición adicional 
tercera del texto refundido de la Ley de Sociedades de Ca-
pital, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 
de julio, que establece que mediante el DUE se podrá 
realizar cualquier otro trámite ante autoridades estata-
les, autonómicas y locales asociado al inicio o ejercicio 
de la actividad, incluidos el otorgamiento de cualesquiera 
autorizaciones, la presentación de comunicaciones y decla-
raciones responsables y los trámites asociados al cese de la 
actividad.

AL DÍA PENAL
Jurisprudencia

DILACIONES INDEBIDAS. LA DILACIÓN 
EXTRAORDINARIA DEL ARTÍCULO 21.6 
DEL CÓDIGO PENAL SE CONSIDERA UNA 
ATENUANTE
Tribunal Supremo-Sala Segunda 17/12/2014

Se estima en parte el recurso de casación interpuesto 
contra sentencia condenatoria de la Sección Octava de la 
Audiencia Provincial de Barcelona, por el delito de emi-
siones sonoras fuera de los límites legales con el efecto de 
producción de un perjuicio grave para la salud de las 
personas.

La Sala declara que examinado el escrito de defensa se 
advierte que todo lo que consta es el aserto desnudo de que, 
para el caso de no producirse la absolución, “concurriría la 
circunstancia muy atenuante de dilaciones indebidas”; que 
formulado de modo semejante no puede decirse constitutivo 
de una verdadera pretensión.

Las actuaciones se iniciaron en mayo de 2007 y el juicio 
se celebró en febrero de 2014, dándose la circunstancia de 
que -se dice- lo sustancial de las diligencias de investigación 
se habría concluido en julio de 2009, e incluso el bar habría 
cerrado en septiembre de este mismo año.

Pues bien, tienen razón los recurrentes, en el sentido de 
que el desarrollo de la causa ha experimentado lo que, 
con palabras del Código Penal (art. 21, 6 ª), debe conside-
rarse una dilación extraordinaria, que debe ser valorada 
como circunstancia de atenuación de la responsabili-
dad. Y, en tal sentido, debe estimarse el motivo.

Puede leer la sentencia en  www.ksp.es (www.bdifu-
sion.es) Marginal: 2468003

AL DÍA PROCESAL
Legislación

SE AMPLÍA LA PLANTILLA ORGÁNICA DEL 
MINISTERIO FISCAL PARA REGULARIZAR 
SITUACIONES DE EXPECTATIVAS DE DESTINO
Real Decreto 62/2015, de 6 de febrero, por el que se amplía la 
plantilla orgánica del Ministerio Fiscal para adecuarla a las ne-
cesidades existentes. (BOE núm. 46, de 23 de febrero de 2015)

En estos tres últimos años, no ha sido posible la modifica-
ción de la plantilla orgánica del Ministerio Fiscal, mientras 
que, en los años 2012 y 2014 han seguido incorporándose 
nuevos miembros a la Carrera Fiscal como consecuencia 
de la convocatoria de pruebas selectivas de acceso en 2011, 
2013 y 2014, estando prevista la incorporación de 50 
nuevos Abogados Fiscales en junio de 2015.

Esta situación produce un desequilibrio entre los miem-
bros de la Carrera Fiscal y el número de plazas de la plantilla, 
lo que genera que haya Fiscales en situación de expecta-
tiva de destino, sin poderles asignar la titularidad de 
una plaza, cuya situación es preciso regularizar.

Por otro lado, la actividad del Ministerio Fiscal en la lu-
cha contra la corrupción con la consiguiente dedicación de 
mayor número de Fiscales para afrontarla, hace necesaria la 
adecuación de la plantilla de la Fiscalía Especial con-
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tra la Corrupción y la Criminalidad Organizada, y la 
de aquellas Fiscalías provinciales en las que el fenómeno 
es más acusado.

El incremento de la actividad internacional del 
Ministerio Fiscal y el desarrollo de la informática en 
los últimos años y en consecuencia de los delitos rela-
cionados con los mismos, exige dotar al Fiscal de Sala de 
Cooperación Internacional que dirige la Unidad de Coope-
ración Internacional de la Fiscalía General del Estado y la 
Red de Fiscales de Cooperación Internacional, punto cen-
tral de toda la actividad internacional del Ministerio Fiscal y 
al Fiscal de Sala Coordinador de la Criminalidad Informática 
del mismo número de Fiscales adscritos que al resto de Fis-
cales de Sala de la Fiscalía General del Estado.

La realidad exige cada vez más una potenciación de la 
actividad investigadora del Fiscal que le permita desple-
gar su estrategia procesal con eficacia y gestionar adecuada-
mente el procedimiento judicial. En este contexto y como 
única forma de dar respuesta a estas necesidades, se han 
diseñado unidades de investigación en las Fiscalías en 
que la corrupción y las formas complejas de delincuencia 
económica están teniendo mayor incidencia.

La modificación contemplada en este real decreto no 
conlleva incremento presupuestario, puesto que lo que se 
pretende es crear plazas que doten de estabilidad a 
los Fiscales que ya vienen atendiendo necesidades cre-
cientes de la fiscalía con vocación de permanencia a través 
de figuras previstas en la norma si bien de naturaleza tran-
sitoria, tales como comisiones de servicio, refuerzos y 
sustituciones, así como dar destino definitivo a los 
integrantes de la Carrera Fiscal en expectativa de 
destino.

SUBVENCIONES
Estatales

SE PRORROGA HASTA EL 15 DE AGOSTO EL 
PLAN PREPARA PARA PERSONAS QUE AGOTAN 
LA PRESTACIÓN POR DESEMPLEO
Resolución de 13 de febrero de 2015, del Servicio Público de 
Empleo Estatal, por la que se prorroga la vigencia de la Reso-
lución de 1 de agosto de 2013, modificada por la de 30 de julio 
de 2014, por la que se determina la forma y plazos de presenta-
ción de solicitudes y de tramitación de las ayudas económicas de 
acompañamiento incluidas en el programa de recualificación 
profesional de las personas que agoten su protección por desem-
pleo prorrogado por el Real Decreto-ley 1/2013, de 25 de enero. 
(BOE núm. 45, de 25 de febrero de 2015)

Final de la convocatoria: 15 de agosto de 2015

SE CONCEDEN SUBVENCIONES PARA 
COMUNIDADES DE PROPIETARIOS DE 
EDIFICIOS DE PROPIEDAD HORIZONTAL 
PARA LA ADAPTACIÓN A LA TELEVISIÓN 
DIGITAL TERRESTRE
Resolución de 7 de noviembre de 2014, de la Entidad Pú-
blica Empresarial Red.es, por la se convoca la concesión 
directa de subvenciones destinadas a compensar los costes 
derivados de la recepción o acceso a los servicios de comu-
nicación audiovisual televisiva en las edificaciones afectadas 
por la liberación del dividendo digital. (BOE núm. 273, de 
11 de noviembre de 2014)

Final de la convocatoria: 15 de junio de 2015

Autonómicas

SE CONVOCAN AYUDAS PARA AUTÓNOMOS 
madrileños CON HASTA 5.000 EUROS POR 
CADA CONTRATO A DESEMPLEADOS
ORDEN 32348/2014, de 29 de diciembre, por la que se 
declara el importe de los créditos presupuestarios disponibles 
para la concesión directa, durante el año 2015, mediante 
tramitación anticipada, del programa de ayudas a trabajado-
res que se constituyan por cuenta propia o contraten a traba-
jadores desempleados y se establece el plazo de presentación 
de solicitudes y el período subvencionable. (Boletín Oficial 
de la Comunidad de Madrid de 5 de febrero de 2015)

Final de la convocatoria: 31 de octubre de 2015

SE APRUEBAN AYUDAS PARA ALQUILER DE 
VIVIENDA DEL PLAN ESTATAL DE FOMENTO 
DEL ALQUILER DE VIVIENDAS 2013-2016 EN 
LA RIOJA
Orden 3/2014, de 25 de julio, por la que se establecen las 
bases reguladoras para la concesión en la Comunidad Autó-
noma de La Rioja de las ayudas al alquiler de vivienda del 
Plan Estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabi-
litación edificatoria y la regeneración y renovación urbanas 
2013-2016. (Boletín Oficial de La Rioja de 28 de julio de 
2014) 

Final de la convocatoria: El plazo de presentación 
de solicitudes será el que se establezca en la Resolución 
de cada convocatoria.

SE CONVOCAN SUBVENCIONES PARA 
LOS GASTOS DE ASESORÍA PARA NUEVOS 
EMPRESARIOS EN EXTREMADURA
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Decreto 114/2014, de 24 de junio, por el que se establecen 
las bases reguladoras de la subvención destinada a financiar 
los gastos por asistencia jurídico-laboral y fiscal-contable ne-
cesarios para el inicio de actividades empresariales o profe-
sionales y se realiza la primera convocatoria. (Diario Oficial 
de Extremadura de 14 de julio de 2014)

Final de la convocatoria: La solicitud de ayuda po-
drá presentarse durante el plazo de vigencia de la corres-
pondiente convocatoria de estas subvenciones, que no 
podrá exceder de un año.

SE CONVOCAN SUBVENCIONES PARA 
CONCILIAR VIDA FAMILIAR Y LABORAL 
PARA EMPLEADAS DEL HOGAR Y SUS 
EMPLEADORES EN EXTREMADURA

Orden de 9 de septiembre de 2014 por la que se convoca la 
concesión de subvenciones destinadas a la conciliación de la 
vida familiar, personal y laboral de las personas trabajadoras 

autónomas y empleadores de las personas empleadas de ho-
gar, al amparo del Decreto 116/2012, de 29 de junio. (Dia-
rio Oficial de Extremadura de 18 de septiembre de 2014)

Final de la convocatoria: 19 de septiembre de 2015

SE APRUEBA EL PROGRAMA XPANDE DE 
APOYO A LA EXPANSIÓN INTERNACIONAL 
DE LA PYME 2013-2015 EN GALICIA

Anuncio de convocatoria de participación en el Programa 
de apoyo a la expansión internacional de las pymes (2013-
2015). (Diario Oficial de Galicia de 8 de octubre de 2013)

Final de la convocatoria: 31 de julio de 2015
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Las medidas cautelares personales frente a 
la persona jurídica

Sergio Berenguer Pascual. Abogado de Díaz-Bastien & Truan Abogados 

La persona jurídica es sujeto pasivo del proceso penal desde la reforma introducida por la Ley Orgá-
nica 5/2010, de 22 de junio, cuando es objeto de averiguación criminal, por tanto, se pueden adoptar 
frente a la misma toda una serie de medidas cautelares derivadas, naturalmente, de su condición de 
imputada en el procedimiento que se siga contra ella. Estas estarían previstas en el artículo 33.7, le-
tras c), d) y g) de nuestro Código Penal -que son la suspensión cautelar de actividades, la clausura de 
locales y establecimientos y la intervención judicial-, ello en virtud de lo dispuesto en el último párrafo 
de la precitada norma legal que establece que “la clausura temporal de los locales o establecimientos, 
la suspensión de las actividades sociales y la intervención judicial podrán ser acordadas también por el 
Juez Instructor como medida cautelar durante la instrucción de la causa”. Este es, por tanto, nuestro 
punto de partida aunque, antes de entrar en el fondo, conviene conocer qué son las medidas cautelares 
y qué principios o presupuestos rigen. 

SUMARIO

1.	 Las medidas cautelares contra la persona jurídica delincuente
2.	 La suspensión cautelar de actividades
3.	 Clausura de locales y establecimientos
4.	 La intervención judicial										        

Las medidas cautelares 
contra la persona jurídica 
delincuente

Tradicionalmente se han entendido 

las medidas cautelares como aque-
llas que se adoptan en resoluciones 
motivadas, por el órgano jurisdiccio-
nal competente, contra el presunto 
responsable de la actividad delictiva 

cometida, como surgimiento, por una 
parte, de la cualidad de imputado en 
un procedimiento penal, y por otra, de 
la fundada probabilidad de su oculta-
ción personal o patrimonial, limitán-
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dose así provisionalmente la libertad o 
la libre disposición de sus bienes, con 
el fin de garantizar o asegurar los efec-
tos, penales y civiles de la sentencia 
en fase de ejecución de la misma. Así, 
los actos procesales cautelares se 
pueden dividir en dos grandes grupos: 
los que limitan la libertad deambu-
latoria, para las personas físicas, o el 
libre ejercicio de la actividad em-
presarial, para las personas jurídicas; 
y los que limitan la libertad de 
disposición sobre el patrimonio. 
Los primeros son conocidos como 
medidas cautelares personales, y 
los segundos, como medidas caute-
lares reales.

Independientemente de su clasifi-
cación, les unen los mismos carac-
teres que las cautelas que pueden 
adoptarse durante el transcurso de un 
procedimiento civil, estos son, en de-
finitiva:

•	Instrumentalidad: Las 
medidas cautelares no consti-
tuyen en sí mismas el fin últi-
mo, sino que dependen y están 
vinculadas o subordinadas a la 
sentencia que en su día se dic-
te, en su caso.

•	Provisionalidad: Las me-
didas adoptadas no son defi-
nitivas, por lo que se pueden 
modificar en función del resul-

tado del procedimiento penal, 
o si se alteran los presupuestos 
fácticos o jurídicos que origi-
naron su adopción.

•	Homogeneidad: Las me-

didas han de ser semejantes 
o parecidas a las medidas eje-
cutivas que en su día deban 
acordarse para llevar a efecto 
la ejecución de la sentencia.

LEGISLACIÓN

www.ksp.es
www.bdifusion.es

•	 Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley 
Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. (Legisla-
ción General. Marginal: 108710)

•	 Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. (Nor-
mas básicas. Marginal: 14269). Arts.; 31 bis, 33.7, 66 bis, 129

•	 Real Decreto de 14 de septiembre de 1882, aprobatorio de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal. (Normas básicas. Marginal: 3544). Art.; 
544 quáter

•	 Ley 37/2011, de 10 de octubre, de medidas de agilización procesal. 
(Legislación General. Marginal: 286315)

“El auto que adopte una medida cautelar 
deberá ser motivado, y será reformable en 
cualquier momento del procedimiento, 
pudiendo modificarse el contenido de la 
intervención según cambien o desaparezcan 
las circunstancias que la motivaron”
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En tanto que estamos frente a me-
didas restrictivas de derechos con 
carácter cautelar, habrán de apli-
carse de forma excepcional, y no 
por regla general. Dos son los presu-
puestos o condiciones necesarias que 
emanan de la teoría general de las me-
didas cautelares, no constando en el 
artículo 33.7 del Código Penal ningu-
na mención a ellas, sin que tal ausen-
cia de previsión normativa signifique 

que no sea necesaria la concurrencia 
de los siguientes dos requisitos:

• Fumus boni iuris: En el 
procedimiento penal éste se 
identifica con el «fumus delic-
ti comissi», o lo que es igual, 
la existencia de indicios de la 
comisión de hechos delictivos. 
Las medidas cautelares que 
se pretendan solicitar y acordar 

habrán de ser necesaria-
mente las mismas que se 
asocien como penas de las 
personas jurídicas para los de-
litos que se traten. Esta es una 
exigencia derivada del princi-
pio de homogeneidad.

A modo de ejemplo, no sería 
procedente la suspensión, la 
intervención judicial, o la clau-
sura de los establecimientos, si 
únicamente se prevé la multa 
como pena por el delito que la 
persona jurídica haya cometi-
do, como es lógico.

•	Periculum in mora: Se tra-
duciría en la necesidad de que 
la medida cautelar a adoptar 
sirva para evitar o reducir 
un riesgo, sirviendo así a un 
fin constitucionalmente legíti-
mo, como lo puede ser la reali-
zación de la Justicia y la tutela 
judicial efectiva, la prevención 
de determinados delitos, o la 
salvaguarda de los derechos de 

“Tanto la suspensión cautelar de 
actividades como la clausura de locales y 
establecimientos solo se podrán imponer 
por un máximo de dos años, salvo que 
sea una persona jurídica reincidente, o se 
dedique mayoritariamente a actividades 
ilícitas, en que podrá ampliarse hasta los 
cinco años”



   Economist & Jurist   17

“Las medidas cautelares no podrán 
aplicarse retroactivamente a hechos 
delictivos anteriores a la entrada en vigor de 
la LO 5/2010, de 22 de junio”

jurisprudencia

www.ksp.es
www.bdifusion.es

•	 Sentencia de la Audiencia Nacional de fecha 21 de mayo de 2014, 
Nº Rec. 35/2014, (Marginal: 2455594)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 28 de mayo de 2012, 
núm. 436/2012, Nº Rec. 11292/2011, (Marginal: 2391130)

•	 Auto de la Audiencia Provincial de Barcelona de fecha 20 de di-
ciembre de 2012, núm. 62/2013, Nº Rec. 601/2012, (Marginal: 
2467023)

los trabajadores y de los acree-
dores.

Respecto a las medidas cautela-
res, en sede penal rige el principio 
acusatorio, que funcionaría aquí con 
ciertas similitudes con el principio de 
justicia rogada del orden jurisdiccional 
civil, pudiendo ser acordadas única-
mente por el órgano judicial, me-
diante auto motivado, a petición 
de alguna de las acusaciones tras 
la celebración de la vista prevista en 
el artículo 544 quáter de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, introducido 
por la Ley 37/2011, de 10 de octubre, 
de medidas de agilización procesal, vi-
gente desde el 31 de octubre de 2011. 
Todo auto que adopte una medida 
cautelar será reformable en cual-
quier momento del procedimien-
to, pudiendo modificarse el contenido 
de la intervención según cambien o 
desaparezcan las circunstancias que la 
motivaron.

Asimismo cabe añadir que las me-
didas cautelares no podrán apli-
carse retroactivamente a hechos 
delictivos anteriores a la entrada 
en vigor de la Ley 5/2010, pues, 
como es obvio, solamente puede ha-
cerse uso de estas cautelas cuando en 
última instancia puedan imponerse 
dichas medidas como penas frente a 
las personas jurídicas. En este sentido, 

como decíamos, el artículo 544 quáter 
requiere la previa imputación de la 
persona jurídica, solamente posible 
después de la entrada en vigor de la 
L.O. 5/2010 de 22 de junio, difumi-
nándose así cualquier tipo de duda 
que pudiera existir al respecto.

Para terminar con este apartado, es 
necesario recordar que el artículo 129 
del Código Penal también permite la 
adopción de las medidas cautelares 
de clausura temporal de los locales o 
establecimientos, la suspensión de las 
actividades sociales y la intervención 
judicial en el seno de procedimien-
tos seguidos por delitos cometidos 
por empresas, organizaciones, grupos 
o cualquier otra clase de entidades o 
agrupaciones de personas que carez-
can de personalidad jurídica, o que 
estén excluidas del artículo 31 bis del 
Código Penal.

La suspensión cautelar de 
actividades

La suspensión de actividades socia-
les no está definida en el Código Pe-
nal, pero, sin perjuicio de ello, parece 
que la suspensión puede adoptarse, o 
puede afectar total o parcialmente res-
pecto de algún sector de la actividad 
social de la persona jurídica. En este 
sentido se pronuncia la Circular de la 
Fiscalía General del Estado 1/2011 
-ampliamente denostada doctrinal-
mente por su tesis de la heterorres-
ponsabilidad o responsabilidad vicarial 
(pero que no nos afecta para el tema 
que aquí estamos tratando)- señalan-
do que aunque «una interpretación 
literal del precepto parece obligar a la 
suspensión de todas las actividades», 
«en la mayoría de las empresas con 
una cierta entidad y actividad econó-
mica real, la suspensión completa de 
su actividad puede equivaler de facto a 
su disolución, por lo que los Sres. Fis-
cales deberán limitar la solicitud de 
esta sanción a supuestos graves, o 
bien concretar el sector o ámbito 
concreto de la actividad que deba 
suspenderse, que lógicamente habrá 
de ser el que está más directamente 
vinculado con la actividad delictiva 
atribuida a la corporación».

El último párrafo del artículo 33.7 
del Código Penal, citado anteriormen-
te, prevé que la suspensión de las ac-
tividades sociales podrá ser acorda-
da por el Juzgado de Instrucción 
como medida cautelar durante la 
instrucción de la causa. No parece 



18   Economist & Jurist   

en portada

adecuado que únicamente la pueda 
adoptar el Juez Instructor en el mar-
co de la instrucción penal, ni parece 
adecuado que no se indique un pla-
zo máximo en que se pueda adoptar 
la medida de suspensión. Por ello, y 
en virtud de los principios de instru-
mentalidad y de homogeneidad, ten-
dremos que acudir al límite peno-
lógico máximo aplicable al caso 
concreto, pues adoptar una medida 
cautelar por un periodo de tiempo su-
perior a la pena que en su día se pue-
da imponer no respetaría los límites de 
legalidad impuestos por nuestra Cons-
titución.

El artículo 33.7, letra c) del Código 
Penal dispone que podrá imponerse 
la pena de suspensión de actividades 
hasta un máximo de cinco años. 
Sin embargo existe una doble limita-
ción en el Código Penal. El apartado 
segundo del artículo 66 bis del Código 
prevé que para imponer esta sanción 
por un plazo superior a dos años 

deberá de tratarse de una persona ju-
rídica reincidente, o que se utilice 
instrumentalmente para la comisión 
de ilícitos penales. Se entiende que se 
está ante este último supuesto siem-
pre que la actividad legal de la per-
sona jurídica sea menos relevante 
que su actividad ilegal, lo que ten-
drá que ser apreciado por el órgano ju-
risdiccional. Por tanto, entendemos, la 
medida cautelar de suspensión en nin-
gún caso podrá ser superior a los cinco 
años, o a los dos años si no concurren 
las anteriores circunstancias.

Clausura de locales y 
establecimientos

Como en la medida de suspensión, 
no existe una definición legal de lo 
que se debe entender por clausura de 
locales y establecimientos. Lo que es 
claro es que la clausura puede orde-
narse solamente respecto de deter-
minados locales o establecimien-

tos, permitiendo el libre ejercicio 
de la actividad empresarial en el 
resto. Ese sería el caso, por ejemplo, 
de un local dedicado a la prostitución 
cuyo precinto se ordena, concreta-
mente respecto de la zona de las ha-
bitaciones, pudiéndose dejar libre de 
dicha afección a la zona del bar. 

Por otro lado, como sucedía con la 
suspensión cautelar de las activida-
des, la medida de clausura de locales 
y establecimientos solamente se podrá 
imponer por un plazo máximo de 
dos años, salvo que estemos frente a 
una persona jurídica reincidente o 
que se dedique mayoritariamente 
a actividades ilícitas, pudiendo en 
tal caso ampliarse el plazo hasta los 
cinco años. El límite penológico pre-
visto en el artículo 33.7, letra d) del 
Código Penal, tendrá que tomarse en 
consideración igualmente a la hora de 
adoptar esta medida cautelar, sin que 
a tal efecto se puedan superar los cin-
co años desde su adopción, y única-
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mente para el caso de que concurran 
las circunstancias de reincidencia o de 
instrumentalidad de la persona jurídi-
ca. Para el supuesto contrario el límite 
temporal absoluto será de dos años.

La intervención judicial

Como consta en el propio artícu-
lo 33.7, letra g) del Código Penal, la 
adopción de esta medida se puede 
fundamentar únicamente con la fina-
lidad de salvaguardar los derechos 
de los trabajadores o de los acree-
dores -por tanto quedarían fuera los 
derechos o intereses de los socios o 
accionistas-, por el tiempo que se es-
time necesario, y que en todo caso no 
podrá exceder de cinco años. Sin 
perjuicio de lo anterior, no se podrá 
superar el límite temporal máximo de 
dos años, salvo que concurran las re-
feridas circunstancias de reinciden-
cia o de instrumentalidad de la 
persona jurídica, de igual modo que 
para las anteriores medidas cautelares. 
Consideramos que, en lo que concier-
ne a la medida cautelar de interven-

ción judicial, los límites temporales 
se antojan algo exiguos, sobre todo 
teniendo en cuenta la larga duración 
de determinadas instrucciones relati-
vamente complejas. 

Asimismo, la referencia del artícu-
lo 33.7 del Código Penal al objetivo 
perseguido no es vana, pues con ello 
se excluye la posibilidad de que otros 
sean los fines de la medida. Ciñéndo-
nos a la literalidad del referido precep-
to, no podría acordarse la intervención 
judicial cuando pretenda controlarse 
la correcta y debida implementación 
de un programa de cumplimiento 
normativo, o los códigos de conducta 
después de la comisión de los hechos 
delictivos.

La intervención judicial puede afec-
tar a la totalidad de la organización 
o limitarse, efectivamente, a alguna 
de las instalaciones, secciones o 
unidades de negocio, sean autó-
nomos o no. El órgano jurisdiccional 
habrá de determinar concretamente el 
contenido de la intervención, la perso-
na que será nombrada como interven-

tor, haciéndose cargo de las funciones 
y objetivos encomendados, y los plazos 
concretos para emitir informes de 
seguimiento de la actividad para el 
órgano judicial.

Como es natural, la intervención 
judicial de la persona jurídica, con-
siderada como pena, se adoptará en 
sentencia condenatoria, y como medi-
da cautelar, mediante auto motivado, 
pudiendo consistir en la remoción y 
sustitución de los administrado-
res, hasta la simple supervisión ju-
dicial de la actividad. El interven-
tor, en el ejercicio de sus funciones, 
tendrá derecho a acceder a todas las 
instalaciones y locales de la empresa 
o persona jurídica, y así como recibir 
cuanta información estime necesaria.

El Código Penal prevé que regla-
mentariamente se determinarán los 
aspectos relacionados con el ejercicio 
de la función de interventor, como lo 
es la cualificación necesaria para po-
der adquirir tal condición, y la retribu-
ción que vayan a percibir. n

Conclusiones

•	 Aunque la responsabilidad penal de las personas jurídicas no está teniendo un gran éxito en los Tribunales de 
Justicia desde que se instauró el principio «societas delinquere potest» por la Ley Orgánica 5/2010, lo cierto 
es que cada vez hay más concienciación jurídica y social al respecto. En este sentido se puede citar, como caso 
más notorio por su impacto público, la imputación realizada por el Juzgado Central de Instrucción núm. 5 contra 
el Futbol Club Barcelona, por un presunto delito contra la Hacienda Pública, o la imputación de Bankia y BFA 
por parte del Juzgado Central de Instrucción núm. 4. Hay otros casos, sin duda, pero pocos más conocidos que 
estos

•	 Es posible que ese escaso éxito generado por la reforma se deba a las múltiples y profundas deficiencias que 
presenta el texto legal, no solamente fundadas en el eminente carácter antropocéntrico de nuestro Derecho 
Penal, sino por una mala técnica legislativa en cuando a la redacción del articulado. Esta deficiente redacción 
afecta también al régimen jurídico de las medidas cautelares, por la inseguridad que genera entre los profesio-
nales del Derecho

•	 No obstante lo anterior, lo que no es oportuno en términos de política criminal es que la responsabilidad penal 
de las personas jurídicas quede inservible e inaplicable por una imprecisa técnica del legislador. Por ello, habrá 
de realizarse una interpretación armoniosa y constitucional de la regulación de las medidas cautelares en par-
ticular, y del régimen jurídico de la responsabilidad penal de las personas jurídicas en general, sin que por el 
camino nos olvidemos de los principios más básicos que inspiran el ordenamiento jurídico-penal
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La obtención de la nacionalidad española no se produce de manera automática, ni de oficio. Se otorga 
por el Estado, y no constituye una simple autorización, indica la pertenencia de una persona a un de-
terminado Estado, por ello la concesión de la nacionalidad no constituye un mero reconocimiento de 
derecho, de ahí que no estamos en presencia de un derecho cualquiera, por esta razón el otorgamiento 
de la nacionalidad no es libre, está condicionado al cumplimiento de determinados requisitos, que fija 
el Estado y la ley, y que puede ser denegada por razones de orden público o interés nacional.
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¿Qué es la nacionalidad 
española?

La nacionalidad española es la cua-

lidad de una persona determinada 
por el vínculo o la relación que la 
une con España. 

Es el vínculo que une a la persona 
con el estado español, disfrutando de 
unos derechos que puede exigir a la 
organización estatal española, y ésta 
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en contrapartida, puede imponerle el 
cumplimiento de una serie de obliga-
ciones y deberes. Así por ejemplo, 
la nacionalidad da derecho a acceder 
a funciones públicas. 

Adquisición de la 
nacionalidad española

Conseguir la nacionalidad es-
pañola para un extranjero, es la 
máxima expresión jurídica de su 
integración en nuestro país, por lo 
que es algo más que la autorización de 
residencia y trabajo. 

La nacionalidad ofrece derechos 
que resultan vitales para la persona, 
que de carecer de una determinada 
nacionalidad se vería imposibilitado 
de ejercer, como el derecho al sufra-
gio, determinados derechos como el 
acceso a cargos y trabajos específicos, 
a opositar para acceder a determina-
das funciones adscritas al Estado, 
como Registrador, Notario o Juez, 
para las que se exige el requisito de la 
nacionalidad española.

La obtención de la nacionalidad es-
pañola no se produce de manera auto-
mática, ni de oficio. Se otorga por el 
Estado, y no constituye una simple 
autorización, indica la pertenencia de 
una persona a un determinado Esta-
do, por ello la concesión de la nacio-
nalidad no constituye un mero reco-

nocimiento de derecho, de ahí que no 
estamos en presencia de un derecho 
cualquiera, por esta razón el otorga-
miento de la nacionalidad no es libre, 
está condicionado al cumplimiento 

de determinados requisitos, que 
fija el Estado y la ley, y que puede ser 
denegada por razones de orden públi-
co o interés nacional.

LEGISLACIÓN

www.ksp.es
www.bdifusion.es

•	 Código Civil. (Normas básicas. Marginal: 3716). Arts.; 17, 22, 20, 
21, 18, 24, 25, 26

•	 Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre Derechos y Libertades 
de los Extranjeros en España y su Integración Social. (Normas Bási-
cas. Marginal: 6)

•	 Ley del Registro Civil, de 8 de junio de 1957. (Normas Básicas. Mar-
ginal: 3667). Arts.; 63 a 68

•	 Decreto de 14 de noviembre de 1958, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley del Registro Civil. (Normas Básicas. Marginal: 
35398). Arts.; 220 a 237

“El Código Civil no contempla que los 
extranjeros tengan que ser sometidos, 
obligatoriamente, a un test, tampoco lo 
prohíbe, pero sí prevee que las autoridades 
valoren de alguna forma su grado de 
integración en el país”
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Nacionalidad española originaria

¿Qué es?

Aquella que la persona adquiere 
desde el momento de su nacimiento.

¿Quiénes son españoles de ori-
gen?

Según el artículo 17 de nuestro 
Código Civil, serán españoles de ori-
gen las siguientes personas:

–– Los nacidos de padre o madre 
españoles.

–– Los nacidos en España, cuan-
do sean hijos de padres extran-
jeros, si uno de sus padres ha 
nacido también en España (ex-
cepto en el caso de los hijos de 
diplomáticos).

–– Los nacidos en España de pa-
dres extranjeros si ambos ca-
recen de nacionalidad (apátri-
das), o si la legislación de éstos 
no atribuye ninguna nacionali-
dad al niño.

–– Los nacidos en España si se 
desconoce quiénes han sido 
sus padres. Se presumen naci-
dos en el territorio español a los 
menores de edad cuyo primer 
lugar de estancia conocido sea 
el territorio español.

Nacionalidad española por residen-
cia

¿Qué es?

Es una forma de obtención de la 
nacionalidad.

¿Quién puede solicitarla y re-
quisitos?

En virtud del artículo 22 de nues-
tro Código Civil, cualquier ciudada-
no extranjero que haya residido en Es-
paña durante un tiempo determinado. 
Para la concesión de la nacionalidad 
por residencia es necesario que ésta 
haya sido legal y de forma conti-
nuada y haya durado, al menos, 10 
años.

En el caso de las personas que ha-
yan obtenido asilo o refugio, será 
suficiente el transcurso de 5 años, y 
se exigirán 2 años en el caso de na-
cionales de países Iberoamericanos, 
Andorra, Filipinas, Guinea Ecuatorial, 
Portugal o los sefardíes. Además, los 
naturales de los países iberoameri-
canos, no tienen la obligación de re-
nunciar a su nacionalidad de origen 
para obtener la española ya que se les 
reconoce el derecho a poseer la doble 
nacionalidad.

El tiempo de residencia exigido 
es, como regla general, de 10 años. 
No obstante, existen determinadas ex-
cepciones:

–– Refugiados políticos: 5 años.

–– Naturales de países iberoame-
ricanos, Andorra, Filipinas, 
Guinea Ecuatorial, Portugal y 
sefardíes: 2 años.

–– Nacidos en territorio español 
o casados con un nacional: 1 
año.

–– Nacidos fuera de España, de 
padre o madre, abuelo o abuela 
que originariamente hubieran 
sido españoles: 1 año.

–– Quienes hayan estado sujetos 
legalmente a la tutela, guarda 
o acogimiento de un ciuda-
dano o institución españoles, 
durante dos años consecutivos, 
incluso si continuaran en esta 
situación en el momento de la 
solicitud: 1 año.

–– Los viudos o viudas de español 
o española, si a la muerte del 
cónyuge no existiera separa-
ción legal o de hecho: 1 año.

La solicitud de la nacionalidad 
española por residencia hay que pre-
sentarla en el Registro Civil corres-
pondiente al domicilio del inte-
resado. La solicitud se presenta en 
el Registro Civil correspondiente a la 
localidad de residencia del solicitante, 
junto con los siguientes documentos:

–– Solicitud dirigida al Ministro 
de Justicia.

–– Certificación literal de naci-
miento del interesado/a, en su 
caso debidamente legalizada 
por el Consulado.

–– Certificación de antecedentes 
penales expedida por el Minis-
terio de Justicia español.

–– Certificación de antecedentes 

“La forma de conocer lo que dice la 
ley de cada país respecto a los hijos de 
ciudadanos extranjeros nacidos en España 
es mediante un certificado expedido por el 
Consulado del país de los padres”
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penales de su país de origen 
o, en su defecto, Consular de 
conducta.

–– Certificado de empadrona-
miento.

–– Certificación de la Dirección 
General de Policía que acredite 
el tiempo de residencia legal y 
continuada en España.

–– Acreditar los medios de vida 
con que cuenta en España.

–– Fotocopia del Número de 
Identificación de Extranjeros o 
Tarjeta de Residencia.

–– Fotocopia del Pasaporte.

–– En caso de haber nacido fuera 
de España y alegue ser hijo o 
nieto de español/a de origen, 

deberá aportar además: Certi-
ficado literal de nacimiento de 
sus ascendientes españoles.

–– Si está casado/a con español/a, 
deberá además aportar: Certi-
ficación literal de matrimonio 
expedido por el Registro Civil 
español correspondiente, cer-
tificado de convivencia o, en 
su defecto, un certificado de 
empadronamiento conjunto y 
Certificación literal de naci-

miento del cónyuge español.

–– En caso de ser viudo/a de 
español/a deberá además apor-
tar: Certificado de matrimonio 
inscrito en el Registro Civil 
español, certificado de con-
vivencia o empadronamiento 
conjunto con el cónyuge falle-
cido a la fecha de defunción, 
Certificado literal de nacimien-
to del cónyuge y Certificado de 
defunción.

“Normalmente el Ministerio de Justicia, se 
pronuncia sobre la solicitud de nacionalidad 
por residencia en un plazo comprendido 
entre 12 y 24 meses”
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–– En caso de haber estado sujeto 
legalmente a la tutela, guarda o 
acogimiento de un ciudadano 
o institución españoles, debe-
rá además aportar: copia de la 

resolución judicial que deter-
mine la tutela o documento de 
la autoridad competente de la 
Comunidad Autónoma en esta 
materia.

–– En caso de tratarse de soli-
citantes que no ejercitaron 
oportunamente la facultad de 
optar, deberán aportar además: 
la documentación que acredite 

EJEMPLO DE CUESTIONARIO-EXAMEN DE NACIONALIDAD ESPAÑOLA. 

PREGUNTAS O ENTREVISTA PARA DETERMINAR EL GRADO DE INTEGRACIÓN DEL SO-
LICITANTE DE NACIONALIDAD.

Geografía. “Cinco islas de España”. ““Tres comarcas de Cataluña”. “Cinco ciudades del norte y cinco del sur”. “Qué 
provincias componen Andalucía?” “Nombre de tres comunidades uniprovinciales”. “Dónde están Cádiz, Pamplona, Ovie-
do?”

Organización del Estado. “¿Cuál es el día de la Constitución?” “Defina el artículo 149 de la Constitución. ¿Qué 
dice?” “¿Cuándo se celebran las elecciones municipales?” “Funciones del jefe del Estado” “Funciones de los delegados del 
Gobierno”. “Nombre de la princesa de Asturias”. “Presidente de la Federación de Municipios”.

Historia de España. “Nombrar cinco Reyes de España”. “¿Quién ganó la Guerra Civil?” “¿Desde qué año está la 
capital de España en Madrid?”

Cultura general de España. “¿Cómo se celebran las fiestas en España?” “Explicar en qué consisten la tortilla de 
patatas, el cocido madrileño y la paella valenciana”. “Ingredientes de la paella”. “Cita tres escritores de la posguerra”. “Tres 
novelas que hayas leído”. “¿Qué es Adif?” “Nombre del director general de la policía”. “Yacimientos arqueológicos de Espa-
ña”. “Secretario general de Podemos”. “¿Sabe quién es Bárcenas?”

Preguntas ‘trampa’. “¿Quién decide la educación de los hijos, el padre o la madre?” “¿Qué impuestos han de pagar los 
extranjeros?” “¿Se reúne más con los amigos extranjeros o con los españoles?” “¿Qué río comunica Barcelona y Madrid?”

““Tres ríos de la meseta castellana”; “nombre tres comunidades autónomas uniprovinciales”; “¿en qué ciudades se 
encuentran los museos Guggenheim, Picasso y Thyssen?” son algunas de las preguntas que más se han repetido en las 
últimas semanas en los registros de Barcelona.

“¿Cuál es la función de los delegados del Gobierno?” “Defina el artículo 149 de la Constitución Española. ¿Qué dice?”. 
“¿Cuándo se celebran elecciones municipales?”

que pudo en su día ejercitar el 
derecho de opción.

El Encargado del Registro Civil 
podrá recabar, además, cualquier 
otra documentación que estime 

necesaria para la mejor resolución 
del expediente. Cualquier cambio, de 
domicilio u otro dato relevante, debe-
rá comunicarse al Encargado del Re-
gistro Civil que tramita el expediente. 
También se puede enviar por correo 

certificado a dicho Registro Civil 
correspondiente a la localidad de resi-
dencia del solicitante. Puede presen-
tarse además a través de un Gestor 
Administrativo. El registro está a 
cargo de un juez, el cual puede pedir, 
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para la tramitación del expediente, 
la presentación de otros documentos 
además de los indicados.

La documentación que se expida 

en el extranjero deberá presentarse 
debidamente legalizada o apostilla-
da, y en su caso traducida.

Normalmente el Ministerio de 

Justicia, se pronuncia sobre la na-
cionalidad solicitada en un plazo com-
prendido entre 12 y 24 meses.

Los extranjeros que quieren obte-
ner la nacionalidad española por esta 
vía han de exhibir conocimientos 
cada vez más amplios. A las pregun-
tas de cultura general que deben res-
ponder desde hace unos cuantos años 
en algunos registros civiles -como el de 
Barcelona- se han sumado, en las úl-
timas semanas, cuestiones de tipo 
lingüístico. “Presente de indicativo 
del verbo oír”; “Las palabras esdrúju-
las, ¿llevan tilde?”; “participio del verbo 
amar”; Qué significa el prefijo hidro?” 
son algunas de las que se han repetido 
en los exámenes, que también incorpo-
ran, como los de las autoescuelas, una 
suerte de preguntas trampa: “¿Qué río 
une Barcelona y Madrid?”.
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El Código Civil no contempla, 
hoy por hoy, que los extranjeros 
tengan que ser sometidos, obliga-
toriamente, a un test. Tampoco lo 
prohíbe. Sí prevé, sin embargo, que 
las autoridades valoren de alguna for-
ma su grado de integración en el 
país. Y algunos jueces encargados de 
los registros civiles provinciales han 
decidido, desde hace tiempo, some-
terles a una breve prueba escrita 
con preguntas de todo tipo: geogra-
fía, organización del Estado, historia, 
cultura general o lengua.

Los exámenes suelen contener va-
rias cuestiones e incluyen, en ocasio-
nes, preguntas trampa: “¿Quién deci-
de la educación de los hijos, el padre 
o la madre?” o “¿qué impuestos han de 
pagar los extranjeros en España?”, su-
giriendo, falsamente, que hay tributos 
específicos para ellos por su condición 
de foráneos. Más allá del test, las au-
toridades valoran el grado de integra-
ción de los aspirantes preguntándoles 

si tienen más relación con amigos es-
pañoles o compatriotas, cuáles son sus 
motivaciones para vivir en España, o 
qué cree que puede aportar al país.

Posteriormente a la concesión 
de la nacionalidad española, el 
interesado deberá de jurar o prome-
ter fidelidad al Rey y obediencia a la 
Constitución y a las leyes y declarar 
que renuncia a su nacionalidad 
anterior, salvo que este dentro de 
alguno de los supuestos de doble na-
cionalidad. Luego se inscribirá su na-
cimiento como español en el registro 
civil competente (normalmente será 
el mismo donde se inició su petición), 
adaptándose en su caso los apellidos 
del solicitante a la legislación española 
(la Ley española señala que se ha de 
tener un nombre y dos apellidos).

Una vez inscrito como 
español/a, se le hará entrega de su 
certificación de nacimiento como tal 
para poder obtener el Documento 

Nacional de Identidad Español y 
en su caso el Pasaporte Español.

Nacionalidad española por opción

¿Qué es y quién puede adqui-
rirla?

Es otra forma de adquirir la nacio-
nalidad española, prevista en el artí-
culo 20 de nuestro Código Civil, a la 
que pueden optar:

- Todos aquellos que estén o hayan 
estado sujetos a la patria potestad de 
un español.

- Aquellos cuyo padre o madre hu-
biera sido originariamente español y 
nacido en España.

- Aquellos cuya filiación o determi-
nación de su nacimiento en España se 
produzca después de alcanzar la ma-
yoría de edad.
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- Los que hayan sido adoptados 
siendo mayores de edad.

¿Cuándo caduca?

La opción caducará a los 20 
años de edad.

Excepciones:

- Salvo para los que se hubiera 
determinado su filiación o naci-
miento en España, después de al-
canzada la mayoría de edad.

- Para los que hubieran sido adopta-
dos siendo mayores de 18 años.

En estos dos supuestos la opción 
caducará a los dos años contados a 
partir del momento de determinación 
de la filiación o del nacimiento en Es-
paña, o a partir de la constitución de 
la adopción.

El ejercicio del derecho de opción 
para aquellos cuyo padre   o madre hu-
bieran sido originariamente españoles 
y nacidos en España, no estará suje-
to a límite de edad.

Nacionalidad española por carta de 
naturaleza

¿Qué es y ante quién se solici-
ta?

Esta es una vía excepcional de ad-
quisición de la nacionalidad, prevista 
en el artículo 21 de nuestro Códi-
go Civil, que debe solicitarse ante 
el Ministerio de Justicia siempre que 
existan razones de interés público 
o humanitario, de carácter excep-
cional que la justifiquen. Ejemplo 
de ello es el acuerdo adoptado por el 
Consejo de Ministros de 12 de marzo 
de 2004 por el que se aprobó la conce-
sión de la nacionalidad española a las 
víctimas y familiares directos (heridos, 

cónyuge, descendientes y ascendien-
tes en primer grado de consanguini-
dad de los fallecidos) del atentado 
ocurrido en Madrid el día 11-3-04 
(RD 453/2004, de 18 de marzo, BOE 
núm. 70, de 22-03-04).

¿Quién lo concede o lo deniega 
y cómo obtenerla?

Su concesión o denegación corres-
ponde al Consejo de Ministros me-
diante Real Decreto del Gobierno de 
España, y su decisión es discrecional.

Nacionalidad española por pose-
sión de estado

¿Qué es y quién puede adqui-
rirla?

 La posesión y utilización conti-
nuada de la nacionalidad españo-
la durante al menos 10 años, con 
buena fe y basada en un título ins-
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crito en el  Registro Civil, es causa 
de consolidación de la nacionalidad 
aunque se anule el título que la origi-
nó (artículo 18 de nuestro Código 
Civil).

El interesado debe haber manteni-
do una actitud activa en dicha pose-
sión y utilización de la nacionalidad 
española, esto significa que se haya 
comportado teniéndose a sí mismo 
por español tanto en el disfrute de sus 
derechos como en el cumplimiento de 
sus deberes en relación con órganos 
del estado español.

Nacionalidad española con valor de 
simple presunción

¿Qué es y quién puede solici-
tarla?

Esta posibilidad está prevista en el 
artículo 17 de nuestro Código Civil 
para aquellos nacidos en España 
de padres extranjeros que la legis-
lación nacional de los países de sus 
padres no le transmiten la nacionali-
dad, por lo que antes de que queden 
apátridas la legislación española les 
concede la nacionalidad con valor de 
simple presunción.

Cabe la atribución de la na-
cionalidad española de origen a 
los hijos nacidos en España de 
padres originarios de Argentina 
(según Ley de 2004 se tiene que op-
tar por la nacionalidad argentina a su 
inscripción, en caso contrario, no son 
argentinos los nacidos en el extran-
jero), Brasil, Cabo Verde, Cuba, 
Irak, Mauritania (siempre que uno 
de los progenitores sea nacional de 
Argelia), Palestina, Paraguay, Por-
tugal, Sahara, Venezuela (si ambos 
progenitores son venezolanos el hijo 
nacido en España es venezolano. Si 
sólo uno de ellos lo es, hay que residir 
en Venezuela o declarar la voluntad 
de ser venezolano para adquirir dicha 
nacionalidad; en caso contrario, se le 

atribuye la nacionalidad española al 
hijo), Estados Unidos (caso similar 
al de Venezuela).

Lo que da derecho a solicitar la 
nacionalidad española es el hecho 
de que el niño, además de nacer en 
España, no tiene la nacionalidad del 
país de los padres. Normalmente, si se 
inscribe el nacimiento del menor en 
su consulado adquiere la nacionalidad 
de los padres. Por ello, en esos casos, 
si el deseo de los padres es que el niño 
tenga la nacionalidad española no de-
ben inscribir el nacimiento en su 
consulado.

La forma de conocer lo que dice la 
ley de cada país respecto a los hijos de 
ciudadanos extranjeros nacidos en Es-
paña es mediante un certificado ex-
pedido por el Consulado del país 
de los padres.

En caso de que se resuelva favora-
blemente, se hará constar en la ins-
cripción de nacimiento del menor que 
se considera Español de Origen. 
Posteriormente, los padres del menor 
podrán solicitar la correspondiente 
certificación de nacimiento para el 
DNI Español.

Pérdida de la nacionalidad 
española

¿Cómo se pierde la nacionali-
dad española? (Artículos 24 y 25 
de nuestro Código Civil).

La nacionalidad española la pier-
den los emancipados que, residiendo 
habitualmente en el extranjero:

- Adquieran voluntariamente otra 
nacionalidad, o

- Utilicen exclusivamente la na-
cionalidad extranjera que tuviera 
atribuida antes de la emancipación. 
La pérdida se producirá una vez que 

transcurran tres años a contar, res-
pectivamente, desde la adquisición de 
la nacionalidad extranjera o desde la 
emancipación.

Podrán evitar la pérdida si dentro 
del plazo indicado declaran su volun-
tad de conservar la nacionalidad espa-
ñola al encargado del Registro Civil.

La adquisición de la naciona-
lidad de países Iberoamericanos, 
Andorra, Filipinas, Guinea Ecua-
torial o Portugal, no es bastante 
para producir, conforme lo anterior, 
la pérdida de nacionalidad espa-
ñola de origen. Es necesario un acto 
de renuncia expresa por el interesa-
do a la nacionalidad española.

En todo caso, pierden la naciona-
lidad española los españoles emanci-
pados que renuncien expresamente a 
ella, si tienen otra nacionalidad y re-
siden habitualmente en el extranjero.

No se pierde si España se hallare 
en guerra.

También pierden la nacionalidad, 
siempre y cuando no se trate de espa-
ñoles de origen, cuando: a) entren vo-
luntariamente al servicio de las armas 
o ejerzan cargo político en un Estado 
extranjero contra la prohibición expresa 
del Gobierno; o b) durante un período 
de 3 años utilicen exclusivamente la 
nacionalidad a la que hubiera declara-
do renunciar al adquirir la nacionalidad 
española.

Si la adquisición de la naciona-
lidad española hubiera sido obte-
nida mediante falsedad, ocultación 
o fraude supondrá la nulidad de tal 
adquisición mediante sentencia firme 
que así lo declare. La acción de nulidad 
deberá ejercitarse por el Ministerio Fis-
cal de oficio o en virtud de denuncia, 
dentro del plazo de quince años.
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Recuperación de la 
nacionalidad española

¿Puede recuperarse la naciona-
lidad española?

Sí, siempre y cuando se reúnan los 
siguientes requisitos (artículo 26 
de nuestro Código Civil):

- Ser residente legal en España. 
Este requisito no será de aplicación a 
los emigrantes ni a los hijos de emi-
grantes. (En los demás casos podrá ser 
dispensado por el Ministro de Justicia 
cuando concurran circunstancias ex-
cepcionales).

- Declarar ante el encargado del 
Registro Civil su voluntad de recupe-
rar la nacionalidad española.

- Inscribir la recuperación en el Re-
gistro Civil.

¿Cuándo es necesaria la previa 
habilitación del Gobierno para 
recuperar la nacionalidad espa-
ñola?

Es necesario tanto para recupe-
rar como para adquirir, en su caso, 
la nacionalidad española, la previa ha-
bilitación concedida discrecionalmen-
te por el Gobierno para:

- Los que por un período de tres 
años utilicen exclusivamente la nacio-
nalidad a la que hubieran declarado 

renunciar al adquirir la nacionalidad 
española.

- Los que entren voluntariamente al 
servicio de las armas o ejerzan cargo 
político en un Estado extranjero con-
tra la prohibición expresa del Gobier-
no.

- Cuando la sentencia firme decla-
re que el interesado ha incurrido en 
falsedad, ocultación o fraude en la ad-
quisición de la nacionalidad española.

¿Quién puede solicitarla?

Pueden solicitar la nacionalidad 

española por cualquiera de las causas 
anteriores, las siguientes personas:

- El interesado, por sí mismo, 
siempre que sea mayor de 18 años o 
se encuentre emancipado.

- El mayor de 14 años asistido por 
su representante legal.

- El representante legal del menor 
de 14 años o incapacitado. En este 
caso la opción requiere autorización 
del encargado del Registro Civil del 
domicilio del declarante, previo dicta-
men del Ministerio Fiscal. n

Conclusiones

•	 Conseguir la nacionalidad española para un extranjero, es la máxima expresión jurídica de su integración en 
nuestro país, por lo que es algo más que la autorización de residencia y trabajo

•	 La nacionalidad ofrece derechos que resultan vitales para la persona, que de carecer de una determinada nacio-
nalidad se vería imposibilitado de ejercer, como el derecho al sufragio, determinados derechos como el acceso 
a cargos y trabajos específicos, a opositar para acceder a determinadas funciones adscritas al Estado, como 
Registrador, Notario o Juez, para las que se exige el requisito de la nacionalidad española
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A vueltas con las cláusulas suelo. 
Reflexiones en torno al Acuerdo de los 
Magistrados de lo Mercantil de Barcelona 
de 21 de noviembre de 2014

Yago Vázquez Moraga. Socio de Pintó Ruiz & Del Valle S.L.P.

El presente artículo pretende ofrecer una aproximación al dispar tratamiento judicial dado por los 
tribunales a las acciones individuales ejercitadas en relación con la posible nulidad de las llamadas 
cláusulas suelo (y sus consecuencias), en relación con la posible afectación de dichos procedimientos 
por lo resuelto o pendiente de resolver en otros procedimientos en los que también se hayan cuestiona-
do dichas cláusulas suelo en el ejercicio de una acción colectiva. 

Particularmente, en el marco del anterior escenario, se valora el alcance y los efectos procesales previ-
sibles del Acuerdo de los Magistrados de lo Mercantil de Barcelona de 21 de noviembre de 2014.

SUMARIO

1.	 Introducción
2.	 La Sentencia del Tribunal Supremo 241/2013, de 9 de mayo de 2013 y sus efectos en la jurisprudencia menor
3.	 Las acciones colectivas de cesación de condiciones generales de la contratación pendientes de resolución y 

sus efectos procesales
4.	 Alcance procesal del Acuerdo de los Magistrados de lo Mercantil de Barcelona de 21 de noviembre de 2014

Introducción

El pasado 21 de noviembre de 
2014, los Magistrados de lo Mer-
cantil de Barcelona adoptaron un 
acuerdo sobre los criterios que van 
a seguir en el enjuiciamiento de ac-
ciones individuales de nulidad de 
cláusulas suelo. Para poder valorar 
la oportunidad y la trascendencia de 
dicho Acuerdo, es preciso recapitular 
y contemplar cuál era el panorama ju-

dicial existente con anterioridad a su 
adopción que, en el partido judicial 
de Barcelona, tuvo -y tiene- dos hitos 
fundamentales: de un lado, el plan-
teamiento por parte del Juzgado 
de lo Mercantil nº 9 de Barcelo-
na, el 27 de junio de 2014, de una 
cuestión prejudicial al Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea 
(TJUE) y, de otro, la doctrina fijada 
por la Sección 15ª de la Audiencia 
Provincial de Barcelona a partir 

de su Auto de 9 de octubre de 
2014. 

Asimismo, es importante tener en 
cuenta que el presente comentario 
únicamente tiene en cuenta la proble-
mática procesal derivada de la diversa 
y contradictoria casuística judi-
cial emanada de los juzgados mer-
cantiles, al resolver acciones indivi-
duales fundamentadas principalmente 
en la infracción de la normativa 
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sobre condiciones generales de la 
contratación (Ley 7/1998, de 13 de 
abril, sobre Condiciones Generales 
de la Contratación -LCGC-), pero no 
de las resoluciones de ámbito estric-
tamente civil, fundamentadas exclusi-
vamente en la normativa de protec-
ción de consumidores y usuarios 
(Texto Refundido de la Ley General 
para la Defensa de los Consumidores 
y Usuarios -TRLGDCU-), cuyo cono-
cimiento es competencia de los Juzga-
dos de Primera Instancia, y que pre-
senta también múltiples problemas e 
incertidumbres, pero que exceden del 
limitado alcance de estas líneas.  

La Sentencia del Tribunal 
Supremo 241/2013, de 9 de 
mayo de 2013 y sus efectos 
en la jurisprudencia menor 

El azote de la crisis y las diversas 
bajadas de los tipos de interés 
acordadas por el BCE trajo consigo 
la caída del EURIBOR, principal 
índice de referencia de las hipotecas 
en España. No obstante, quienes te-
nían suscrito un préstamo hipotecario 
pronto se dieron cuenta de que, a pe-
sar de que dicho índice se encontraba 
en mínimos históricos, el banco les 
estaba aplicando un tipo fijo muy 
superior al del índice de referen-
cia. Fue así como muchos se perca-
taron de que su hipoteca incluía 
las llamadas “cláusulas suelo”, lo 
que terminó derivando en la interpo-
sición masiva de demandas contra las 

entidades crediticias que, para garan-
tizar un rendimiento mínimo de esos 
activos financieros (los créditos hipo-
tecarios) habían predispuesto dichas 

cláusulas en sus contratos. 

En ese estado de cosas, tras un pri-
mer tiempo de incertidumbre jurídi-
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“El Tribunal Supremo en nota informativa 
de 25 de febrero de 2015 reconoce los 
efectos restitutorios de las cantidades ya 
abonadas de cláusulas declaradas nulas a 
partir del 9 de mayo de 2013”
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ca, fruto de la distinta interpretación y 
resolución dada por los distintos juzga-
dos a la problemática de las cláusulas 
suelo, el Pleno del Tribunal Supre-
mo dictó su Sentencia 241/2013, 
de 9 de mayo, por la que estimó 
una acción de cesación (arts. 53-
56 TRLGDCU) planteada por la aso-
ciación de consumidores AUSBANC 
contra 3 entidades bancarias, decla-
rando nulas por abusivas las cláu-
sulas suelo allí analizadas, por no 
cumplir los requisitos de especial 
trasparencia exigibles en los con-
tratos celebrados con los consu-
midores. De acuerdo con la doctrina 
fijada por el Alto Tribunal, las cláusu-
las suelo serían válidas únicamente 

cuando superasen un doble control 
de transparencia (la cláusula debe 
ser comprensible no sólo de forma ais-
lada, sino que, además, el consumidor 
debe ser debidamente informado, de 
forma clara, de la repercusión econó-
mica de dicha estipulación).

La sentencia de 2013 resultó muy 
controvertida, y planteó además nue-
vas incertidumbres y dilemas. Al mar-
gen de no dejar demasiado claro el 
alcance de sus efectos a terceros 
no intervinientes en el proceso, a 
los efectos de lo previsto en los artí-
culos 221 y 222.3 de la LEC (pues la 
recurrente “no interesó su eficacia ultra 
partes”, lo que, unido al casuismo que 

impregna el juicio de valor sobre el ca-
rácter abusivo de las cláusulas cuando 
afecta a la suficiencia de la informa-
ción, nos obliga a ceñirlos [los efectos] 
a quienes oferten en sus contratos cláu-
sulas idénticas a las declaradas nulas, 
cuando no se hallen completadas por 
otras que eliminen los aspectos declara-
dos abusivos”), el TS, con una funda-
mentación cuestionable y en aparente 
contradicción con lo dispuesto por el 
artículo 1.303 CC (quod nullum est 
nullum effectum producit), declaró la 
irretroactividad de su Sentencia, 
impidiendo así la restitutio in integrum 
a los beneficiados por ésta, sin afectar 
así “a los pagos ya efectuados en la 
fecha de publicación” de la misma.

Tal doctrina fue posteriormente 
confirmada por el TS en su Senten-
cia (Pleno) núm. 464/2014, de 8 
de septiembre (en este caso, con un 
Voto Particular formulado por el Ma-
gistrado Sancho Gargallo) que, para 
resolver una demanda interpuesta por 
varios particulares (acción individual) 
contra BANKIA, confirmó su Juris-
prudencia, reiterando el especial 
requisito de transparencia que 
deben cumplir este tipo de cláu-

“El planteamiento simultáneo de acciones 
individuales y colectivas ha generado una 
jurisprudencia contradictoria en torno 
a la cosa juzgada, la litispendencia y la 
prejudicialidad civil”
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sulas, sin realizar, por motivos proce-
sales, ningún pronunciamiento en 
cuanto a sus efectos (ex tunc o ex 
nunc).

Así pues, la principal controversia 
surgida en relación con la doctrina fi-
jada por el Tribunal Supremo consis-
tió en los efectos que habría que 
dar a las sentencias que, en cum-
plimiento de la misma, declarasen 
la nulidad de cláusulas suelo. De 
este modo, las distintas Audiencias 
Provinciales se posicionaron en 
dos frentes distintos, de un lado las 
que aplicaban en sus sentencias este 
extravagante principio de irretroac-
tividad (i.a. SAP Madrid (Sección 28) 
núm. 238/2013 de 23 de Julio, AAP 
Burgos (Sección 2) núm. 15/2014 28 
de enero), frente a aquellas otras que 
interpretaban que la doctrina del 
TS no era aplicable a las acciones 
individuales, que respondían a cau-
sas de pedir distintas a las acciones co-
lectivas y, además, no podían generar 
ningún riesgo de “trastornos graves con 
trascendencia al orden público econó-
mico”, como ocurría en el caso de las 
acciones colectivas (i.a. SAP Barcelo-
na (Sección 15) núm. 453/2013 de 16 
de octubre, SAP Málaga (Sección 6º) 
núm. 185/2014 de 12 de marzo). 

Al momento de escribir estas líneas 
parece que este desconcierto toca a su 
fin, por cuanto en fecha 25 de fe-
brero de 2015 el Tribunal Supre-
mo ha publicado anticipadamente 
el fallo de dos sentencias dictadas 
en relación con las cláusulas sue-
lo, por las que confirma su ante-
rior doctrina. Además, en una de 
ellas (BBVA) matiza que “el efecto 
restitutorio de las cantidades ya 
pagadas en virtud de cláusulas suelo 
declaradas nulas por falta de transferen-
cia se producirá desde la fecha de la 
publicación de la sentencia de la propia 
Sala, de 9 de mayo de 2013”. No 
obstante, sin conocer los fundamentos 
de dicho fallo, resulta imposible reali-

zar una valoración al respecto.

Las acciones colectivas de 
cesación de condiciones 
generales de la 
contratación pendientes de 

resolución y sus efectos 
procesales 

A la problemática descrita se ha su-
mado un nuevo factor desestabilizador 
que ha venido a revolver de nuevo la 
situación de la jurisprudencia menor, 

“En el propio Acuerdo de 21 de noviembre 
de 2014 los Magistrados parecen invitar 
a los afectados a formular “bajo su 
responsabilidad” una solicitud de medidas 
cautelares de tipo anticipatorio”
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consistente en los perniciosos efec-
tos que diversas acciones colec-
tivas interpuestas por distintas 
asociaciones de consumidores 
y usuarios han tenido en las ac-
ciones individuales interpuestas 
por particulares. Resulta particu-
larmente trascendente la demanda 
interpuesta por la asociación ADICAE 
en nombre de miles de afectados por 
cláusulas suelo frente a casi 50 entida-
des bancarias que, tras numerosísimos 
incidentes, está conociendo el Juzga-
do de lo Mercantil núm. 11 de Madrid 
(autos 471/2010). 

Concretamente, el planteamien-
to simultáneo de acciones indivi-
duales y colectivas ha generado 
una jurisprudencia contradicto-
ria y dispar en relación con los efec-
tos que (i) una sentencia dictada en 
un proceso para la tutela de intereses 
colectivos o, incluso, (ii) la mera in-
terposición de una acción colectiva de 
cesación en relación con las cláusulas 
suelo, tiene respecto de una acción 
individual interpuesta por un particu-
lar respecto de dichas cláusulas suelo. 
Controversia que gira en torno a 
las instituciones de la cosa juzga-
da, la litispendencia y la prejudi-

cialidad civil, y las distintas interfe-
rencias que se pueden producir entre 
ellas. Así:

• En casos en que ya existe una 
sentencia que ha estimado una 
acción colectiva (como la STS de 
2013), algunas Audiencias han de-
clarado la terminación del proce-
dimiento instado por un particu-
lar en relación con dichas cláusulas (al 
menos respecto de la pretensión de la 
nulidad, no así en todos los casos res-
pecto de la reclamación de cantidad) 
al apreciar que existe la triple iden-
tidad necesaria para la concurrencia 
de cosa juzgada -i.a. SAP de Islas Ba-
leares (Sección 5ª) núm. 155/2014, de 
26 de mayo-, mientras que otras han 
desestimado la excepción de cosa 
juzgada, al considerar que la acción 
colectiva y la individual presentan sus-
tanciales diferencias tanto subjetivas 
como en cuanto a su causa de pedir 
-i.a. AAP Alicante (Sección 8ª) núm. 
18/2014, de 31 de marzo-.

• En casos de que la acción co-
lectiva ha sido planteada ante un 
tribunal pero todavía no ha sido re-
suelta, la acción individual posterior-
mente planteada ha conllevado, unas 

veces la suspensión del procedimiento 
con fundamento en la concurrencia 
de prejudicialidad civil (i.a. Auto 
Juzgado de lo Mercantil de Granada 
de 6 de mayo de 2014), y, otras veces, 
la estimación, incluso de oficio, de la 
concurrencia de litispendencia, al 
presumirse (en contra de lo que ad-
vierte al respecto la propia Exposición 
de Motivos de la LEC) que los efec-
tos de las acciones colectivas se 
extienden por imperativo legal a 
los particulares titulares de accio-
nes individuales (lo que, de acuerdo 
con la interpretación conjunta de los 
artículos 221 y 222.3 LEC, resulta 
cuanto menos discutible), implicando 
el archivo de los procedimientos 
instados por estos (al menos en lo que 
a la pretensión declarativa se refiere, 
en el caso de que la acción colectiva 
entablada no incluya también una ac-
ción de reclamación de cantidad), que 
deberán estar y pasar por lo que 
se resuelva en dicho procedimien-
to (o, de ser posible, solicitar la inter-
vención en el mismo -art. 15 LEC- o 
instar la acumulación de procesos -art. 
76.2.1º LEC-).

En relación con todo ello, la doctri-
na mantenida por la Sección 15 de 
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Conclusiones

•	 El Acuerdo de los Magistrados de lo Mercantil de 21 de noviembre de 2014 puede suponer (en dicho ámbito) 
la suspensión automática de todos los procedimientos relativos a acciones individuales sobre cláusulas suelo, y 
hasta que el TJUE no resuelva la cuestión prejudicial planteada por el Juzgado de lo Mercantil nº 9 de Barcelona

•	 Tras el pronunciamiento del TJUE, muy probablemente se inicie de nuevo un periodo de incertidumbre judicial, 
a menos que con anterioridad el Tribunal Supremo se haya pronunciado al respecto de las cuestiones procesales 
correspondientes

•	 Siguiendo la propia recomendación de los Magistrados de lo Mercantil de Barcelona, ante esta situación de 
parálisis judicial, para evitar mayores perjuicios a los justiciables se deberían solicitar la adopción de medidas 
cautelares de tipo anticipatorio, con base a los motivos explicitados en el Acuerdo del Tribunal Mercantil de 
Barcelona

la Audiencia Provincial de Barce-
lona, ha consistido en (i) o bien decla-
rar la concurrencia de cosa juzgada en 
aquellos casos que se refieran a cláu-
sulas suelo que fueron objeto de la 
STS de 9 de mayo de 2013, (i) o bien 
decretar el archivo del procedimiento 
por litispendencia, en el caso de que la 
cláusula en cuestión sea objeto de un 
proceso colectivo pendiente de fallo. 
Posición esta última que se presta al 
debate, por cuanto parece difícil que 
pueda concurrir una identidad subjeti-
va cuando, en el caso de que la acción 
colectiva esté “pendiente”, no puede 
ser posible que “la sentencia” (art. 
221.1.2º LEC) haya determinado ya 
su alcance subjetivo.    

Alcance procesal del 
Acuerdo de los Magistrados 
de lo Mercantil de 
Barcelona de 21 de 
noviembre de 2014 

En este escenario, estando pen-
diente de resolución la cuestión preju-
dicial planteada respecto del artículo 
43 LEC por el Juzgado de lo Mercan-
til nº 9 de Barcelona al TJUE (Asunto 
C-381/14), se adopta el Acuerdo que 
es objeto del presente comentario, 
en el que, para evitar “el archivo 
definitivo de las causas” sin que 

el TJUE haya podido resolver dicha 
cuestión, los magistrados acuerdan 
que:

• En los juicios en que haya recaí-
do resolución sobre prejudicialidad o 
litispendencia, se estará a lo acordado 
(art. 207.3 LEC).

• No se admitirán excepciones 
de prejudicialidad civil o litispen-
dencia después de la contestación 
a la demanda cuando los hechos en 
los que se base sean anteriores (lo 
cual, respecto de la litispendencia, es 
una temeridad procesal, al ser éste un 
presupuesto del proceso y, como tal, 
una cuestión de orden público apre-
ciable de oficio en cualquier momen-
to).

• Alegada en forma la litispenden-
cia o la prejudicialidad, se acordará 
la suspensión del plazo para re-
solver, hasta que el TJUE se haya 
pronunciado (yerra en este punto el 
Acuerdo, al entender que la litispen-
dencia también ha sido objeto de la 
cuestión prejudicial, cuando lo cierto 
es que la misma se limita a la preju-
dicialidad).

A efectos prácticos, ello supone 
que a partir de dicho acuerdo las 
acciones individuales interpues-

tas por particulares -entendemos 
que con independencia de qué cláusu-
las sean- se suspenderán hasta que 
el TJUE haya resuelto la cuestión 
prejudicial, sin poder anticipar qué 
ocurrirá cuando dicha cuestión haya 
sido resuelta, especialmente en lo que 
respecta a la litispendencia que, como 
se ha dicho, no es objeto de la misma.

No obstante, quizás no todo esté 
perdido, por cuanto, conscientes de 
los graves perjuicios que esta situación 
tendrá para los justiciables (que debe-
rán seguir pagando intereses al “tipo 
mínimo” de la cláusula suelo mien-
tras el procedimiento se encuentre 
suspendido), en el propio Acuerdo 
los magistrados parecen invitar a 
los afectados a formular “bajo su 
responsabilidad” una solicitud de 
medidas cautelares de tipo anti-
cipatorio (detallando incluso la mo-
tivación que habrá que darse a tal fin), 
para paliar así el desastre derivado 
del bloqueo judicial provocado por la 
demanda de ADICAE y por el exage-
rado alcance que se ha dado a la ins-
titución de la litispendencia en estos 
casos. Medidas cautelares de tipo an-
ticipatorio que, si bien casan mal con 
la nota de instrumentalidad que debe 
concurrir en toda medida cautelar, en 
general están teniendo buena acogida 
en nuestra jurisprudencia. n
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La cláusula penal es un mecanismo compulsivo derivado de una relación obligatoria constituida por 
una prestación de dar, hacer o no hacer, que el deudor se obliga a ejecutar en el supuesto de incumpli-
miento total o de cumplimiento parcial, tardío o defectuoso de la obligación principal.
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Funciones de la cláusula 
penal

Las funciones que básicamente 
cumple la cláusula penal son:

Función resarcitoria. Implica 
una liquidación pactada por anticipa-

do de los daños y perjuicios que el in-
cumplimiento pudiera causar al acree-
dor. Es una liquidación a tanto alzado, 
pues no se sabe anticipadamente el 
daño real.

Función compulsiva. Se induce 
al deudor a cumplir con la prestación 

principal. Por medio de la penalidad 
(sobre todo si es un importe elevado), 
se presiona a la voluntad del deudor, 
inclinándola hacia el cumplimiento de 
la prestación principal.

Función resolutoria. Finalmen-
te, y aunque con opiniones autorizadas 
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en contra, la penalidad también cum-
ple una función resolutoria, por cuan-
to al solicitar su pago, en los casos 
de incumplimiento total, se disuelve 
la obligación principal, reclamando 
la indemnización ya cuantificada. La 
pena sustituye así a la obligación prin-
cipal incumplida por el deudor.

En los diferentes sistemas jurídi-
cos suele privilegiarse una de estas 
funciones en detrimento de las otras, 
de modo que la posibilidad de modifi-
car el monto de la pena dependerá de 
la función a la que se otorgue mayor 
relevancia.

Sistemas legislativos que 
regulan la modificación de 
la cláusula penal

Sistema de inmutabilidad absoluta

Este sistema se remonta al derecho 
romano en que la pena quedaba libra-
da exclusivamente a la libertad de las 
partes, sin facultar para modificarla, 
aunque fuese excesiva. Entre los fun-
damentos de este sistema:

–– Evitar en el futuro toda discu-
sión sobre la existencia de los 
daños y su monto.

–– El respeto de la voluntad de las 
partes libremente expresada en 
el momento de pactar la pena-
lidad, conforme al principio de 
libertad contractual.

El artículo 1.154 del Código Ci-
vil limita la posibilidad de modificar 
la pena a los supuestos de incum-
plimiento parcial o irregular, care-
ciendo de facultad de reducirla 
o aumentarla en los casos de in-
cumplimiento total: “Art. 1.154. 
El juez modificará equitativamente la 
pena cuando la obligación principal 
hubiera sido en parte o irregularmente 

cumplida por el deudor”.

Sistema de inmutabilidad relativa

Este sistema posibilita modifi-
car el monto de la penalidad, 
pero sólo para reducirla, negando 
la posibilidad de incrementarla. Si la 
penalidad resultase insuficiente, la 
posibilidad de incrementar su cuantía 
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“En los contratos de arrendamiento, el 
origen legal de la cláusula penal es poder 
regular las consecuencias en caso de 
incumplimiento por el arrendatario de 
su obligación de respetar la duración del 
contrato”
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sólo será factible siempre que se haya 
pactado el daño ulterior. 

Este sistema pretende neutralizar 
los vicios en que se incurre en el sis-
tema de inmutabilidad absoluta, que 
podría propiciar los abusos por parte 
del acreedor. Así, el acreedor ya no 
tiene incentivos para, abusando de su 
posición dominante, imponer al deu-
dor penalidades exorbitantes, habida 
cuenta que, de ser el caso, éstas po-
drán ser reducidas por el juez de ma-
nera sustancial.

Alguna doctrina critica lo suma-
mente inequitativo de otorgar esta 
protección solamente al deudor, 
dejando desprotegido al acreedor en 
los supuestos en que, abusando de su 
posición dominante en las negocia-
ciones, el deudor pacte penalidades 
irrisorias para limitar su responsabili-
dad. Adicionalmente, a este sistema 
se atribuye la desnaturalización de la 
cláusula penal, al tener que entrar a 
probar los daños.

Sistema de mutabilidad absoluta

La mutabilidad absoluta permite 
tanto la disminución como el au-
mento del monto de la cláusula 
penal, en los casos en que ésta fuera 
manifiestamente elevada, así como si 
la misma fuese irrisoria respecto del 
monto de los daños, respectivamente.

Con ello se pretende salvar la in-
coherencia del sistema de inmutabi-
lidad relativa, que faculta reducir el 
monto pero no aumentarlo, dando un 
trato igualitario debe darse en ambos 
sentidos y, por ende, debe otorgarse 
a ambos la posibilidad de modificar 
el monto de la penalidad, ya sea para 
aumentarla o para reducirla. No obs-
tante, persiste la desnaturalización de 
la cláusula penal por la posibilidad de 
modificar su monto.

La supresión de la pena

Esta doctrina fue postulada por D. 
Angel Ossorio, autor del Anteproyecto 
del Código Civil Boliviano, que indi-
caba que la cláusula penal, si no hay 
daños y perjuicios, no será exigible. Si 
la pena sirve para sustituir la indem-
nización de daños y perjuicios, sólo 
será aplicable cuando éstos verdadera-
mente existan. Cabe señalar que esta 
doctrina no ha tenido mayor acogida 
en la legislación de los diversos orde-
namientos jurídicos sobre la materia.

Conforme a lo anterior, el sistema 
adoptado por nuestro Código Civil 
es mixto, de inmutabilidad absolu-
ta para los incumplimientos totales 
y de inmutabilidad relativa para los 
incumplimientos parciales o irre-
gulares, donde se permite la reduc-
ción de la cláusula penal a criterio de 
juez, pero no autoriza su incremento.

Cláusula penal en 
los contratos de 
arrendamiento

En relación con los contratos de 
arrendamiento, el origen legal de la 
cláusula penal es poder regular las 
consecuencias en caso de incum-
plimiento por el arrendatario de 
su obligación de respetar la du-
ración del contrato, ya sea por el 
abandono o desalojo del inmueble, 
o alegando un supuesto derecho de 
desistimiento, denuncia, terminación 
o por una mera manifestación de su 
decisión de dejar el contrato inefi-
caz, y se regulaba en el artículo 56 
del Texto Refundido de la Ley de 
Arrendamientos Urbanos de 1964 
(«LAU 1964»), aprobado por Decreto 
4104/1964, de 24 de diciembre, que 
reconocía a favor del arrendador el 
derecho a ser indemnizado con una 
cantidad equivalente a la renta que 
correspondiera al plazo del contrato 
que quedara por cumplir.

En cambio, la Ley 29/1994, de 24 

de noviembre de Arrendamientos 
Urbanos («LAU 1994») no contie-
ne una regulación expresa sobre 
la cuestión para los arrendamien-
tos distintos de vivienda (locales), 
de modo que ha de ser resuelta por 
las propias cláusulas del contrato de 
arrendamiento y el Código Civil, de 
modo que, en la práctica, se ha op-
tado por estipular convencional-
mente la misma indemnización 
prevista por el derogado artículo 
56 LAU 1964, o bien el regulado 
para el uso de vivienda. Sí existe en 
cambio una regulación expresa de una 
indemnización (pena legal) en caso de 
desistimiento transcurrido un tiempo 
para los arrendamientos de vivienda 
(art. 11 LAU 1994).

La cuestión principal que se plan-
tea bajo la LAU 1994 es la relativa a 
si el arrendador del local u oficina solo 
debe ser indemnizado por las rentas 
dejadas de percibir durante el 
tiempo que el inmueble permane-
ció desocupado o si, por el contrario, 
el arrendador puede reclamar, como 
indemnización por el incumplimien-
to del arrendatario que no respetó el 
plazo estipulado en el arrendamiento, 
la totalidad de las rentas que se ha-
brían teóricamente devengado desde 
la fecha del desistimiento hasta la 
fecha de finalización pactada.

La interpretación realizada por la 
jurisprudencia no ha sido uniforme. 
En ocasiones la jurisprudencia seguía 
un criterio de estricta literalidad y, 
en otras, para evitar la desproporción 
que se podría derivar de la aplicación 
rigurosa del precepto, y el consiguien-
te, a juicio de dicha doctrina, enrique-
cimiento injusto, se inclinaba por con-
siderar aplicable una moderación. 
Dicho principio de enriquecimiento 
injusto trataría de evitar situaciones 
desproporcionadas e injustas que se 
podrían producir en caso de que el in-
mueble se hubiera arrendado de nue-
vo a un tercero en condiciones equiva-
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•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 10 de diciembre de 2013, núm. 779/2013, Nº Rec. 2237/2011 (Marginal: 2455337)

•	 Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona de fecha 22 de noviembre de 2005, (Marginal: 254163)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 15 de junio de 1993, núm. 593/1993, Nº Rec. 2231/1990 (Marginal: 2470009)

•	 Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de fecha 28 de marzo de 2000, (Marginal: 2470010)

•	 Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de fecha 13 de enero de 2001, (Marginal: 2470011)

•	 Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de fecha 11 de abril de 2012, (Marginal: 2469993)

•	 Sentencia de la Audiencia Provincial de Murcia de fecha 29 de noviembre de 2005, (Marginal: 293466)

•	 Sentencia de la Audiencia Provincial de Castellón de fecha 11 de julio de 2005, (Marginal: 238203)
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•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 20 octubre de 1988, (Marginal: 2469999)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 2 noviembre de 1994, Nº Rec. 2581/1991 (Marginal: 2470000)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 9 octubre de 2000, núm. 892/2000, Nº Rec. 3041/1995 (Marginal: 2470001)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 28 junio de 1995, Nº Rec. 1148/1992 (Marginal: 221781)
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•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 28 septiembre de 2006

lentes, solapándose con dicho plazo ya 
indemnizado.

En principio, el juez cuenta con tal 
facultad moderadora al amparo de los 
artículos 1.103 y 1.154 del Có-
digo Civil, pero ello no significa que 
deba aplicarla de forma obligatoria, 
máxime cuando tal moderación va en 
contra de un pacto claro y expreso, li-
bremente pactado conforme a la LAU 
1994. El juzgador debe ejercer esa 
facultad, pues, según el caso con-
creto.

Diversas sentencias han manteni-
do como criterio para fijar el importe 
a indemnizar, el tiempo que “razo-
nablemente” se necesitará para 
arrendar de nuevo el inmueble 
en similares condiciones: así, p.ej., 
Sentencia de la Audiencia Provincial 
de Guipúzcoa (sección 3.ª) de 1 de 
junio de 2002. Asimismo, se aprecia, 
«inexistencia de circunstancias que 
permitan prever una especial dificul-
tad para encontrar un nuevo arren-
datario que abone una renta similar o 
superior», como razón para moderar 
la indemnización, y afirmando que «el 
arrendador no ha llevado a cabo acti-

vidad alguna tendente a concertar un 
nuevo arriendo» (STS de 18 marzo 
2010, núm.186/2010).

Por su parte, la STS de 23 de di-
ciembre de 2009, interpretando ya la 
LAU 1994, proclama la prevalencia 
del principio de autonomía de vo-
luntad de las partes en la regulación 
del arrendamiento y el respeto a lo 
pactado, en la medida en que el con-
trato objetive la indemnización.

La sentencia de la Audiencia Pro-
vincial  de Madrid de 4 de febrero de 
2005 obliga al arrendatario a abonar los 
tres meses de contrato que quedaban 
por cumplir, y la Audiencia Provincial 
de Palencia de 23 de noviembre de 
1998 condena a la indemnización pac-
tada hasta la finalización del arrenda-
miento. En un supuesto de cláusula 
de indemnización pactada por 
desistimiento, las sentencias de la 
Audiencia Provincial de Alicante de 3 
de febrero de 1999 y de la Audiencia 
Provincial de Barcelona de 29 de febre-
ro de 2000, otorgan validez en un con-
trato de 5 años a la cláusula pactada de 
indemnización de un mes por año del 
contrato que quede por cumplir.

Es verdaderamente factible la 
cláusula indemnizatoria de un mes 
por año de contrato que quede 
por cumplir, en caso de desistimien-
to anticipado del arrendatario (cfr. 
SAP de Baleares de 13 de febrero de 
2013).

Por el contrario, la STS de 18 de 
marzo de 2010 establece que:  “(…)
para evitar una notoria desproporción 
y un enriquecimiento injusto por parte 
del arrendador, la jurisprudencia de esta 
Sala ha considerado necesario una pru-
dente moderación (SSTS de 3 de febre-
ro de 2006, 5 de julio de 2006 y 12 de 
junio de 2008), y ha venido a establecer 
los elementos a tener en cuenta para 
esta posible moderación, que pasan por 
valorar las expectativas legítimas 
del arrendador, que no deben quedar 
frustradas, y del arrendatario, que no 
debe ser gravado con una consecuencia 
económica desproporcionada a causa de 
la resolución anticipada del contrato.”ç

Las STS de 27 de septiembre y de 
10 de diciembre de 2013 coinciden 
en sostener que: “(La penal) se trata 
de una cláusula admisible y lícita 
conforme al art. 4.3 de la Ley de Arren-
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“El Supremo considera necesaria una 
prudente moderación, valorando las 
expectativas legítimas del arrendador, 
que no deben quedar frustradas, y del 
arrendatario, que no debe ser gravado 
con una consecuencia económica 
desproporcionada a causa de la resolución 
anticipada del contrato”

damientos Urbanos y 1.255 del Código 
Civil, y que incluso puede pactarse, 
en términos prácticamente coin-
cidentes, para los arrendamientos 
de vivienda (art. 11 de la Ley de 
Arrendamientos Urbanos (…).”

La sentencia de la Audiencia Pro-
vincial de Barcelona de 22 de noviem-
bre de 2005, considera que en caso 
de desistimiento unilateral sólo cabe 
exigir la indemnización por los per-
juicios efectivamente causados: (…) 
caso de desistimiento unilateral solo 
puede exigirse la indemnización de los 
perjuicios realmente derivados 
del incumplimiento del plazo con 
fundamento en el art. 27.1 LAU 94 en 
relación con el art. 1.124 Cc (analó-
gicamente la jurisprudencia referida a 
la aplicación del art. 56 TRLAU 64 a 
contratos posteriores a mayo de 1985, 
así la STS. 15.6.1993, es decir indem-
nización por el tiempo en que el 
objeto del contrato permaneció 
sin ser -sin poder ser- nuevamente 
arrendado, pues en otro caso, podría 
existir un enriquecimiento injusto); 
pero claro, tales daños y perjuicios de-

ben ser acreditados por quien reclama 
su indemnización.”

En este mismo sentido de ponde-
ración de los daños y perjuicios 
efectivamente causados se pronun-
cian las sentencias de la Audiencia 
Provincial de Madrid de 28 de marzo 
de 2000, 13 de enero de 2001 y 11 de 
abril de 2012, de la Audiencia Provin-
cial de Murcia de 29 de noviembre de 
2005, de la Audiencia Provincial de 

Castellón de 11 de julio de 2005, de 
la Audiencia Provincial de Santa Cruz 
de Tenerife de 1 de febrero de 2002, 
de la Audiencia Provincial de Ponteve-
dra de 3 de octubre de 2001, de la Au-
diencia Provincial de Cantabria de 13 
de febrero de 2001, de la Audiencia 
Provincial de Badajoz de 25 de enero 
de 2001.

Conforme a la STS de 7 Febrero 
de 2002: el artículo 1.154 del Código 
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Civil prevé la moderación con carácter 
imperativo (SSTS 6 octubre 1976, 20 
octubre 1988, 2 noviembre 1994 y 9 
octubre 2000 para el caso de cumpli-
miento parcial o irregular, por lo 
que no es aplicable cuando se da un 
incumplimiento total (SS. 28 junio 
1995 y 30 marzo 1999), o cuando se 
trata de un retraso en el supuesto de 
cláusula penal moratoria (STS 29 no-
viembre 1997).

La demora se asimila, pues, al 

incumplimiento total y, por ende, 
no cabe aplicarle la moderación 
del artículo 1.154 del Código Ci-
vil.

Por ello es relevante cómo se re-
dacte la cláusula penal en casos 
de demora. La demora debe estar 
específicamente contemplada, se-
parada formalmente del caso de 
incumplimiento total, en un pá-
rrafo aparte, para que no quepa 
moderación judicial. De lo contra-

rio, nos arriesgamos a que pase lo si-
guiente (STS 28 Sept 2006):

“es razonable la interpretación con-
forme a la cual la indemnización previs-
ta en el pacto decimoprimero del con-
trato como cláusula penal se reserva a 
los supuestos de incumplimiento de las 
obligaciones del contrato con potencial 
resolutorio, y no a los casos de retraso 
en la obligación de entrega de la cosa 
vendida” n

Cláusulas penales para el caso de incumplimiento o desistimiento contractual para locales o 
usos distinto de vivienda

“Expresamente se pacta un periodo mínimo de validez del contrato de seis meses (U OTRO). El incumplimiento 
de dicho plazo por el arrendatario dará lugar a una indemnización dineraria equivalente al periodo de renta que 
falte por cumplir para llegar al periodo mínimo pactado. Pasado el periodo mínimo, el arrendatario podrá desistir en 
todo momento del contrato siempre que realice un preaviso con treinta días (U OTRO) de antelación. Realizado el 
preaviso con la antelación pactada, queda convenido el pago por el arrendatario que desiste de una indemnización, 
en concepto de perjuicios para el propietario, equivalente a un mes de renta por cada año de contrato que reste por 
cumplir. Los períodos de tiempo inferiores al año darán lugar a la parte proporcional de la indemnización. En el 
caso de que no se hubiese realizado dicho preaviso en el tiempo convenido, la indemnización a pagar al arrendador 
se verá incrementada en la cantidad equivalente a un mes de renta.”

Otra alternativa, análoga al art. 56 LAU 1964, que dará casi seguramente lugar a una indemnización final a 
determinar (moderar) por los tribunales:

“El incumplimiento del plazo de duración del contrato por el arrendatario dará lugar a una indemnización 
dineraria equivalente a las mensualidades de renta que falten por cumplir para llegar al periodo total pactado”

Cláusula penal para demoras en la puesta a disposición del local o vivienda objeto de obras 
previas a la entrega por parte del arrendador

“Pactándose el plazo de entrega fijado como un elemento esencial del presente contrato, se acuerda una pena-
lidad de una mensualidad de renta por cada mes de demora en la entrega de la posesión y puesta a disposición del 
inmueble objeto de las obras ejecutadas por el arrendador, sin perjuicio de acordarse la suspensión de la obligación 
de abono de la renta mientras que el inmueble no sea efectivamente entregado al arrendatario. Los períodos de 
tiempo inferiores al mes darán lugar a la parte proporcional de la indemnización”.
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Conclusiones

•	 El sistema adoptado por nuestro Código Civil es mixto, de inmutabilidad absoluta para los incumplimientos to-
tales y de inmutabilidad relativa para los incumplimientos parciales o irregulares, donde se permite la reducción 
de la cláusula penal a criterio de juez, pero no autoriza su incremento

•	 En principio, el juez cuenta con una facultad moderadora al amparo de los artículos 1.103 y 1.154 del Código 
Civil, pero ello no significa que deba aplicarla de forma obligatoria, máxime cuando tal moderación va en contra 
de un pacto claro y expreso, libremente pactado conforme a la LAU 1994. El juzgador debe ejercer esa facultad, 
pues, según el caso concreto

•	 El Tribunal Supremo, para evitar una notoria desproporción y un enriquecimiento injusto por parte del arren-
dador, ha considerado necesario una prudente moderación, y ha venido a establecer los elementos a tener en 
cuenta para esta posible moderación, que pasan por valorar las expectativas legítimas del arrendador, que no 
deben quedar frustradas, y del arrendatario, que no debe ser gravado con una consecuencia económica despro-
porcionada a causa de la resolución anticipada del contrato
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Cláusula penal para demoras en la entrega de la posesión del local o vivienda tras la termina-
ción del contrato

“Se pacta una penalidad de 30 euros diarios (U OTRA) para el caso de demora por cualquier causa en la entrega 
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El derecho a la información versus derecho 
al honor, intimidad y propia imagen. Especial 
referencia a las grabaciones con cámara 
oculta

Felipe de Pando Pettenghi. Socio de Brenes Abogados SLP
Ana María Gutiérrez Jiménez. Socia de Brenes Abogados SLP

Antes de comenzar queremos destacar la importancia de los derechos fundamentales objeto de estudio 
en este artículo, que constituyen derechos básicos para el correcto funcionamiento de un estado demo-
crático, y son pilares sobre los que recae la convivencia en sociedad. 

La colisión entre las libertades informativas y los derechos de la personalidad ha sido objeto de amplio 
debate, sobre todo, desde la incorporación de estos derechos en la actual Constitución Española, exis-
tiendo abundante literatura doctrinal y jurisprudencial.

SUMARIO

1.	 Introducción
2.	 Las libertades informativas: el derecho a la información y la libertad de expresión
3.	 Los derechos de la personalidad: el derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen
4.	 Conflicto entre el derecho a la información y los derechos de la personalidad
5.	 Especial referencia a las grabaciones con cámara oculta y su desarrollo jurisprudencial

Introducción

Nos encontramos en un momento 
en el que los derechos al honor, a la 
intimidad y a la propia imagen están 
siendo vulnerados frecuentemente 
debido, en gran parte, a la variedad 
de agentes externos que los atacan; 
es cierto que nunca como hasta ahora 
se ha debatido tanto en torno a la de-
fensa de estos derechos, sobre todo a 

partir de la adquisición de una gran 
cuota de poder por parte de los 
medios de comunicación y la mer-
cantilización de los mencionados 
derechos.

El objeto del presente artículo es 
ofrecer una aproximación a la situa-
ción actual del conflicto entre los ci-
tados derechos con especial énfasis en 
relación con la utilización de las gra-

baciones con cámara oculta que 
han proliferado en los últimos años en 
el periodismo de investigación.

Para lograr este objetivo es necesa-
rio, en un primer momento, definir y 
limitar someramente los derechos en 
cuestión, para posteriormente analizar 
el conflicto que puede surgir entre los 
mismos.
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Delimitado este asunto, estaremos 
en condiciones de profundizar en el 
análisis de la ponderación de los cita-
dos derechos, para lo cual acudiremos 
a las sentencias más recientes del Tri-
bunal Supremo y del Tribunal Consti-
tucional sobre esta materia.

En resumen, la pregunta es cuál 
de estos derechos fundamentales 
amparados en la Constitución debe 
prevalecer en los supuestos en los que 
se utiliza una grabación con cámara 
oculta.

Las libertades 
informativas: el derecho 
a la información y la 
libertad de expresión

El derecho a la información ha te-
nido una importante presencia a lo 
largo de la historia del constituciona-
lismo español, con un alcance que ha 
dependido del contexto social en el 
que se promulgaron las distintas Nor-
mas Supremas, liberal (como respon-
sable de formar la opinión pública), o 
absolutista (como apoyo al poder).

El artículo 20 de la Consti-
tución diferencia entre la libertad 
de expresión y el derecho a la infor-
mación, rompiendo con la tradición 
constitucional patria. A este artículo, 
al encontrarse en la Sección I del Ca-
pítulo II del Título I, le es de aplica-

ción lo dispuesto en relación con las 
garantías de los derechos funda-
mentales.

El apartado 1.a de este precep-
to consagra la libertad de expresión 
cuando reconoce y protege los dere-

chos “a expresar y difundir libremente 
los pensamientos, ideas y opiniones me-
diante la palabra, el escrito o cualquier 
otro medio de reproducción”.

Mientras que el apartado d. es el 
que establece el derecho a la informa-

LEGISLACIÓN
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•	 Constitución Española, 1978. (Normas básicas. Marginal: 1) 

•	 Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, sobre protección civil del dere-
cho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. 
(Normas básicas. Marginal: 5550)

•	 Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades 
Fundamentales. (Legislación Básica. Marginal: 6925101)

“El Supremo admite que el uso de 
la cámara oculta puede ser legítimo 
cuando lo justifique el interés público 
en el conocimiento de los hechos, y 
proporcionado para que la lesión de los 
derechos fundamentales sea la menor 
posible”
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ción, en concreto a “comunicar o re-
cibir libremente información veraz por 
cualquier medio de difusión” y el apar-
tado 4 sus límites “el respeto a los de-
rechos reconocidos en este Título, en los 
preceptos de las leyes que lo desarrollan 
y, especialmente, en el derecho al honor, 
a la intimidad, a la propia imagen y a la 
protección de la juventud e infancia”.

El Tribunal Constitucional ha 
definido y diferenciado el derecho 
a la información y la libertad de 
expresión de forma precisa en in-
numerables sentencias, en concre-
to, nos referimos por su importancia a 
la Sentencia de fecha 21 de enero de 
1988 donde se fijó sus objetos:

•	“La libertad de expresión tiene 
por objeto pensamientos, ideas y 
opiniones, concepto amplio den-
tro del que deben incluirse tam-
bién las creencias y los juicios de 
valor”.

•	“El derechos a comunicar y 
recibir libremente información 
versa, en cambio, sobre hechos 
o, tal vez más restringidamente, 
sobre aquéllos hechos que pue-
dan considerarse noticiables.”

Los derechos de la 
personalidad: el derecho al 
honor, a la intimidad y a la 
propia imagen

Podemos afirmar que los dere-

chos de la personalidad -que tra-
dicionalmente se han considerado 
como derechos innatos a la persona, 
intrasmisibles, irrenunciables e im-
prescriptibles- tras su incorporación 
a la Constitución se configuran como 
principios básicos, y umbral de 
los derechos y libertades funda-
mentales. 

Estos derechos se recogen en la 
Constitución desde una doble vertiente:

• La del artículo 18.1 que esta-
blece una vertiente positiva 
en la que se reconoce expresa-
mente el derecho al honor, a la 
intimidad y a la propia imagen, 
además de garantizarlos y pro-
tegerlos.

• La del artículo 20 que con-
tiene el carácter negativo y 
donde se disponen los lími-
tes a los mismos, la libertad 
de expresión y el derecho a la 
información.

Los derechos al honor, a la intimi-
dad y a la propia imagen son conceptos 
jurídicos que, aunque constituyen una 
manifestación directa de la dignidad 
de las personas también dependen 
en su concreción de las normas, 
valores e ideas sociales vigentes 
en cada momento, por lo que son 
conceptos jurídicos indeterminados 
que se pueden reducir, en su última 
instancia, a la dignidad y al libre desa-
rrollo de la personalidad.

Por ello, más que definir los de-
rechos, entendemos más relevante 
determinar cuándo se entiende que 
se han vulnerado, y para ello hay que 
acudir al artículo 7 de la Ley Orgáni-
ca 1/1982, de 5 de mayo, sobre pro-
tección civil del derecho al honor, a 
la intimidad personal y familiar y a la 
propia imagen, donde se detalla qué 
actuaciones se consideran como 
intromisiones ilegítimas. Sólo 
transcribiremos los apartados en los 
que se contempla el uso de grabacio-
nes audiovisuales.

“7.1. El emplazamiento en cualquier 
lugar de aparatos de escucha, de filma-
ción, de dispositivos ópticos o de cual-
quier otro medio apto para grabar o re-
producir la vida íntima de las personas.”

“7.2. La utilización de aparatos de 
escucha, dispositivos ópticos, o de cual-
quier otro medio para el conocimiento 
de la vida íntima de las personas o de 
manifestaciones o cartas privadas no 
destinadas a quien haga uso de tales 
medios, así como su grabación, registro 
o reproducción.”

“7.5. La captación, reproducción o 
publicación por fotografía, filme o cual-
quier otro procedimiento, de la imagen 
de una persona en lugares o momentos 
de su vida privada o fuera de ellos, salvo 
los casos previstos en el artículo 8.2.”

Conflicto entre el 
derecho a la información 
y los derechos de la 
personalidad

El conflicto entre el derecho a la 
información y los de la personalidad 
es uno de los más importantes de la 
sociedad actual, donde se intenta 
armonizar el interés público de la 
información por un lado, con el pri-
vado del honor, intimidad y propia 
imagen por otro.

“El Constitucional considera que lo que 
está prohibido es la utilización del método 
mismo, la cámara oculta, sin dar cabida a 
ponderaciones derivadas de la relevancia 
informativa de la investigación”
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•	 Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 16 de ene-
ro de 2014 (Tiebefreier c. Alemania)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 29 de abril de 2014, núm. 
225/2014, Nº Rec. 2357/2011, (Marginal: 2466904)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 28 de octubre de 2013, 
núm. 793/2013, Nº Rec. 424/2013, (Marginal: 2441721)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 13 de marzo de 2013, 
núm. 298/2013, Nº Rec. 1298/2012, (Marginal: 2424698)

•	 Sentencia del Tribunal Constitucional de 30 de enero de 2012, núm. 
12/2012

•	 Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 18 de ene-
ro de 2011 (MGN Limited c. Reino Unido)

•	 Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 10 de 
mayo de 2011 (MosLey c. Reino Unido)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 18 de marzo de 2011, 
núm. 179/2011, Nº Rec. 703/2008, (Marginal: 2266843)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 6 de junio de 2011, núm. 
378/2011, Nº Rec. 743/2009, (Marginal: 2314398)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 15 de junio de 2011, núm. 
470/2011, Nº Rec. 333/2009, (Marginal: 2301930)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 25 de marzo de 2010, 
núm. 201/2010, Nº Rec. 420/2007, (Marginal: 2167476)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 20 de mayo de 2010, 
núm. 336/2010, Nº Rec. 1303/2007, (Marginal: 1959003)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 16 de enero de 2009, 
núm. 1233/2009, Nº Rec. 1171/2002, (Marginal: 314013)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 30 de junio de 2009, núm. 
536/2009, Nº Rec. 1620/2006, (Marginal: 330501)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 7 de julio de 2009, núm. 
522/2009, Nº Rec. 1992/2005, (Marginal: 330428)

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 6 de julio de 2009, núm. 
506/2009, Nº Rec. 1801/2005, (Marginal: 330427)

•	 Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 23 de sep-
tiembre de 1994 (Jersild c. Dinamarca)

Ambos derechos están reconocidos 
expresamente por la Constitución (ar-
tículos 18 y 20.1.d) y poseen el rango 
de fundamental, por lo que en princi-
pio, ninguno debería prevalecer sobre 
el otro; sin embargo, ya en el párrafo 
cuarto del propio artículo 20, se es-
tablece como límite del derecho 
a la información el honor, la inti-
midad y la propia imagen.

Por otro lado, en los artículos 2 y 8 
de la LO 1/1982 se establecen otros 
límites de los derechos de la per-
sonalidad en los que se permite la 
intromisión en los mismos:

• Por las leyes y los usos socia-
les atendiendo al ámbito que, 
por sus propios actos, manten-
ga cada persona para sí misma 
o su familia.

•	Por estar expresamente auto-
rizada por la Ley.

•	Por disponer del consenti-
miento expreso del titular del 
derecho.

•	Por estar autorizadas o acor-
dadas por la Autoridad compe-
tente de acuerdo con la Ley.

•	Porque predomine un interés 
histórico, científico o cultural 
relevante.

Más allá de estos supuestos, hay 
que destacar que para que el derecho 
a la información prevalezca sobre los 
derechos de la personalidad es nece-
sario que concurran en la información 
los siguientes requisitos: veracidad, 
interés general y proporcionalidad.

Especial referencia a las 
grabaciones con cámara 
oculta y su desarrollo 
jurisprudencial
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El empleo de la cámara oculta se 
basa, de un lado, en un ardid o engaño 
del periodista, que finge una identidad 
apropiada según el contexto para ob-
tener la información y, de otro, en que 

las personas cuya actuación es 
grabada lo desconocen.

La jurisprudencia1, que adecuada-
mente sintetiza la reciente Sentencia 

del Tribunal Supremo 225/2014, 
de 29 de abril, viene a señalar a este 
respecto que, con carácter general, 
este tipo de captaciones no pue-
den ser calificadas de reportaje 
neutral, por ser el propio medio 
el que provoca la noticia, como 
acontece con el llamado periodismo 
de investigación. Las personas obje-
to de la grabación “se comportan con 
una naturalidad que en otro caso no 
tendrían”. En estos casos hay por 
definición intromisión en los de-
rechos fundamentales a la intimi-
dad y a la propia imagen porque 
se priva al sujeto afectado de su 
derecho a decidir: “la autorización 
al periodista para entrar en el lugar de 
trabajo del sujeto afectado no puede ser 
interpretada como consentimiento a la 
grabación y menos aún a la difusión de 
lo grabado”, puesto que “no cabe hablar 
de aceptación cuando quien habría de 
prestarla desconoce aquello sobre lo que 
tendría que consentir”. No obstante la 
existencia de la intromisión, el Tribu-
nal Supremo viene manteniendo 
la necesidad del juicio de pon-
deración, pues: “se admite que el uso 
de la cámara oculta pueda ser legítimo 
cuando lo justifique el interés público 
en el conocimiento de los hechos y ese 
medio sea imprescindible para obtener 
la información y, además, proporcio-
nado para que la lesión de los derechos 
fundamentales sea la menor posible”.

La citada Sentencia glosa también 
la doctrina del Tribunal Constitu-
cional2 que, por su parte, destaca “la 
especial capacidad intrusiva del medio 
específico utilizado para obtener y dejar 
registradas las imágenes y la voz de una 
persona”3. Recordemos, sin embargo, 

“La Sala Segunda del Supremo ha 
considerado que el acto vulnerador de 
derechos fundamentales en los reportajes 
periodísticos con cámara oculta no se 
produce en el momento de la captación de 
las imágenes, sino en su difusión pública”

      	1  SSTS 1233/2009 de 16 de enero  –consulta de la esteticista y naturista-; 536/2009 de 30 de junio –consulta de parasicología-; 522/2009 de 7 
de julio -centros geriátricos-; 506/2009 de 6 de julio –militancia en partido minoritario-; 201/2010 de 25 de marzo –contrataciones futbolísticas-; 
336/2010 de 20 de mayo –clínica de estética-; 179/2011 de 18 de marzo –montajes periodísticos-; 378/2011 de 6 de junio –turismo sexual en 
el Caribe-; 470/2011 de 15 de junio -certamen de belleza- y STS 225/2014 de 29 de abril –reportaje titulado “El crimen más oculto de ETA (2ª 
parte)”-.													           
2  Contenida principalmente en SSTC 12/2012, de 30 de enero  –consulta del esteticista- y 74/2012 –consulta de parasicología-. 		
3  Con cita de SSTEDH de 23 de septiembre de 1994 (Jersild c. Dinamarca); 18 de enero de 2001 (MGN Limited c. Reino Unido); y de 10 de 
mayo de 2011 (MosLey c. Reino Unido).										        
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que nuestro más alto Tribunal opta 
en estos supuestos en todo caso 
por la ilicitud de la intromisión 
“no sólo porque el método utilizado para 
obtener la captación intrusiva –la lla-
mada cámara oculta– en absoluto fuese 
necesario ni adecuado para el objetivo 

de la averiguación de la actividad de-
sarrollada, para lo que hubiera bastado 
con realizar entrevistas a sus clientes, 
sino, sobre todo, y en todo caso, por-
que, tuviese o no relevancia pública 
lo investigado por el periodista, lo que 
está constitucionalmente prohi-

bido es justamente la utilización 
del método mismo (cámara ocul-
ta)”. Por tanto, lo que se proscribe es 
el método mismo, sin dar cabida a 
ponderaciones derivadas de la re-
levancia informativa de la investi-
gación.
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Por contraste, la citada Sentencia 
del Tribunal Supremo no destierra 
definitivamente el método indicado, 
pues señala “la jurisprudencia de esta 
Sala, más que la doctrina del Tribunal 
Constitucional, permite entender que 
el procedimiento de la cámara oculta 
puede no ser ilegítimo si resulta propor-
cionado al interés público de los hechos 
registrados (STS 16-1-2009, FJ 3º, pá-
rrafo último), pues no cabe descartar 
que mediante el mismo se descubran 
casos de corrupción política o econó-
mica al más alto nivel que deban ser 
conocidos y transmitidos a la opinión 
pública con la contundencia inherente 
a la grabación de la imagen y la voz”.

Conviene advertir que la Sala 2ª 
del Tribunal Supremo4 ha conside-
rado que el acto vulnerador de 
derechos fundamentales en los 

reportajes periodísticos con cá-
mara oculta no se produce en el 
momento de la captación de las imá-
genes, sino en su difusión pública. 
Admite por ello la posibilidad de que, 
en ciertos supuestos, el material así 
captado, a pesar de haberlo sido en 
un espacio cerrado, pueda llegar a ser 
utilizado como prueba en un procedi-
miento penal; e incluso la testifical del 
periodista participante en el reportaje, 
del que se descarta que pueda ser cali-
ficado como agente provocador.

La citada decisión se reseña tam-
bién en la reciente Sentencia del Tri-
bunal, Sentencia 45/2014, de 7 febre-
ro, que, compilando otras5, refrenda la 
doctrina jurisprudencial atinente a la 
validez de las grabaciones entre 
particulares de conversaciones 
propias (no de terceros), incluso 

sin conocimiento de una de las 
partes, como medio de prueba de la 
autoría del hecho que se va a come-
ter o que se está cometiendo, por no 
vulnerar el secreto de las comunica-
ciones (18.3 CE), ni ser invocable en 
tales supuestos el derecho a no decla-
rar contra sí mismo ni a no declararse 
culpable (24.2 CE)6.

También en 2014, el TEDH7 ha 
declarado la ausencia de violación del 
art. 10 del Convenio en la adopción 
de medida cautelar prohibiendo la di-
vulgación de un reportaje periodístico 
con cámara oculta. Si bien, no tan-
to por el abuso en la grabación, sino 
por las acusaciones improbadas que 
contenía la cinta, que no respetaban 
“las normas del combate intelectual de 
ideas”.  n

      	4  STS 793/2013 de 28 de octubre –cámara oculta en clínicas abortivas-.								     
5  STS 298/2013, 13 de marzo, que a su vez cita la STC 114/1984, de 29 de noviembre, entre otras muchas. 				  
6   La citada sentencia 45/2014 de 7 febrero matiza que, en el caso de grabación de confesión de autoría de un hecho ya perpetrado, sí podría 
haber puntos de fricción con el derecho a no confesarse culpable.								      
7   STEDH 16 de enero de 2014, caso Tierbefreier contra Alemania. El periodista firma un contrato de trabajo en una empresa autorizada a realizar 
experimentos con animales, produciéndose varias películas. En una de ellas se acusaba a la empresa de ignorar la normativa legal. El TEDH con-
sidera que la medida cautelar que prohibía la divulgación de esta grabación en la página web de una asociación no vulnera el art. 10 del Convenio 
para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales.
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Conclusiones

•	 La legislación actual no se ajusta a la situación real que se presenta hoy en día en relación con la colisión de 
los derechos fundamentales analizados; de esta manera la LO 1/1982 presenta deficiencias que no ayudan a 
resolver los conflictos entre los artículos 18 y 20 de la Constitución, y que han sido resueltos en gran medida 
por la jurisprudencia

•	 El interés de la Sentencia del Tribunal Supremo 225/2014, de 29 de abril, radica no sólo en su afán compilador, 
sino sobre todo en desmarcarse con suavidad de la contundencia de las afirmaciones del Tribunal Constitucio-
nal, al no descartar la licitud de la utilización de la cámara oculta en reportajes de cualificado interés general, 
ajenos al sensacionalismo y al periodismo-espectáculo

•	 El derecho a la información tiene un valor fundamental cuando se ejerce de acuerdo con los principios constitu-
cionales, por su función de formar la opinión pública, y como principio básico del Estado social y democrático 
de derecho. Con todo, hay supuestos en los que colisiona con los derechos de la personalidad, siendo necesario 
ponderar qué derecho debe prevalecer, no pudiendo determinarse una primacía de ninguno de a ellos a priori, 
sino que habrá que atenerse a las circunstancias de cada caso en concreto
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Tributación de los servicios profesionales 
de los abogados

Juan Ramón Camacho Vázquez. Socio de Balms abogados 

Recientemente, la Dirección General de Tributos ha explicado, en una serie de consultas vinculantes, 
cuestiones relativas a la tributación de los servicios profesionales de los abogados y de sus implicacio-
nes en el Impuesto sobre el Valor Añadido, en adelante IVA, o en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, en adelante IRPF.

SUMARIO

1.	 V2772-14: Un abogado que presta servicios al Tribunal de la Haya de la Organización de las Naciones Unidas
2.	 V1188-04: La deducción de gastos de los abogados en relación con el Impuesto de las Personas Físicas y las 

cuotas del Impuesto Sobre el Valor Añadido
3.	 V2572-14: La tributación en el Impuesto sobre el Valor Añadido en el caso de ser la parte ganadora en un 

proceso judicial
4.	 V2824-14: Una sanción impuesta a un cliente cuyo importe fue asumido por la sociedad que le asesoró
5.	 V2928-14: El Impuesto de la Renta de las Personas Físicas reducido en el turno de oficio
6.	 V2856-14: El caso de una abogada que en el desarrollo de su actividad presta sus servicios a una sociedad sin 

ánimo de lucro

V2772-14: Un abogado 
que presta servicios al 
Tribunal de la Haya de 
la Organización de las 
Naciones Unidas

Se analiza en primer lugar la con-
sulta vinculante que plantea un abo-
gado que presta servicios al Tribunal 
de la Haya de la Organización de las 
Naciones Unidas.  Plantea la sujeción, 
y en su caso, exención de los servicios 
prestados.

La respuesta número de consulta 

V2772-14 la resumimos a continua-
ción, de acuerdo al artículo 4, apar-
tado uno, cuando habla de la delimi-
tación del hecho imponible dispone 
que, estarán sujetas al Impuesto 
las entregas de bienes y presta-
ciones de servicios realizadas en 
el ámbito espacial del Impuesto 
por empresarios o profesionales 
a título oneroso, con carácter ha-
bitual u ocasional, en el desarro-
llo de su actividad empresarial o 
profesional, incluso si se efectúan 
a favor de los propios socios, aso-
ciados, miembros o partícipes de 

las entidades que las realicen.

El artículo 11, establece que en 
particular se consideran pres-
tación de servicios, el ejercicio 
independiente de una profesión, 
arte u oficio.

Además, las reglas de localización 
de prestación de servicios, artículo 69, 
apartado 1 de la Ley 37/1992, estable-
ce que las prestaciones de servi-
cios se entenderán realizadas en 
el territorio de aplicación del Im-
puesto, en la medida en que el desti-
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natario de los servicios, en este caso, 
el Tribunal de la Haya, no actúa como 
empresario o profesional, y el presta-
dor del servicio está establecido en el 
territorio de aplicación del Impuesto, 
cabe concluir que dichos servicios 
estarán sujetos al Impuesto sobre el 
Valor Añadido.

Una vez que hemos determinado la 
sujeción al Impuesto, procede anali-
zar si es posible la exención, aten-
diendo a los siguientes artículos.

La posible exención debe tener en 
cuenta lo que se establece en el ar-
tículo 22, apartado ocho, de la LIVA, 
estarán exentas del Impuesto las 
entregas de bienes y prestaciones 
de servicios realizadas en el mar-
co de las relaciones diplomáticas 
y consulares, en los casos y con los 
requisitos que se determinen regla-
mentariamente.

Por su parte, el artículo 22, apar-
tado nueve de la LIVA, dispone que 
estarán exentas del Impuesto las 
entregas de bienes y prestaciones 
de servicios destinadas a los Or-
ganismos internacionales recono-
cidos por España o al personal de 
dichos Organismos con estatuto 
diplomático, dentro de los límites 
y en las condiciones fijadas en los 
Convenios internacionales que 
sean aplicables en cada caso.

Por último, cabe destacar, que en 

LEGISLACIÓN

www.ksp.es
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•	 Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Aña-
dido (Vigente hasta el 01 de Abril de 2015). (Normas Básicas. Mar-
ginal: 2984). Arts.; 4.1, 11, 69.1, 22.8, 22.9, 96.1.6º, 97.1, 95, 
78.3.1º, D.A.40ª

•	 Real Decreto 3485/2000, de 29 de diciembre, sobre franquicias y 
exenciones en régimen diplomático, consular y de organismos inter-
nacionales, y de modificación del Reglamento General de Vehículos, 
aprobado por el Real Decreto 2822/1998, de 23 de diciembre. (Le-
gislación General. Marginal: 3009). Art.; 3

•	 Real Decreto 214/1999, de 5 de febrero, por el que se aprueba 
el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
(Vigente hasta el 01 de Septiembre de 2004). (Legislación General. 
Marginal: 3039). Arts.; 26, 6.9, 75, 76

•	 Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los 
Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y so-
bre el Patrimonio (Vigente hasta el 01 de Enero de 2016). (Normas 
Básicas. Marginal: 667170). Arts.; 89, 90

•	 Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, por el que se aprue-
ba el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades (Vi-
gente hasta el 01 de Enero de 2015). (Legislación General. Marginal: 
24512)

•	 Real Decreto de 22 de agosto de 1885, por el que se publica el Códi-
go de Comercio. (Normas básicas. Marginal: 4983). Art., 35

•	 Real Decreto-ley 8/2014, de 4 de julio, de aprobación de medidas 
urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia. (Le-
gislación General. Marginal: 6921217)

“Una prestación de servicios al Tribunal de 
la Haya de la Organización de las Naciones 
Unidas, es una operación sujeta y no exenta 
de IVA”
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el Real Decreto 3485/2000, de 29 de 
diciembre (BOE de 30 de diciembre) 
en cuyo artículo 3,  se recogen las 
exenciones en las entregas de bienes 
y prestaciones de servicios y adquisi-
ciones intracomunitarias de bienes en 
régimen diplomático, consular y de los 
organismos internacionales, no con-
templándose entre las mismas ningún 
tipo de exención para los servicios de 
asesoramiento jurídico.

Por tanto, una prestación de ser-
vicios al Tribunal de la Haya de 
la Organización de las Naciones 
Unidas, es una operación sujeta y 
no exenta de IVA.

V1188-04: La deducción de 
gastos de los abogados en 
relación con el Impuesto de 
las Personas Físicas y las 
cuotas del Impuesto Sobre 
el Valor Añadido

La segunda cuestión que aborda-
mos en este artículo es la consulta nú-
mero 1188-04 sobre la deducción de 
gastos de los abogados en relación 
con el Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y las cuotas 
del impuesto sobre el Valor aña-
dido, en relación a la justificación do-
cumental de los gastos y la forma de 
practicar las retenciones a cuenta del 
IRPF.

Los consultantes constituyeron 
una Sociedad Civil particular para el 
ejercicio de la abogacía, planteando la 
afectación de una serie de gastos, así 
como su justificación documental.

Pues bien, teniendo presente el 
artículo 89 del Texto Refundido del 
IRPF se establece que las rentas 
atribuidas tendrán la naturaleza 
derivada de la actividad o fuen-
te de donde procedan, para cada 
uno de los socios. Para su cálculo 
se aplicarán las reglas recogidas en el 
artículo 90 del Texto Refundido del 
IRPF, según el cual las rentas se de-
terminarán con arreglo a las normas 
del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas.

Al tratarse de una actividad profe-
sional, la determinación del ren-
dimiento neto del profesional se 
efectuará por el método de esti-
mación directa, en la modalidad 
simplificada si reúnen los requisitos 
establecidos en el artículo 26 del Re-
glamento del IRPF, aprobado por el 
Real Decreto 214/1999, de 5 de febre-
ro, y no renuncien a su aplicación, o 
en la modalidad normal, si no reúnen 
tales requisitos o renuncian a la apli-
cación de la modalidad simplificada.

De acuerdo con lo establecido en 
el artículo 26 del Texto Refundido del 
IRPF, el rendimiento neto de las ac-
tividades económicas se determinará 

de acuerdo a las normas del Impuesto 
sobre Sociedades, sin perjuicio de las 
normas especiales contenidas para la 
estimación directa.

Por tanto, la deducibilidad de 
los gastos está condicionada por 
el principio de su correlación con 
los ingresos, de manera que, aque-
llos respecto de los que se acredite 
que se han ocasionado en el ejercicio 
de la actividad, y que sean necesarios 
para la obtención de los ingresos, se-
rán deducibles en la medida en que 
vengan exigidos por el desarrollo de la 
actividad y en los términos previstos 
en los preceptos legales antes seña-
lados. Mientras que cuando no exista 
esa vinculación, o no se probase sufi-
cientemente, no podrían considerarse 
como fiscalmente deducibles de la ac-
tividad económica.

En la valoración de esta correlación 
también deberá tenerse en cuenta 
el importe individualizado de los 
gastos, de manera que aquellos 
que sean excesivos o desmesura-
dos, respecto de los que, con arreglo 
a los usos y costumbres, puedan con-
siderarse gastos normales, se consi-
derarán como no deducibles. Se 
trata de conceptos fronterizos entre 
los gastos exigidos por el desarrollo 
de la actividad y aquellos que vienen 
a cubrir necesidades particulares, de 
tal manera que en algunos casos existe 
coincidencia entre uno y otros.

En relación con el Impuesto sobre 
el Valor Añadido, el artículo 96, apar-
tado uno, número 6º de la LIVA, esta-
blece lo siguiente:

No podrán ser objeto de de-
ducción, los servicios de despla-
zamiento o viajes, hostelería y 
restauración, salvo que el importe 
de los mismos tuviera la conside-
ración de gasto fiscalmente dedu-
cible a efectos del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas 

“En el caso de una abogada que en el 
desarrollo de su actividad profesional presta 
sus servicios a una asociación sin ánimo 
de lucro, la asociación está obligada a 
practicar retención sobre los rendimientos 
que le satisfaga”
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o del Impuesto sobre Sociedades.

De acuerdo con lo establecido en el 
artículo 97, apartado uno de la LIVA, 
declara que sólo podrán ejercitar el 
derecho a la deducción los empresa-
rios o profesionales que estén en pose-
sión de documento justificativo de su 
derecho.

A estos efectos únicamente, se 
considerarán documentos justifi-
cativos del derecho a deducir, en-
tre otros, la factura original expe-
dida por quien realice la entrega 
o prestación de servicio o, en su 
nombre y por su cuenta, por un 
cliente o por un tercero, siempre 
que, por cualquiera de estos casos, 
se cumplan los requisitos que se es-
tablezcan reglamentariamente, de 
acuerdo con el artículo 6, apartado 9 
del Reglamento por el que se regulan 
las obligaciones de facturación, donde 
toda factura y sus copias contendrán, 
un número y en su caso, la serie, la 
fecha de su expedición, el nombre, los 
apellidos y el número de identificación 
fiscal atribuido por la administración 
tributaria española, como asimismo, 
el domicilio, tanto del obligado a ex-
pedir la factura, como del destinatario 

de las operaciones y las descripciones 
de éstas, y el tipo impositivo que le es 
aplicable a las mismas.

Por otro lado, deberá especificarse 
por separado la parte de la base impo-
nible caoorespondiente a cada una de 
las operaciones que se documenten en 
la misma factura.

Por otra parte, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 95 de la LIVA, 
en los bienes de inversión (vehícu-
los particulares de los socios u profe-
sionales) cuando no se afectan a la 
actividad empresarial ni total ni 
parcialmente, no serán deduci-
bles en ninguna medida, ni la cuantía 
de las cuotas del IVA soportadas en 

el gasóleo y utilización de autopistas 
de peaje derivadas de la utilización de 
dichos vehículos. Hay que tener es-
pecial cuidado en este punto que está 
siendo comprobado de forma habitual 
por la Agencia Estatal de la Adminis-
tración Tributaria.

V2572-14: La tributación en 
el Impuesto sobre el Valor 
Añadido en el caso de ser 
la parte ganadora en un 
proceso judicial

Otra consulta de actualidad es 
la V2572-14, que plantea la tribu-
tación  en el Impuesto sobre el 
Valor añadido en el caso de ser 
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“Una sanción impuesta al cliente, cuyo 
importe fue asumido por la sociedad que le 
asesoró, no es deducible para determinar 
la base imponible del Impuesto sobre 
Sociedades de esta última”
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derecho
fiscal

la parte ganadora en un proceso 
judicial imponiéndose el pago de 
las costas a la parte perdedora en 
el proceso, establece el artículo 78, 
apartado tres, número 1º, de la LIVA, 
que no forman parte de la base impo-
nible del impuesto las cantidades per-
cibidas por razón de indemnizaciones 
distintas de las contempladas en el 
apartado anterior de dicho precepto 
que, por su naturaleza y función, no 
constituyan contraprestación o com-
pensación de las entregas de bienes 
o prestaciones de servicios sujetas al 
Impuesto.

Teniendo presente  también la 
consulta (V0888-14), donde se dis-
pone que el pago del importe de 

la condena en costas por la parte 
perdedora en un proceso implica la 
indemnización a la parte ganadora de 
los gastos en los que incurrió, por lo 
que no procede repercusión alguna 
del tributo por la parte ganadora a la 
perdedora, ya que no hay operación 
sujeta al mismo que sustente dicha 
repercusión. Igualmente no habiendo 
operación sujeta a tributación, no pro-
cede la expedición de factura a estos 
efectos, sin perjuicio de la expedición 
de cualquier otro documento con el 
que se justifique el cobro del importe 
correspondiente.

Tampoco, como se indica en el 
escrito de la consulta anteriormente 
mencionada, todas las prestaciones 

profesionales de abogados que 
tienen por destinatario a la parte 
ganadora en un proceso judicial, y 
en virtud de una relación laboral, 
dichas prestaciones de servicios 
no estarán sujetas al Impuesto so-
bre el Valor Añadido.

V2824-14: Una sanción 
impuesta a un cliente cuyo 
importe fue asumido por la 
sociedad que le asesoró

Interesante también la consulta 
V2824-14 que resuelve si  una san-
ción impuesta al cliente, cuyo im-
porte fue asumido por la sociedad 
que le asesoró, no es deducible 
para determinar la base imponi-
ble del Impuesto sobre Socieda-
des de esta última, por lo siguiente:

De acuerdo con el Texto Refundido 
de la Ley del Impuesto sobre Socie-
dades, y del artículo 35 del Código 
de Comercio, se concluye que los 
gastos asociados a aquellas san-
ciones que tengan carácter con-
tractual, que deriven del incumpli-
miento de obligaciones asumidas por 

“Deberá tenerse en cuenta el importe 
individualizado de los gastos, de manera 
que aquellos que sean excesivos o 
desmesurados, se considerarán como no 
deducibles”
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Conclusiones

•	 Mientras que cuando no exista esa vinculación, o no se probase suficientemente, no podrían considerarse como 
fiscalmente deducibles de la actividad económica

•	 En la valoración de esta correlación también deberá tenerse en cuenta el importe individualizado de los gastos, 
de manera que aquellos que sean excesivos o desmesurados, respecto de los que, con arreglo a los usos y cos-
tumbres, puedan considerarse gastos normales, se considerarán como no deducibles

la empresa en contratos formalizados 
con terceros, tienen la consideración 
de deducibles, como es el caso de in-
cumplimiento de los plazos estableci-
dos, de las calidades y condiciones de 
los bienes o servicios prestados y las 
procedentes de cualquier otra condi-
ción contractual estipuladas entre las 
partes que figuren en el contrato.

Si el gasto de la entidad se pro-
duce por el pago de sanciones y 
recargos impuestos a los clientes, 
pero asumidos en función de una 
responsabilidad contractual, se 
considerará fiscalmente deduci-
ble; sin embargo, esta responsabilidad 
no parece existir en el supuesto de la 
consulta, pues en este caso únicamen-
te se acudió al asesoramiento legal 
correspondiente, por lo que se decidió 
asumir el pago íntegro de la sanción y, 
en consecuencia, dicho pago no ten-
drá la consideración de gasto fiscal-
mente deducible, ni para el cliente ni 
para la sociedad asesora.

V2928-14: El Impuesto de 
la Renta de las Personas 
Físicas reducido en el 
turno de oficio

La Dirección General de Tributos 
ha continuado respondiendo, y en este 
caso se aborda  el IRPF reducido 
en el turno de oficio. De acuerdo 
con  el Real Decreto-Ley 8/2014 que 
añadió a la Ley 35/2006 de 28 de no-
viembre del IRPF y del Impuesto de 

Sociedades una disposición adicional 
cuadragésima que dispone que el 
porcentaje de las retenciones e 
ingresos a cuenta sobre los rendi-
mientos derivados de actividades 
profesionales será del 15% cuando 
el volumen de rendimientos íntegros 
de tales actividades correspondiente al 
ejercicio anterior sea inferior a 15.000 
euros, y represente más del 75% de la 
suma de los rendimientos íntegros de 
actividades económicas y del trabajo 
obtenidos por el contribuyente en di-
cho ejercicio.

Cumpliéndose lo anterior, el con-
tribuyente que quiera la aplica-
ción del tipo de retención redu-
cido deberá comunicar al pagador 
los rendimientos de actividades 
profesionales en que concurren 
las condiciones para su aplica-
ción. Esta comunicación no está su-
jeta a un modelo específico.

Finalmente, el pagador de rendi-
mientos de actividades económicas 
profesionales al que el contribuyen-
te haya comunicado que cumple las 
condiciones para la aplicación del tipo 
reducido de retención, practicará esta 
última con este tipo, estando obligado 
a conservar la comunicación debida-
mente firmada.

V2856-14: El caso de 
una abogada que en el 
desarrollo de su actividad 
presta sus servicios a una 

sociedad sin ánimo de lucro

Por último, analizamos la respues-
ta de la Dirección General de Tribu-
tos V2856-14 en el caso  de una 
abogada que en el desarrollo de 
su actividad profesional presta 
sus servicios a una asociación sin 
ánimo de lucro, la asociación está 
obligada a practicar retención so-
bre los rendimientos que le satis-
faga, por lo siguiente:

En los artículos 75 y 76 del Regla-
mento del IRPF, se expone al calificar-
se como rendimientos de actividades 
profesionales los honorarios que por 
la prestación de servicios pudiera fac-
turar la abogada a la asociación sin 
ánimo de lucro, y siendo ésta una per-
sona jurídica, tales rendimientos es-
tarán sujetos a retención a cuenta del 
impuesto.

Por lo que se refiere a la constancia 
de la retención en la factura que emi-
ta la consultante, procede indicar que 
tal constancia no es uno de los requi-
sitos que debe reunir la factura, pero 
tampoco existe impedimento alguno 
para su inclusión en la misma. A este 
respecto, cabe señalar que los actos 
de retención tributaria correspon-
de realizarlos a quien satisface o 
abona los rendimientos, quien ade-
más tendrá la obligación de expedir a 
favor del contribuyente la certificación 
acreditativa de la retención practica-
da. n
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EL CASO

Supuesto de hecho

Santa Cruz de Tenerife, 02/02/2004.

En fecha de  2 de febrero de 2004, fe-
cha de inicio del supuesto de hecho, la 

Subdelegación del Gobierno en Santa 
Cruz de Tenerife notifica a don X, de 
nacionalidad búlgara, acuerdo de su 
expulsión del territorio español por 
una presunta infracción grave prevista 
en el artículo 53.a) de la Ley Orgánica 
4/2000, de 11 de enero, al encontrarse 
en España en una situación irregular.

En fecha de 19 de Marzo de 2004, 
don X interpone recurso de reposición 
contra la resolución de 2 de Febrero, 
que decretaba su expulsión del país. A 
pesar de la obligación de resolver de la 
Administración, la Subdelegación del 
Gobierno no ha resuelto el recurso en 
el plazo previsto, por lo que este debe 
entenderse desestimado por silencio 
administrativo.

Queda expedita la vía judicial y se 
interpone recurso-contencioso-admi-
nistrativo con fecha 8 de Septiembre 
de 2004. Asimismo se solicitó como 
medida cautelar la suspensión de la 
orden de expulsión, la cual fue admi-
tida, acordando la suspensión cautelar 
de la ejecución del acto administrativo 
de expulsión.

Objetivo. Cuestión planteada.

El cliente es don X y su objetivo es que 
se anule la resolución sancionadora de 
la Subdelegación del Gobierno sobre 
expulsión del territorio español.
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La estrategia. Solución propuesta.

La estrategia principal del abogado 
se basa en demostrar que la orden de 
expulsión es una medida despropor-
cionada. Asimismo, el abogado alega-
rá repetidamente el hecho de que su 
cliente no tiene antecedentes penales, 
reside desde el año 2004 en España y, 
además, tiene la nacionalidad de Bul-
garia, país que estaba finalizando los 
trámites para entrar en la Unión Eu-
ropea.

EL PROCEDIMIENTO JUDICIAL

Orden Jurisdiccional: Contencioso-
administrativo.

Juzgado de inicio del procedimien-
to: Juzgado Contencioso-Administra-
tivo de Santa Cruz de Tenerife.

Tipo de procedimiento: Procedi-
miento abreviado.

Fecha de inicio del procedimiento: 
26/07/2004

Partes

Parte demandante:

Don X

Parte demandada:

Subdelegación del Gobierno en Santa 
Cruz de Tenerife

Peticiones realizadas

La parte demandante en su escrito 
de demanda solicita:

–– Que se tenga por formulada 
demanda y recurso conten-
cioso-administrativo contra la 
desestimación por silencio ad-
ministrativo del recurso de re-
posición interpuesto contra la 
resolución de 2 de febrero de 
2004 por la que se decreta la 
expulsión de don X.

–– Que se dicte sentencia por la 
que se declare que la resolu-
ción de la Subdelegación del 
Gobierno no es conforme a de-
recho y se deje sin efecto.

La parte demandada, en el escrito 
de contestación a la demanda, so-
licita:

–– Que se desestime la demanda 

interpuesta por la parte actora 
y se ratifique la resolución de 
este organismo por la que se 
decreta la expulsión.

Argumentos

La parte demandante, en su de-
manda, basa sus pretensiones en 
los siguientes argumentos:

–– Que la Administración no ha 
motivado suficientemente, tal 
y como exige el art. 54.1.a) de 
la LRJAPyPAC, el por qué se 
ha optado por la sanción de ex-
pulsión en lugar de hacerlo por 
la multa.

–– Que nos encontramos ante 
una infracción del principio de 
proporcionalidad.

–– Que don X no tiene antece-
dentes penales ni en España ni 
en su país de origen, reside en 
España de manera ininterrum-
pida desde 2001, tiene un piso 
de su propiedad y tiene arraigo 
socio-económico. Estos ele-
mentos son factores determi-
nantes según reiterada Juris-
prudencia para que se opte por 
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la sanción pecuniaria en lugar 
de la expulsión.

La parte demandada basa sus pre-
tensiones en los siguientes argu-
mentos:

–– Que en lo que respecta a la so-
licitud de medida cautelar de 
suspensión de la resolución de 
la Subdelegación del Gobierno 
por la que se ordena la expul-
sión, se entiende que ésta debe 
ser desestimada, puesto que la 
ejecución del acto administra-
tivo durante la sustanciación 
del recurso contencioso-admi-
nistrativo no vulnera el derecho 
a la tutela judicial efectiva re-
conocido en el art. 24 de la CE.

–– Que debe preponderar el in-
terés público existente en 
materia de extranjería, ya que 
afecta a materias tales como 
seguridad ciudadana, mercado 
de trabajo o el gasto público en 
sanidad o educación y, aunque 
el objeto del presente proceso 
sólo afecta a un ciudadano ex-
tranjero, el número de recursos 
contencioso-administrativos 
análogos obliga a considerar 
el caso desde una perspectiva 
global.

Normativa

Procesal:

–– Ley de Enjuiciamiento Civil 
(Ley 1/2000, de 7 de enero). 
LEC. (art. 2).

–– Ley 29/1998, de 13 julio 1998, 
Reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa. 
LJCA. (art. 18, art. 21, art. 31, 
art. 129).

–– Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, 
del Poder Judicial. LOPJ.  (art. 91).

Fondo:

–– Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administra-
tivo Común. LRJAPyPAC. (art. 
54.1 a, art. 138.1).

–– Ley Orgánica 4/2000, de 11 
de enero, sobre Derechos y Li-
bertades de los Extranjeros en 
España y su Integración Social 
(Redacción por Ley Orgánica 
8/2000, de 22 de diciembre). 
LOEXIS.

–– Real Decreto 864/2001, de 20 
de julio, por el que se aprueba 
el Reglamento de ejecución de 
la Ley Orgánica 4/2000, de 11 
de enero, sobre derechos y li-
bertades de los extranjeros en 
España y su integración social, 
reformada por Ley Orgánica 
8/2000, de 22 de diciembre. 
RDREDLE.

Documentación

La parte demandante, con el escri-
to de demanda, aportó:

–– Orden de expulsión de la De-
legación del Gobierno de 2 de 
febrero de 2004.

–– Resguardo de presentación del 
recurso de reposición.

–– Certificado negativo de antece-
dentes penales.

–– Pasaporte, donde consta el vi-
sado de entrada.

–– Copia de certificado de empa-
dronamiento.

–– Oferta de trabajo.

–– Nota informativa del Registro 

de la Propiedad.

–– Documentos acreditativos de 
titularidad de cuentas banca-
rias.

La parte demandada aportó:

–– El expediente sancionador.

Prueba

En el acto del juicio, abierto el acto 
a prueba, la parte demandante pro-
puso como prueba:

–– La documental por reproduci-
da.

En el acto del juicio, la parte de de-
mandada:

–– No propuso medios de prueba.

La prueba propuesta por las partes 
se admitió y en el acto de la vista se 
practicó en su totalidad.

lResolución Judicial 

Fecha de la resolución judicial: 
25/02/2005

Fallo o parte dispositiva de la reso-
lución judicial:

El Juzgado Contencioso-Administrati-
vo dictó sentencia por la que desesti-
mó el recurso contencioso-administra-
tivo interpuesto por D. X, al considerar 
que la orden de expulsión se ajusta a 
derecho.

Fundamentos jurídicos de la reso-
lución judicial:

La sentencia fundamenta su fallo en 
que la aplicación de la medida san-
cionadora de expulsión no puede ser 
tachada de desproporcionada  si no 
concurren, en el caso concreto, cir-
cunstancias de arraigo de orden per-
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sonal, familiar, social, profesional o 
económico en el país por parte del in-
teresado, o cualquier circunstancia ex-
cepcional ni  tampoco el intento previo 
de regularizar su situación en España.

La válida imposición de la sanción 
de expulsión sobre la sanción princi-
pal de multa pecuniaria exige un plus 
específico de motivación, que puede 
cumplirse tanto por su explicitación 
en la propia resolución sancionadora 
como por derivación inmediata de la 
resultancia fáctica que deriva del ex-
pediente administrativo, es decir, por 
la justificación de la expulsión en las 
circunstancias específicas concurrentes 
en el caso. Que en el presente caso de 
lo actuado no es suficiente para poder 
ser valorado como una situación de 
arraigo en nuestro país para sustituir 
una situación de arraigo en nuestro 
país para sustituir la expulsión por otra 
sanción de multa.

En este caso no hubo recurso de apela-
ción por ninguna de las partes.

JURISPRUDENCIA RELACIONADA 
CON ESTE CASO

• Sentencia del Tribunal Su-
perior de Justicia de Cataluña, 
(sala contencioso-administra-
tiva) núm. 643/2008 de 14 
de julio de 2008. K-solución 

Premium. Contencioso-
Administrativa. Marginal 
305954.

• Sentencia del Tribunal Su-
perior de Justicia de Madrid, 
(sala contencioso-administra-
tiva) núm. 243/2008 de 14 de 
febrero de 2008. K-solución 
Premium. Contencioso-
Administrativa. Marginal 
300195.

• Sentencia del Tribunal Su-
perior de Justicia de Cataluña, 
(sala contencioso-administrati-
va) núm. 974/2007 de 17 de di-
ciembre de 2007. K-solución 
Premium. Contencioso-
Administrativa. Marginal 
297867.
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4) Auto acordando la suspensión de 
la ejecución del acto de expulsión.

5) Recurso contencioso-adminis-
trativo contra la orden de expulsión.

6) Sentencia desestimatoria del re-
curso contencioso-administrativo.

FORMULARIOS ADJUNTOS AL 
CASO 

Recurso contencioso-administrativo 
contra la orden de expulsión 
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–– Extranjeros en España: ¿y 
después de la regularización, 
qué? 	

–– Guía práctica de extranjería.

AL JUZGADO DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO NÚMERO ......... DE SANTA CRUZ 
DE TENERIFE

D. .............., Procurador de los Tribunales, y de D. ..........., designado de oficio, comparece antes este Juzgado y como 
mejor proceda, DIGO: 

Que con fecha ......... se me notificó providencia de ese Juzgado por la que se me concedía un plazo de 10 días para sub-
sanar la falta de demanda, extremo que evacuó, por medio del presente escrito formalizando la correspondiente demanda, 
con arreglo a los siguientes



62   Economist & Jurist   

CASOS 
PRÁCTICOS

HECHOS

PRIMERO. Mi patrocinado tiene actualmente la nacionalidad búlgara y reside en el municipio de Arafo desde el año 
2001. Dos años después compra una vivienda en dicho municipio, con el fin de establecerse permanente y definitivamen-
te en territorio español.

SEGUNDO. Su estancia en España se ha desenvuelto en condiciones normales de vida en integrándose perfecta-
mente en las costumbres y lengua del país de acogida, en donde piensa permanecer si se le concediere el correspondiente 
permiso de residencia y/o trabajo. Actualmente, tiene una oferta de trabajo, de la cual no puede hacer uso al carecer del 
correspondiente permiso de residencia y autorización para trabajar.

TERCERO. Desde el momento en que llegó a las islas ha obtenido ingresos suficientes para subsistir, producto de 
su trabajo, y dentro de lo que “coloquialmente” se denomina “economía sumergida”. Es titular de 2 cuentas corrientes en 
el Banco......., dispone de medios económicos suficientes para subsistir dignamente en España, los cuales ha obtenido de 
forma lícita. No tiene antecedentes penales ni policiales, ni en España ni en ningún otro sitio. Posee, también documento 
de afiliación a la Seguridad Social.

CUATRO. Con fecha 5 de febrero de 2004 se le notifica a mi representado la resolución de la Delegación del Gobier-
no que acuerda su expulsión del país. Al tener incoado el expediente de expulsión la Oficina de Extranjería no admite soli-
citud alguna de permiso de residencia y/o trabajo, documentación, que según escritos de letrada anteriormente encargada 
de la defensa de mi patrocinado, están en su poder. Por lo tanto no se puede acreditar por esta parte que dicha solicitud se 
haya presentado. Contra dicha resolución se interpuso recurso potestativo de reposición.

ÚLTIMO. Lo cierto es que mi mandante ha permanecido de forma continuada en España durante más de 3 años, 
y en él puede concurrir una situación excepcional y acreditada de arraigo de tipo económico, considerándose como tal la 
incorporación real al mercado de trabajo.

Como fundamento de los anteriores hechos se adjuntan a la presente demanda los siguientes documentos:

a) Para acreditar lo relatado en el hecho primero se adjuntan como DOCUMENTOS ANEXOS UNO a TRES copia 
de pasaporte a fin de acreditar sus datos personales y de filiación; copia de certificado de convivencia, a fin de acreditar 
permanencia continuada, así como Nota Informativa expedida por el Registro de la Propiedad de Santa Cruz de Tenerife, 
para acreditar posesión de vivienda en propiedad.

b) Para acreditar lo relatado en el hecho segundo se adjunta como DOCUMENTO ANEXO CUATRO, copia de 
oferta de trabajo expedida en el mes de marzo de 2004.

c) Para acreditar lo relatado en el hecho tercero se adjunta como DOCUMENTOS ANEXOS CINCO A SIETE, 
copia de recibo de determinada empresa de construcción de fecha abril de 2003, en la que se pone de manifiesto la 
percepción de 841 euros, por trabajos realizados en el mes de marzo de 2003; copia de documentos acreditativos de titu-
laridad de cuentas corrientes en la entidad financiera .........; copia de resolución de expedición de tarjeta de afiliación a la 
Seguridad Social.

d) Para acreditar lo relatado en el hecho cuarto se adjunta como DOCUMENTO ANEXO OCHO, copia de recurso 
de reposición potestativo presentado con fecha 9 de febrero de 2004.

A estos hechos le son de aplicación los siguientes
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

PROCESALES

PRIMERO. Objeto del recurso. De conformidad con el artículo 78 y concordantes de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA).

SEGUNDO. Jurisdicción. El conocimiento de la pretensión formulada corresponde al orden jurisdiccional conten-
cioso-administrativo de conformidad con el artículo 1 de la LJCA, y los artículos 9.4  y 24 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial (LOPJ).

TERCERO. Competencia y legitimación. En cuanto al órgano jurisdiccional competente, los artículos 91 LOPJ, y 
artículo 8 LJCA que determinan que corresponde a los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo de la circunscripción 
del domicilio del recurrente.

CUARTO. Plazo. Según el artículo 46, puntos 1 a 4, de la LJCA es de 2 meses contados desde el siguiente a aquél en 
que se notifique la resolución expresa.

En su virtud,

SUPLICO AL JUZGADO: Que teniendo por presentado este escrito, junto con los documentos acompañantes, 
se dé por interpuesta demanda de recuros contencioso administrativo, y dándole curso, entendiéndose conmigo las pos-
teriores diligencias, acuerda la estimación de la presente demanda declarando la nulidad de la resolución impugnada, y 
condenando a la parte demandada a estar y pasar por la declaración de nulidad.

PRIMER OTROSÍ DIGO: Que al derecho de mi parte interesa, de conformidad con lo establecido en el artículo 
78.10 de la LJCA, en relación con el artículo 60 del mismo cuerpo legal, el recibimiento a prueba del presente recurso, el 
cual habrá de versar sobre aquellos hechos sobre los que existe oposición. Y en cumplimiento de lo que dispone el citado 
artículo 78.10, vengo a proponer la práctica de la siguiente:

PRUEBA DOCUMENTAL. Se aporte por parte de la administración demandada el expediente administrativo com-
pleto que trae causa de este recurso.

MÁS DOCUMENTAL. Consistente en la admisión y práctica de los documentos aportados junto con la demanda 
inicial.

En su virtud,

AL JUZGADO SUPLICO: Que teniendo por hechas las anteriores manifestaciones, acuerde el recibimiento a 
prueba que se interesa, declarar la pertinencia de las pruebas documentales propuestas, reclamándose la documental 
solicitada para que sea incorporada a los autos.

Es de Justicia que se pide en Santa Cruz de Tenerife, en cuanto a principal y otrosíes, a ....... de ........ de ........

Fdo. Procurador                                                               					             Fdo. Abogado
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Novedades en materia de liquidación e 
ingreso de cuotas a la Seguridad Social

Miguel Ángel Buján Brunet y Jorge Serena Garralda. Abogados de Uría Menéndez

El principal objeto de este artículo es analizar las novedades más relevantes introducidas por la Ley 
34/2014, de 26 de diciembre, de medidas en materia de liquidación e ingreso de cuotas de la Seguridad 
Social (“Ley 34/2014”), que concluye el conjunto de profundas modificaciones legislativas en materia 
de Seguridad Social que se han incorporado a nuestro ordenamiento en el periodo 2012-20141. 

SUMARIO

1.	 Objeto
2.	 Ley 34/2014												          

	 2.1) Objeto de la Ley 34/2014									       
	 2.2) Finalidad de la Ley 34/2014									       
	 2.3) Otras modificaciones introducidas por la Ley 34/2014						    
	 2.4) Otras disposiciones relevantes de la Ley 34/2014

3.	 Otras consecuencias prácticas de la aplicación de la Ley 34/2014
4.	 Orden ESS/86/2015

Objeto

El principal objeto de este artí-
culo es analizar las novedades más 

relevantes introducidas por la Ley 
34/2014, de 26 de diciembre, de me-
didas en materia de liquidación e in-
greso de cuotas de la Seguridad Social 

(“Ley 34/2014”), que concluye el 
conjunto de profundas modificaciones 
legislativas en materia de Seguridad 
Social que se han incorporado a nues-

      	1  Principalmente, nos referimos al Real Decreto 637/2014, de 25 de julio, por el que se modifica el artículo 23 del Reglamento General sobre 
cotización y liquidación de otros derechos de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 2064/1995, de 22 de diciembre. Anteriormente, las 
modificaciones de más calado las introdujeron, por un lado, el Real Decreto Ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad 
presupuestaria y de fomento de la competitividad, y por otro lado, el Real Decreto Ley 16/2013, de 20 de diciembre, de medidas para ofrecer la 
contratación estable y mejorar la empleabilidad de los trabajadores. 
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tro ordenamiento en el periodo 2012-
20142. 

Asimismo, también se sintetizan 
los cambios operados por la Orden 
ESS/86/2015, de 30 de enero, por la 
que se desarrollan las normas legales 
de cotización a la Seguridad Social, 
desempleo, protección por cese de 
actividad, Fondo de Garantía Salarial 
y formación profesional, contenidas 
en la Ley 36/2014, de 26 de diciem-
bre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2015 (“Orden 
ESS/86/2015”).

Ley 34/2014

Hasta la entrada en vigor de la 
Ley 34/2014 el modelo de liquida-
ción de Seguridad Social consistía en 
la autoliquidación o cálculo de 
cuotas efectuada por el empresa-
rio mediante la transmisión electróni-
ca de liquidaciones, o la presentación 
de los documentos de cotización (i.e., 
los conocidos boletines de cotización 
TC-1 y TC-2). 

Además, existía un sistema de li-
quidación simplificada, utilizado 

LEGISLACIÓN

www.ksp.es
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•	 Ley 34/2014, de 26 de diciembre, de medidas en materia de li-
quidación e ingreso de cuotas de la Seguridad Social. (Legislación 
General. Marginal: 6924425). D.A.1ª, D.T.Única, D.F.1ª, D.F.2ª

•	 Real Decreto 637/2014, de 25 de julio, por el que se modifica el 
artículo 23 del Reglamento General sobre cotización y liquidación de 
otros derechos de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decre-
to 2064/1995, de 22 de diciembre. (Legislación General. Marginal: 
6921596)

•	 Real Decreto 2064/1995, de 22 de diciembre, por el que se aprueba 
el Reglamento General sobre cotización y liquidación de otros dere-
chos de la Seguridad Social. (Legislación General. Marginal: 7001). 
Art.; 23

•	 Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garanti-
zar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad. 
(Legislación General. Marginal: 511703)

•	 Real Decreto-ley 16/2013, de 20 de diciembre, de medidas para 
favorecer la contratación estable y mejorar la empleabilidad de los 
trabajadores. (Legislación General. Marginal: 687646)

•	 Orden ESS/86/2015, de 30 de enero, por la que se desarrollan las 
normas legales de cotización a la Seguridad Social, desempleo, pro-
tección por cese de actividad, Fondo de Garantía Salarial y formación 
profesional, contenidas en la Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2015. (Legislación 
General. Marginal: 6924819)

•	 Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprue-
ba el Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social. (Nor-
mas Básicas. Marginal. 6873). Arts.; 18, 26, 27, 109.3

•	 Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprue-
ba el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el 
Orden Social. (Normas Básicas. Marginal: 3762). Arts.; 22.1, 22.3, 
23.1.b), 23.1.f), 39.2

•	 Decreto 2864/1974, de 30 de agosto, por el que se aprueba el texto 
refundido de las Leyes 116/1969, de 30 de diciembre, y 24/1972, 
de 21 de junio, por el que se regula el Régimen Especial de la Segu-
ridad Social de los Trabajadores del Mar. (Legislación General. Mar-
ginal: 6925122). Art.; 19.3

      	2  Principalmente, nos referimos al Real Decreto 637/2014, de 25 de julio, por el que se modifica el artículo 23 del Reglamento General sobre 
cotización y liquidación de otros derechos de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 2064/1995, de 22 de diciembre. Anteriormente, las 
modificaciones de más calado las introdujeron, por un lado, el Real Decreto Ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad 
presupuestaria y de fomento de la competitividad, y por otro lado, el Real Decreto Ley 16/2013, de 20 de diciembre, de medidas para ofrecer la 
contratación estable y mejorar la empleabilidad de los trabajadores. 
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principalmente para el cálculo de cuo-
tas de trabajadores por cuenta propia 
(tanto del Régimen Especial de Traba-
jadores Autónomos como del Régimen 
Especial de Trabajadores del Mar).

Objeto de la Ley 34/2014

El nuevo artículo 18 del Real 
Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de 
junio, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social (“LGSS”), según la 
redacción de la Ley 34/2014, otorga a 
la Tesorería General de la Seguridad 
Social (“TGSS”) la facultad para im-
plantar el sistema de liquidación 
directa por la TGSS, de manera 
que, progresivamente, sustituya al tra-
dicional sistema de autoliquidación. 
Con la nueva mecánica, correspon-
derá directamente a la TGSS girar 
a los empresarios la liquidación 
de las cuotas (incluyendo las deduc-
ciones que correspondan) que habría 
calculado individualizadamente en 
función de la información con la que 
disponga.

Para poder dar cumplimiento a esta 
normativa, los sujetos responsables 
del cumplimiento de la obligación 
de cotizar deberán transmitir a la 
TGSS los datos necesarios para 
que la Seguridad Social pueda realizar 
los cálculos de las correspondientes 
cotizaciones. Así lo determina la nue-
va redacción del artículo 26 de la 

LGSS.

El apartado segundo del mencio-
nado artículo 26 de la LGSS regula 
el resto de elementos rectores del 
sistema de liquidación directa de 
cuotas. En esencia, si practicada la 
liquidación, el sujeto responsable del 
ingreso de la cuota solicita su rectifi-
cación tras aportar datos distintos a 
los que maneje la TGSS, las obligacio-
nes de comunicar los datos expuestos 
en el apartado 1 solo se considerarán 
cumplidas si fuera posible efectuar 
una nueva liquidación de cuotas den-
tro del plazo reglamentario, salvo que 
la imposibilidad de liquidar en el plazo 
se deba a la Administración.

Tampoco se considerará incumpli-
da la obligación si, practicada la liqui-
dación y dentro del plazo reglamenta-
rio, el sujeto responsable del ingreso 
solicitase la rectificación de errores de 
cálculo en la liquidación que fueran 
imputables a la Administración, y ello 
comportase una nueva liquidación, sin 
errores, fuera de dicho plazo.

La Ley 34/2014 también adapta el 
artículo 27 de la LGSS, que regula 
los recargos por ingresos fuera de 
plazo, que queda de la siguiente ma-
nera:

I. Aplicación del 20% de recar-
go:

a. Según el artículo 27.1.a) 
de la LGSS, en primer lugar, 
en caso de abonarse las cuotas 
tras el vencimiento del plazo 
para su ingreso, y pese a haber-
se cumplido en plazo con las 
obligaciones previstas en los 
artículos 26.1 y 26.2 de la 
LGSS.

b. En segundo lugar, confor-
me al artículo 27.1.b.1º de la 
LGSS, en el supuesto de abo-
narse las cuotas antes de la ter-
minación del plazo de ingreso 
en la reclamación de deuda o 
acta de liquidación, y pese a no 
haberse cumplido en plazo con 
las obligaciones previstas en 
los artículos 26.1 y 26.2 de 
la LGSS.

II. Aplicación del 35% en caso 
de haber incumplido con las obli-
gaciones previstas en los artículos 
26.1 y 26.2 de la LGSS y, además, 
haber abonado las cuotas a partir de la 
terminación del plazo de ingreso esta-
blecido en la reclamación de deuda o 
acta de liquidación (artículo 27.1.2º 
de la LGSS).

Finalidad de la Ley 34/2014

El legislador persigue, con la intro-
ducción de este nuevo modelo de li-
quidación, los siguientes objetivos:

I. Simplificar el cumpli-
miento de la obligación de 
cotizar por parte de los em-
presarios, con la reducción de 
cargas administrativas.

II. Reducir costes para la Se-
guridad Social.

III. Que la Seguridad sea más 
eficiente en la gestión liquida-
toria y recaudatoria, y aplique 
adecuadamente los beneficios 
en la cotización o el pago de las 

“Con el nuevo sistema de liquidación directa, 
corresponderá directamente a la TGSS girar a 
los empresarios la liquidación de las cuotas, 
que habría calculado individualizadamente 
en función de la información con la que 
disponga”
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“El nuevo sistema de liquidación directa 
de cuotas no limitará el derecho de 
información sobre la cotización mensual a la 
Seguridad Social de los trabajadores y de sus 
representantes”

prestaciones por incapacidad 
temporal.

IV. Lograr una mejora de la 
calidad de la información uti-
lizada para la liquidación de 
cuotas.

Otras modificaciones introducidas 
por la Ley 34/2014

2.3.1 Real Decreto Legislativo 
5/2000, de 4 de agosto, por el 
que se aprueba el texto refundi-
do de la Ley sobre Infracciones 
y Sanciones en el Orden Social 
(“RDL 5/2000”).

En este apartado se ponen de mani-
fiesto las modificaciones más relevan-
tes introducidas en el RDL 5/2000.

En primer lugar, en materia de Se-

guridad Social se modifica la infrac-
ción grave del artículo 22.1 del 
RDL 5/2000, que tipifica la conducta 
empresarial consistente en la ausencia 
de comunicación “en tiempo y forma 
de los conceptos retributivos abonados 
a sus trabajadores, o su no transmisión 
por los obligados o acogidos al uso de 
sistemas de presentación por medios in-
formáticos, electrónicos o telemáticos”. 
Aunque no se determina expresamen-

te, parece una clara alusión a la obli-
gación del artículo 26 de la LGSS.

En segundo lugar, también se mo-
difica el apartado tercero del artícu-
lo 22 del RDL 5/2000, de tal manera 
que constituye una infracción grave 
la ausencia de ingreso, en la forma y 
plazo reglamentario, de la cuotas de 
Seguridad Social o su ingreso por una 
cuantía indebida, aun “habiendo cum-
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plido dentro de plazo las obligaciones 
establecidas en los apartados 1 y 2 del 
artículo 26 del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social (…)”.

Respecto de las infracciones 
muy graves en materia de Seguri-
dad Social, el artículo 23.1.b) del 
RDL 5/2000 sanciona la ausencia de 
ingreso, en la forma y plazos regla-
mentarios, de las cuotas de Seguridad 
Social, “no habiendo cumplido dentro 

de plazo las obligaciones establecidas 
en los apartados 1 y 2 del artículo 26 
del texto refundido de la Ley General 
de Seguridad Social, así como actuar 
fraudulentamente al objeto de eludir la 
responsabilidad solidaria, subsidiaria o 
mortis causa en el cumplimiento de la 
obligación de cotizar o en el pago de los 
demás recursos de la Seguridad Social”.

La segunda modificación en mate-
ria de infracciones muy graves se 

produce en el artículo 23.1.f) del 
RDL 5/2000, dado que se adapta la 
redacción al nuevo sistema de auto-
liquidación y a las correspondientes 
obligaciones. La infracción queda 
como sigue: “Efectuar declaraciones o 
facilitar, comunicar o consignar datos 
falsos o inexactos, que ocasionen liqui-
daciones, deducciones o compensacio-
nes fraudulentas en las cuotas a satisfa-
cer a la Seguridad Social, o incentivos 
relacionados con las mismas.”

Finalmente, se ha introducido un 
tercer párrafo en el artículo 39.2 del 
RDL 5/2000, regulador de los criterios 
de graduación de sanciones. En él 
se determina que, con relación a las 
infracciones de los artículos 22.3 y 
23.1.b) aquí analizadas, se impondrá 
la sanción en grado máximo, con 
independencia de la cuantía no ingre-
sada, si la razón de la infracotización 

“Para 2015 se ha producido el incremento 
de la base de cotización mínima a 756 euros 
mensuales y de la base de cotización máxima 
a 3.606 euros mensuales”
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se debiera a la ocultación o falsedad 
de las declaraciones o datos que tuvie-
ra obligación de facilitar el empresario 
a la Seguridad Social.

2.3.2 Decreto 2864/1974, de 30 
de agosto, por el que se aprueba 
el texto refundido de las Leyes 
116/1969, de 30 de diciembre, 
y 24/1972, de 21 de junio, por 
el que se regula el Régimen Es-
pecial de la Seguridad Social de 
los Trabajadores del Mar (“De-
creto 2864/1974”).

La Ley 34/2014 también modi-
fica el artículo 19.3 del Decreto 
2864/1974 para adaptarlo a la obliga-
ción de los empresarios consistente 
en comunicar, conforme al artículo 
109.3 de la LGSS, en cada periodo 
de liquidación, el importe de todos los 
conceptos retributivos abonados a sus 
trabajadores.

Otras disposiciones relevantes de 
la Ley 34/2014

Es importante destacar que la Dis-
posición Adicional Primera deter-
mina que el nuevo sistema de liqui-
dación directa de cuotas no limitará 
el derecho de información sobre 
la cotización mensual a la Seguridad 
Social de los trabajadores y de sus re-
presentantes.

Además, conforme a la Disposi-
ción Transitoria Única, otro aspecto 
relevante consiste en el mantenimien-
to del sistema de autoliquidación has-
ta que se produzca la incorporación de 

la totalidad de sujetos responsables al 
sistema de liquidación directa según 
lo previsto en la Disposición Final 
Segunda. En esta última se prevé 
que la incorporación al sistema de 
liquidación directa de cuotas se 
producirá a partir del día primero 
del mes siguiente a aquel en que se 
notifique la resolución correspondien-
te al sujeto responsable del ingreso. 
Asimismo, se establece la obligato-
riedad de aplicar el nuevo sistema de 
liquidación directa a partir del tercer 
mes natural siguiente a aquel en que 
haya tenido la incorporación al mismo. 
Por tanto, hasta entonces será compa-
tible con el sistema de autoliquida-
ción. No obstante, en caso de que el 
sujeto responsable optase por aplicar 
el sistema de liquidación directa con 
anterioridad al tercer mes natural si-
guiente al de su incorporación, el 
apartado segundo de la Disposición 
Final Segunda determina que no 
podrá volver a utilizarse el sistema de 
autoliquidación.

Por último, el desarrollo reglamen-
tario del sistema de liquidación direc-
ta de cuotas de la Seguridad Social 
tendrá lugar, conforme a lo previsto en 
la Disposición Final Primera, en 
el plazo de tres meses desde la entra-
da en vigor de la Ley 34/2014 (que, a 
estos efectos, se produjo el 28 de di-
ciembre de 2014).

Otras consecuencias 
prácticas de la aplicación 
de la Ley 34/2014

En previsión de la incorporación 
al ordenamiento de la Ley 34/2014, 
previamente el legislador había modi-
ficado artículo 109.3 de la LGSS, en 
virtud del cual los empleadores deben 
remitir a la TGSS a través del sistema 
RED el fichero denominado “Concep-
tos Retributivos Abonados” (“CRA”). 
De esta manera, los empleadores 
cumplirán con la obligación de comu-
nicar a la TGSS en cada período de 
liquidación el importe de todos los 
conceptos retributivos abonados a sus 
trabajadores.

Por otra parte, la Ley 34/2014 cul-
mina el denominado Proyecto Cret@, 
que, según difunde la TGSS, consistía 
en el proyecto piloto que la TGSS ha 
venido probando en los últimos años 
para implantar el sistema de liquida-
ción directa de cotizaciones a la Segu-
ridad Social, que permitirá a la TGSS 
adoptar un papel activo en el proceso 
de recaudación.

Orden ESS/86/2015

En relación con la Orden 
ESS/86/2015 cabe destacar, como 
principal novedad para 2015, el in-
cremento, con carácter general, y 
con las salvedades de algunos regíme-
nes especiales de Seguridad Social, de 
la base de cotización mínima a 756 eu-
ros mensuales (753 euros en 2014) y 
de la base de cotización máxima a 
3.606 euros mensuales (3.597 eu-
ros en 2014). n

Conclusiones

•	 El desarrollo reglamentario del sistema de liquidación directa de cuotas de la Seguridad Social tendrá lugar, 
conforme a lo previsto en la Disposición Final Primera, en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de la 
Ley 34/2014 (que, a estos efectos, se produjo el 28 de diciembre de 2014)
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Procesos de tutela crediticia

Nuria Keller. Abogada en Pluta Abogados 

Como punto de partida para analizar las diferentes actuaciones procesales que le corresponden a los 
titulares de derechos de créditos cuyos obligados al pago incurren en incumplimiento o bien en cum-
plimiento parcial, debe tenerse en cuenta que los acreedores privados tendrán que someter su preten-
sión a un Tribunal. Es decir, si bien el acreedor privado siempre puede tratar de reclamar su crédito 
“de manera amistosa” por medios extrajudiciales, lo cierto es que ante una clara negativa de pago por 
parte de su deudor, al acreedor no le corresponde ningún tipo de autoridad propia (autotutela) para 
conseguir la satisfacción de su crédito, y deberá ejercitar alguna de las acciones de tutela que le brinda 
el ordenamiento jurídico.

SUMARIO

1.	 La autotutela frente a los procesos declarativos y ejecutivos
2.	 El proceso civil declarativo										        

	 2.1 Los procesos especiales de tutela de crédito							     
		  2.1.a) El proceso monitorio: notas								      
		  2.1.b) El juicio cambiario

3.	 El proceso de ejecución singular
4.	 El proceso de ejecución colectiva: el concurso de acreedores desde la perspectiva de los acreedores y los 

procesos de tutela crediticia										        
	 4.1 Estructura en secciones del proceso concursal

La autotutela frente a los 
procesos declarativos y 
ejecutivos

De manera muy sucinta, lo que 
puede denominarse como “proceso” 

se desarrollará comenzando con que 
el Tribunal al que se acuda valorará 
la pretensión del acreedor desde el 
ámbito del Derecho, para declararla 
conforme o no con éste, otorgándole 
en el primer caso fuerza ejecutoria, 

esto es, una virtud especial que ya no 
admite ser discutible y, sobre todo, 
la hace de cumplimiento forzoso 
para la parte obligada. Tras conse-
guir la resolución declarativa ejecuta-
ble, y si la misma no fuese cumplida 



   Economist & Jurist   71

voluntariamente, se prevé que la parte 
beneficiada de dicha resolución soli-
cite una segunda pretensión dirigida 
al Tribunal para obtener el respaldo 
coactivo, del cual el propio acreedor 
privado carece, y se le brindarán 
medios coactivos públicos contra 
su deudor si se acredita que la reso-
lución que trata de imponerse goza de 
fuerza ejecutoria.  

El “proceso” de acudir a un terce-
ro (heterotutela) que señalábamos ini-
cialmente consta pues de una primera 
carga de sometimiento a un Tribunal, 
que se trata de un juicio declarativo, y 
la segunda se trata de un juicio ejecuti-
vo. En contraposición con dicha situa-
ción, cabe comparar el “proceso” del 
crédito público donde la Adminis-
tración no necesita autoridad ju-
dicial para establecer y declarar lo 
que es conforme a Derecho, ni para 
imponer su voluntad unilateralmente. 
Lo anterior se debe a la institución 
de la autotutela, pudiendo distinguir 
entre: (i) la declarativa, consistente 
en el privilegio de la Administración 
de emitir actos (decisiones) capaces 
de crear, modificar o extinguir dere-
chos y deberes de los administrados 
sin intermediación de los Tribunales 
y al margen del consentimiento de los 
destinatarios; y (ii) la ejecutiva, por la 
cual estas decisiones pueden ser im-
puestas por la Administración, incluso 
coactivamente (ejecución forzosa ex. 
artículo 95 de la Ley 30/1992, de 26 

de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las AAPP y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común), sin precisar la apro-
bación judicial ni el consentimiento de 
los destinatarios.

El hecho de que la Administración 
se beneficie de la autotutela no ex-
cluye que el Poder Judicial tenga 
el control a posteriori para valorar 
si, en efecto, la actuación administra-

LEGISLACIÓN

www.ksp.es
www.bdifusion.es

•	 Ley 19/1985, de 16 de julio, Cambiaria y del Cheque. (Normas bási-
cas. Marginal: 3658). Art.; 67

•	 Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. (Normas bási-
cas. Marginal: 12615). Arts.; 538-547, 549, 551- 554, 556-564, 
565-569, 570-698,699-720, 812, 819

•	 Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Ad-
ministraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común 
(Vigente hasta el 01 de Junio de 2015). (Normas básicas. Marginal: 
185). Art.; 95, 67

•	 Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal. (Normas básicas. Marginal: 
24050). Arts.; 2.4, 7, 5, 27.2.3º, 50, 51.1, 54.4,  55.1, 55.2, 
72.1º, 100 y ss.118, 121.4, 113.1, 183

“En el proceso del crédito público, la 
Administración no necesita autoridad 
judicial para establecer y declarar lo que 
es conforme a Derecho, ni para imponer su 
voluntad unilateralmente”
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tiva se ajusta a Derecho; aunque signi-
fique que los ciudadanos se sitúen en 
la posición de ser los recurrentes ante 
los Tribunales contra las decisiones 
y/o actuaciones administrativas que se 
presuman ilegítimas.

El proceso civil declarativo

Los procesos especiales de tutela 
de crédito

a) El proceso monitorio: notas

El juicio monitorio es un proce-
dimiento judicial para reclamar 
el pago de deudas dinerarias de 

cualquier importe.

Requisitos de la deuda objeto 
de reclamación: la cantidad debe ve-
nir acreditada a través de un principio 
de prueba de la deuda que se reclama, 
y por tanto del derecho del peticio-
nario (documentos acreditativos son, 
entre otros, aquellos que aparezcan 
firmados por el deudor, facturas, alba-
ranes de entrega, etc.). Para iniciar un 
proceso monitorio, el artículo 812 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) 
establece asimismo que la deuda sea 
dineraria, líquida, determinada, 
vencida y exigible.

Fases del proceso monitorio:

1ª Petición: El juicio monito-
rio comenzará con una petición que 
hace el acreedor de la deuda en la 
que se constará:

•	Los datos del deudor.

•	El domicilio del acreedor y 
del deudor, o el lugar en que 
pudieran ser hallados.

•	El origen y cuantía de la deu-
da.

•	La acreditación de la deuda 
mediante medios documenta-
les.

Si bien resulta conveniente, no 
existe obligación de que para la 
presentación de la petición inicial del 
procedimiento monitorio intervengan 
abogado ni procurador.

2ª Requerimiento de pago: Una 
vez admitida por el Juzgado la petición 
del monitorio, tiene lugar por parte 
del Secretario Judicial el requerimien-
to de pago de la deuda en el plazo de 
veinte días hábiles al deudor. Trascu-
rrido el citado plazo, podemos encon-
trarnos con los siguientes escenarios, y 

“El acreedor concursal puede presentar 
una demanda incidental de impugnación 
de la lista de acreedores, en caso de que 
el crédito haya sido excluido de la masa 
pasiva, o clasificado de manera distinta a la 
pretendida por el acreedor”
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sus correspondientes consecuencias:

a) Que el deudor pague al 
ser requerido para ello por el 
Juzgado; una vez se acredite el 
abono de la deuda, se archiva-
rá el procedimiento.

b) Que el deudor no pague 
en el plazo de veinte días del 
que dispone, ni se persone en 
el Juzgado dentro de ese plazo 
para manifestar los motivos por 
los que considera que no debe 
la cantidad reclamada. En cual-
quiera de estos dos supuestos, 
se declarará terminado el pro-
ceso, y el acreedor podrá 
iniciar la ejecución de esa 
cantidad mediante el embargo 
de bienes, nóminas, vehículos, 
cuentas corrientes, etc.

c) Que el deudor se oponga 
a la petición del monitorio, per-
sonándose en el Juzgado, y ma-
nifestando por escrito los moti-
vos por los que alega no deber 
el importe de la deuda (ya sea 
total o parcial).

Consecuencias en caso de la 
oposición:

La eficacia del monitorio estriba en 
si el deudor no alega nada o admite el 
reconocimiento de deuda, así como 
en que se exime al acreedor de la in-
tervención de abogado y procurador; 
pero si el deudor presenta oposición, 
el asunto se resolverá definitivamente 
en el juicio que corresponda, habien-
do lugar a la apertura de otro pro-
ceso, el declarativo, que será uno 
u otro en función del importe que se 
reclame:

•	Cuando la cuantía de la deu-
da reclamada no excediera de 
la propia del juicio verbal (has-
ta 6.000 euros), el Secretario 
judicial dará por terminado el 

proceso monitorio, y acordará 
la tramitación del Juicio Ver-
bal, convocando a las partes a 
juicio. Si se reclaman menos 
de 2.000 euros no es necesario 
comparecer asistidos de aboga-
do y procurador al juicio.

•	Cuando el importe de la re-
clamación supere el importe 
de 6.000 euros procede un 
Juicio Ordinario. El deman-
dante deberá interponer me-
diante abogado y procurador 
una nueva demanda dentro del 
plazo de un mes desde el trasla-
do del escrito de oposición del 
deudor. Si no presentase la de-
manda en ese plazo, se archiva-
rán las actuaciones, y se conde-
nará en costas al acreedor.

Si presentare la demanda den-
tro del plazo del mes, se le dará 
traslado de ella al demandado 
para que la conteste, y seguirá 
los trámites del Juicio Ordina-
rio hasta sentencia.

Si bien por motivos de extensión 
excede del ámbito del presente artícu-

lo, resulta relevante indicar la norma 
que regula a nivel europeo el proce-
so monitorio: Reglamento (CE) núm. 
1.896 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 12 de diciembre de 2006, 
por el que se establece un proceso moni-
torio europeo.

b) El juicio cambiario 

El proceso especial de Juicio Eje-
cutivo Cambiario (arts. 819 y siguien-
tes de la Ley de Enjuiciamiento Civil) 
permite a los acreedores que osten-
ten títulos cambiarios reclamar a 
sus deudores de una forma especial-
mente rápida y privilegiada que lleva 
ejecución.

1º. El juicio cambiario se inicia me-
diante la presentación ante el Juzgado 
de una demanda sucinta a la que se 
acompañará el título o títulos cam-
biarios (letras de cambio, cheques o 
pagarés impagados). Con la demanda 
cabe solicitar el embargo preven-
tivo de los bienes del demandado. 
Resulta preceptiva la intervención de 
abogado y procurador.

2º. El Juez verificará si el título pre-
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sentado reúne los requisitos formales 
exigidos por la Ley Cambiaria y del 
Cheque (LCC) para que tenga validez 
y, si lo encuentra conforme, adoptará 
mediante auto, automáticamente sin 
más trámites, las siguientes medidas:

1) Requerir al deudor para 
que pague en el plazo de 10 
días.

2) Ordenar el inmediato em-
bargo preventivo de bienes 
del deudor por la cantidad 

que figure en el título cambia-
rio, más otra cantidad (sin que 
exceda del 30% de lo reclama-
do) para intereses de demora, 
gastos y costas, por si no se 
atendiera el requerimiento de 
pago.

3º. Efectuado el requerimiento de 
pago el deudor tiene las siguientes po-
sibilidades:

a) Pagar: Si el deudor paga 
la cantidad reclamada más las 

costas, se pondrá a disposición 
del acreedor el pago, y se archi-
vará el procedimiento.

b) No pagar ni oponerse. En 
tal caso, se despachará ejecu-
ción contra los bienes del deu-
dor, y se elevarán a definitivos 
los embargos preventivos acor-
dados como si se tratase de una 
sentencia firme. 

c) Oponerse. Las causas de 
interposición de demanda de 
oposición sólo podrán ser las 
previstas por la Ley. Si el deu-
dor se opone, se dará traslado 
de la demanda de oposición 
al acreedor, con citación para 
la celebración de una vista 
donde las partes alegarán y pro-
barán lo que estimen oportuno 
sobre las causas de oposición 
alegadas, y se terminará me-
diante sentencia.

“La eficacia del monitorio estriba en 
si el deudor no alega nada o admite el 
reconocimiento de deuda, así como en que 
se exime al acreedor de la intervención de 
abogado y procurador”
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Los motivos tasados que puede 
oponer el deudor cambiario en un 
Juicio Ejecutivo Cambiario son los 
enumerados en el artículo 67 de la Ley 
Cambiaria y del Cheque:

a) La inexistencia o falta de va-
lidez de su propia declaración 
cambiaria, incluida la falsedad 
de la firma.

b) La falta de legitimación del 
tenedor, o de las formalidades 
necesarias de la letra de cam-
bio, conforme a lo dispuesto en 
esta Ley.

c) La extinción del crédito 
cambiario cuyo cumplimiento 
se exige al demandado.

El proceso de ejecución 
singular

Ante el incumplimiento voluntario 

del deudor, el acreedor deberá instar 
el cumplimiento forzoso. A los me-
ros efectos sistemáticos y con carác-
ter expositivo, durante el proceso de 
ejecución puede distinguirse:

1ª Una primera fase de iniciación, 
que comienza con la presentación por 
parte del ejecutante, frente al ejecuta-
do (art. 538-544 LEC), y ante el tribu-
nal competente (arts. 545-547 LEC) 
de una demanda ejecutiva (art. 549 
LEC), cuya admisión determina que 
se dicte un auto despachando la 
ejecución (arts. 551-554 LEC), en 
el que se adoptarán ya las medidas 
coercitivas tendentes a hacer efecti-
va la condena, o la obligación vincula-
da al título de ejecución, cuya práctica 
tiene lugar en ocasiones tras haberse 
efectuado un previo requerimiento 
judicial de pago (arts. 580-581 LEC).

2ª Como fase posterior estaría la 
oposición, fase en la cual la parte eje-
cutada podrá aducir las causas o moti-

vos, tanto procesales como materiales 
o de fondo, por los que, a su juicio, 
la ejecución no debe seguir adelante 
(arts. 556-564 LEC). La oposición 
admite motivos muy restringidos y 
no tiene carácter suspensivo (art. 
556.2 LEC) en el caso de la ejecución 
de títulos jurisdiccionales o arbitrales 
-lo que difiere en casos de ejecución 
de títulos no jurisdiccionales o arbitra-
les-.

3ª Tras la oposición, se desarrollará 
la ejecución propiamente dicha; esto 
es, se seguirán el conjunto de medidas 
y actuaciones mediante los cuales se 
obtenga el cumplimiento forzoso del 
ejecutado. Dichas medidas difieren 
según se trate de una ejecución di-
neraria (arts. 571-698 LEC se regula 
por ej. el embargo y la subasta), o de 
una ejecución no dineraria (arts. 
699-720 LEC).

4ª El proceso de ejecución forzosa 
concluirá al alcanzar la completa sa-

bibliografía											         

www.ksp.es
www.bdifusion.es

BIBLIOTECA

•	 NOGUERA DE ERQUIAGA, JUAN CARLOS. Ley Concursal. Madrid. Ed. Difusión Jurídica. 2011

•	 VÁZQUEZ IRUZUBIETA, CARLOS. Comentario a la Ley de Enjuiciamiento Civil. 2ª Edición. Actualizado. Madrid. 
Ed. Difusión Jurídica. 2012

•	 PICÓ I JUNOY, JOAN Y ADÁN DOMENECH, FEDERICO. La tutela judicial del crédito. Estudio práctico de los 
procesos monitorio y cambiario. Barcelona. Ed. JM Bosch Editor.2005

ARTÍCULOS JURÍDICOS

•	 IZQUIERDO, JAVIER J. Y PÉREZ CARRASCOSA, MARTA. Medidas de protección del crédito: el nuevo párrafo 
final del artículo 813 de la LEC. Economist&Jurist Nº 155. Noviembre 2011. (www.economistjurist.es)

•	 SALA REIXACHS, ALBERTO. Los créditos contra la masa en el concurso de acreedores. Economist&Jurist Nº 
150. Mayo 2011. (www.economistjurist.es)

•	 DOMINGO MONFORTE, JOSÉ y VINUESA GALIANO, MARIA LUISA. Tutela procesal y sustantiva del crédito. 
Procesos en reclamación de deudas. Economist&Jurist Nº 125. Noviembre 2008. (www.economistjurist.es)



76   Economist & Jurist   

derecho
procesal

tisfacción del acreedor ejecutante (art. 
570 LEC), si bien cabe la suspen-
sión de la ejecución por las causas 
establecidas en los arts. 565-569 LEC.

El proceso de ejecución 
colectiva: el concurso 
de acreedores desde 
la perspectiva de los 
acreedores y los procesos 
de tutela crediticia

En caso de insolvencia (incum-
plimiento generalizado de sus obli-
gaciones de pago), el deudor debe 
solicitar el concurso de acreedores 
según lo dispuesto en el artículo 5 de 
la Ley Concursal (LC). La declara-
ción de concurso conlleva efectos 
jurídicos significativos en diversos 
ámbitos; viéndose los acreedores 
especialmente afectados por dicho 
proceso, ya que sus créditos pasa-
rán a formar parte de la masa pasi-
va en la cual se integrarán según la 
clasificación que les corresponda 

(acreedores privilegiados, ordinarios, 
subordinados), y la satisfacción de 
dichos créditos deberá someterse al 
proceso concursal que se tramitará 
con carácter universal. En efecto, el 
concurso de acreedores recibe pre-
cisamente tal denominación al con-
llevar una ejecución colectiva, sin 
admitirse que los acreedores de la 
empresa declarada en concurso pue-
dan dirigir nuevas acciones contra el 
patrimonio del concursado fuera del 
ámbito del procedimiento concursal 
ante el juez mercantil que conozca 
del mismo (art. 50 LC). Por ello, a 
los efectos de tener constancia “de-
clarativa”, los acreedores deberán 
comunicar a la Administración 
concursal las cantidades adeuda-
das por la concursada, y revisar que 
sean reconocidas correctamente en 
la lista de acreedores que acompaña 
al Informe de la Administración 
concursal para plantear en su caso 
una demanda incidental de impugna-
ción de la lista de acreedores, en caso 
de que el crédito haya sido excluido 

de la masa pasiva, o clasificado de 
manera distinta a la pretendida por el 
acreedor. 

La regla general para los procesos 
declarativos en que la concursa-
da sea parte y se hubieran iniciado 
con anterioridad a la declaración de 
concurso, consiste en que procede la 
continuación ante el mismo tribunal 
que estuviera conociendo de ellos has-
ta que recaiga sentencia (art. 51.1 LC).

En cuanto a los procesos ejecu-
tivos, una vez declarado el concurso 
tampoco podrán iniciarse ejecuciones 
singulares ni seguirse apremios admi-
nistrativos o tributarios (art. 55.1 LC), 
mientras que las actuaciones que se 
hallaran en tramitación quedarán 
en suspenso desde la fecha de decla-
ración de concurso (art. 55.2 LC).

Entre los fines y principios del pro-
cedimiento concursal se encuentra el 
de  “alcanzar la máxima satisfacción 
de los acreedores”, recibiendo un trato 
de favor por parte de la Ley Concursal 
la solución del concurso por conve-
nio, frente a la alternativa de la liqui-
dación; si bien la realidad evidencia 
que la gran mayoría de los concursos 
terminan en liquidación. En cualquier 
caso, la aprobación del convenio 
depende de los votos favorables de los 
acreedores que obtenga la propuesta 
efectuada por parte de la concursada, 
la cual puede contener quitas en  las 
cuantías de los créditos, y esperas 
en los plazos establecidos durante el 
convenio (art. 100 y siguientes de la 
Ley Concursal).

A continuación se señalan una 
serie de funciones que la Ley Con-
cursal otorga a los acreedores dentro 
del proceso concursal, más allá de la 
pretensión de reconocimiento de su 
crédito:

•	Instar la declaración de un 
concurso de acreedores ne-
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Conclusiones

•	 El juicio monitorio es un procedimiento judicial para reclamar el pago de deudas dinerarias de cualquier impor-
te, siempre que las deudas sean dinerarias, líquidas, determinadas, vencidas y exigibles

•	 El proceso especial de juicio ejecutivo cambiario permite a los acreedores que ostenten títulos cambiarios recla-
mar a sus deudores de una forma especialmente rápida y privilegiada que lleva ejecución

•	 Ante el incumplimiento voluntario del deudor, el acreedor deberá instar el cumplimiento forzoso, mediante el 
proceso de ejecución singular

•	 En caso de insolvencia (incumplimiento generalizado de sus obligaciones de pago), el deudor debe solicitar el 
concurso de acreedores, que recibe precisamente tal denominación al conllevar una ejecución colectiva

cesario de su deudor (art. 2.4 
LC y art. 7 LC).

•	Ser nombrado administra-
dor concursal acreedor en 
caso de concurso ordinario 
de especial trascendencia (art 
27.2.3º LC), concurriendo asi-
mismo el requisito de que dicho 
acreedor figure en el primer ter-
cio de mayor importe.

•	Formular acciones de rein-
tegración de la masa activa 
en caso de que no las interpon-
ga la Administración concursal 
transcurridos dos meses des-
de el requerimiento a ello (art. 
72.1º LC).

•	Legitimación subsidiaria para 
el ejercicio de acciones de 
contenido patrimonial del 
concursado, y que no interpon-
ga la Administración concursal 
ni el deudor concursado en el 
referido plazo de 2 meses, y una 
vez insinuadas por el acreedor 
(art. 54.4 LC).

•	Calificación, mediante la pre-
sentación de alegaciones.

•	Derecho de asistencia a la 
junta de acreedores convoca-
da para la tramitación del con-

venio (art. 118 LC), y a votar las 
propuestas presentadas por el 
concursado (art. 121.4 LC).

•	Presentar propuesta de 
convenio (art. 113.1 LC).

•	Posibilidad de comparecer 
y personarse en las secciones 
del proceso concursal.

Estructura en secciones del proceso 
concursal

Con independencia de que se trate 
de una tramitación ordinaria o abrevia-
da, la estructura del proceso concursal 
se divide en seis secciones con pie-
zas separadas, cuyo desarrollo con los 
correspondientes “incidentes” y conte-
nido está legalmente determinado en el 
art. 183 LC: 

La sección primera, que es proce-
salmente la principal, comprende lo 
relativo a la declaración de concur-
so (nacimiento de todos sus efectos ju-
rídicos), a las medidas cautelares, a la 
resolución final de la fase común, a la 
conclusión y, en su caso, a la reapertura 
del concurso.

La sección segunda abarca 
todo aquello relacionado con la 
administración concursal: nom-
bramiento, estatuto, rendición de 

cuentas y responsabilidad.

La sección tercera es la dedicada a 
la determinación de la masa activa, a 
las autorizaciones para la enajenación 
de bienes y derechos de la masa acti-
va, a las acciones de reintegración y de 
reducción, así como a las deudas de la 
masa.

La sección cuarta comprende la 
determinación de la masa pasiva, la 
comunicación, reconocimiento, gra-
duación y clasificación de los créditos 
concursales y al pago de los acreedores. 
Dentro de esta sección tienen lugar, en 
pieza separada, los juicios declarativos 
contra el deudor que se hubieran acu-
mulado al concurso de acreedores y las 
ejecuciones que se inicien o se reanu-
den contra el concursado.

La sección quinta se refiere a la so-
lución del concurso, tanto en lo relati-
vo a una solución por convenio, como 
por liquidación, y también si los ante-
riores son anticipados.

La sección sexta se encarga de la 
calificación del concurso. Esta sec-
ción no tiene carácter necesario, or-
denándose su formación en la misma 
resolución judicial que (i) apruebe el 
convenio considerado por Ley como 
gravoso, o (ii) que ordene la apertura 
de la fase de liquidación.  n
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Los sistemas de minutación aplicados por los 
abogados

Oscar Fernández de León. Socio Director de Leonolarte Abogados

Introducción

Con fundamento en los artículos 

44 del Estatuto General de la Aboga-
cía Española y artículo 16 del Código 
Deontológico de la Abogacía Españo-

la1, los abogados han ido desarrollando 
diversas modalidades que trataremos 
en este artículo, si bien a modo de in-

SUMARIO

1.	 Introducción	
2.	 Sistema de tarifación horaria
3.	 Sistema de honorarios fijos o por precio determinado
4.	 La iguala de servicios profesionales
5.	 Sistema de minutación en función del resultado					   

Los sistemas de minutación, considerados como la forma en la que los abogados perciben la compensa-
ción económica de sus clientes por los servicios prestados, constituyen una herramienta esencial para 
el crecimiento de los despachos, estando íntimamente vinculados a la política de precios de la firma y, 
cómo no, a la implementación de sus decisiones estratégicas, máxime si tenemos en consideración que 
la adecuada elección de uno u otro sistema repercutirá en los procesos de captación y fidelización del 
cliente y de rentabilidad del despacho.  

      	1  Tradicionalmente los Colegios venían estableciendo unos honorarios mínimos que auxiliaran a los abogados al establecimiento de sus honorarios 
(a diferencia de los procuradores que se han regido por el sistema arancelario), potestad ésta que fue suprimida por el Real Decreto Ley 5/1996 de 
7 de junio, sobre medidas liberalizadoras en materia de suelo y de Colegios Profesionales, disposición que, sobre la base de una posible limitación 
de la competencia, elimina tal potestad, si bien permite que los Colegios establezcan baremos de honorarios orientativos. Posteriormente, y acorde 
con la doctrina que exigía la normativa comunitaria sobre defensa de la competencia, la Ley 25/2009, de modificación de diversas leyes para su 
adaptación  a la ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio , conocida como la “Ley Ómnibus” establece que “los colegios 
profesionales y sus organizaciones colegiales no podrán establecer baremos orientativos ni cualquier otra orientación, recomendación, directriz, 
norma o regla sobre honorarios profesionales salvo lo establecido en la disposición adicional cuarta”. Dicha disposición adicional cuarta estableció 
que” los colegios podrán elaborar criterios orientativos a los exclusivos efectos de la tasación de costas y de la jura de cuentas de los abogados. Di-
chos criterios serán igualmente válidos para el cálculo de honorarios y derechos que corresponden a los efectos de tasación de costas en asistencia 
jurídica gratuita”.													          
En definitiva, al día de hoy, los Colegios de Abogados pueden elaborar criterios orientativos exclusivamente para tasaciones de costas, juras de 
cuentas y asistencia jurídica gratuita, no pudiendo establecer baremos orientativos ni realizar recomendaciones o directrices sobre esta materia.



   Economist & Jurist   79

troducción señalaremos los tres pre-
supuestos que deben condicionar la 
puesta en práctica de todo sistema 
de minutación:

1º.-  Para la determinación lo más 
aproximada posible de los honorarios 
que serán objeto de minutación es 
fundamental que el despacho esta-
blezca a priori, y a través de su política 
de precios, el coste de producción 
del servicio y el beneficio que 
pretendemos obtener con la per-
cepción de dichos honorarios.

2º.- Sea cual sea la modalidad em-
pleada, es fundamental que el pacto 
por el que se establezca se materialice 
a través de la correspondiente hoja 
de encargo.

3º.- Todo sistema deberá respetar 
los principios de transparencia y 
previsibilidad que informan el pro-
ceso de fijación de los honorarios.

Expuesto lo anterior, examinare-
mos a continuación las modalidades 
más frecuentes existentes en el mer-
cado de los servicios legales (honora-
rios fijos, por horas, iguala y pacto de 
cuota litis), para lo que seguiremos un 
esquema uniforme: concepto, carac-
terísticas, beneficios e inconvenien-
tes.

Sistema de tarifación hora-
ria

El sistema, conocido como fac-

turación por horas, consiste en la 
minutación de los honorarios en una 
cuantía equivalente al resultado de 
multiplicar número de horas realiza-
das durante la prestación del servicio 

por el precio asignado a la hora de tra-
bajo del profesional.

Este sistema, importado de las 
firmas anglosajonas y empleado ha-

“La factura profesional en la tarificación 
horaria, debe contener el servicio prestado, 
el abogado que lo ha realizado, el tiempo 
dedicado en horas, el valor de la hora, y el 
precio final resultante al que se aplicarán 
los impuestos preceptivos”
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bitualmente por los medianos y 
grandes despachos, se caracteriza 
por las siguientes notas:

–– Las tarifas horarias se fijan en 
función del profesional que va 
a intervenir en el asunto, de 
manera que la tarifa de un so-
cio no será la misma que la de 
un asociado, ni esta igual que 
la de un junior. La categoría 
profesional, veteranía y expe-
riencia son aquí determinan-
tes para determinar el importe 
de la tarifa, lo cual es absolu-
tamente lógico y coherente, 
pues a mayor experiencia 
y prestigio más altos serán 
los honorarios tarifados y 
viceversa.

–– Si bien es una cuestión discu-
tible, en mi opinión, el tiempo 
dedicado a un asunto por el 
abogado no equivale en todos 
los casos a la eficacia o calidad 
exigida por el cliente, por lo 
que dependiendo de diversas 
circunstancias un profesional 
puede ser más eficaz en una 
hora de trabajo que en un nú-
mero superior.

–– El despacho deberá disponer 
de un protocolo de control 
de horas, de modo que to-
dos los abogados que inter-

vengan en el asunto, deberán 
anotar con el debido rigor to-
das y cada una de las horas 
y fracciones que empleen 
durante su prestación. Actual-
mente, existen aplicaciones 
tecnológicas muy desarrolladas 
para tal fin.

–– Herramienta fundamental de 
este sistema lo constituye la 
factura profesional, en la 
cual el despacho habrá de reali-
zar un pormenorizado desglose 
en el que se identifique el ser-
vicio prestado, el abogado 
que lo ha realizado, el tiempo 
dedicado (por horas), el valor 
de la hora y el precio final 
resultante al que se aplicarán 
los impuestos preceptivos 

(algunos despachos no especi-
fican las horas por cada servi-
cio, sino el total, a fin de evitar 
controversias con los clientes).

–– Este sistema de minutación 
tiene escasa implantación 
en los despachos pequeños, 
y ello debido a que los clientes 
que se sienten más atraídos por 
el mismo son aquellos que dis-
ponen de un elevado volumen 
de negocio, lo que los hace 
acreedores a recibir el asesora-
miento de grandes firmas.

Como beneficios de este sistema 
para el abogado, podemos destacar 
que es un sistema neutro, en el que 
existe una absoluta equivalencia entre 
lo que se trabaja y lo que se percibe 
como remuneración, máxime cuando, 
como hemos expuesto anteriormente, 
el despacho, anteriormente a la mi-
nutación, ha establecido las bases de 
cálculo del coste de la hora de trabajo 
del abogado y el beneficio correspon-
diente, lo que supone evitar el riesgo 
de las desviaciones entre el coste 
y la retribución.

Por el contrario, el sistema exige un 
mayor esfuerzo a los profesionales im-
plicados, quienes deberán realizar un 
metódico trabajo de control y comu-
nicación de horas de trabajo, si bien 

“El sistema de honorarios fijos facilita la 
gestión financiera y presupuestaria del 
despacho, pues dispondrá de unos ingresos 
establecidos desde el principio, pero 
en ocasiones el trabajo, muy superior al 
previsto, se tornará irrentable”
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como ya anticipamos con los últimos 
avances tecnológicos este inconve-
niente se ha suavizado sobremanera.

En cuanto al cliente, el principal 
beneficio es la neutralidad del siste-
ma, ya que éste, a través de la factura 
dispondrá de una información muy 
completa sobre las tareas y el tiempo 
de dedicación del despacho. No obs-
tante, el inconveniente reside en 
que el cliente, al comenzar con la 
relación profesional, desconoce 
la suma que finalmente va a te-
ner que pagar al despacho, pues 
no existe estimación previa alguna, lo 
que suele mitigarse con la solicitud 
de una estimación previa de horas 
a realizar en el encargo. Por otro 
lado, el cliente es consciente de que 
el tiempo dedicado a un asunto por el 
abogado no equivale en todos los casos 
a la eficacia o calidad requerida.

La tendencia actual respecto a la 
aplicación del sistema de tarifación 
horaria viene representada por un 
notable descenso en la aplicación 
del mismo, pues los clientes, acucia-
dos por los recortes presupuestarios 
en servicios jurídicos, consideran que 
a través del mismo no se tiene la su-
ficiente certeza sobre el coste final, y 

por tanto no se adapta a los criterios 
de control financiero vigentes, emi-
grándose a otros sistemas que favorez-
can la necesaria transparencia y previ-
sibilidad.

Sistema de honorarios fijos 
o por precio determinado

A través de este sistema el despa-
cho pacta con el cliente un precio 
fijo invariable por la prestación 
de unos servicios cuyo ámbito de 
actuación queda perfectamente de-
terminado en la hoja de encargo. 

Este sistema, de gran predica-
mento entre los abogados, y he-
redero directo de los ya extintos ba-

remos mínimos y orientadores de los 
Colegios de Abogados, se caracteriza 
por los siguientes elementos:

–– Es un sistema muy empleado en 
la presupuestación de los asuntos 
judiciales, aunque es plenamen-
te aplicable a supuestos de 
encargos extrajudiciales (ela-
boración de un contrato, consti-
tución de una sociedad, etc…).

–– El precio presupuestado y 
aceptado por el cliente suele 
mantenerse invariable durante 
la relación profesional.

–– Para la estimación de los hono-
rarios fijos, el despacho deberá 

“La iguala permite discriminar los 
servicios contratados, lo que permitirá 
buscar fórmulas mixtas de minutación, 
por ejemplo, iguala por servicios de 
asesoramiento extrajudicial y bonificación 
del tanto por ciento en litigios”
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emplear una correcta política de 
precios a través de un adecuado 
análisis del trabajo a realizar, 
los profesionales que interven-
drán en el asunto, o el tiempo 
previsto de dedicación y, con 
esta información, realizar una es-
timación previa del coste de los 
honorarios.

Para el abogado, este sistema tiene 
como beneficio principal la seguridad 
que le proporciona el conocer los hono-
rarios que va a percibir por el encargo y 
la forma de pago del mismo, lo que faci-
litará la gestión financiera y presu-
puestaria del despacho, pues dispon-
drá de unos ingresos establecidos desde 
el principio y con una previsión de cobro 
a futuro, que favorecerá, junto con otros 
casos similares, la gestión de su tesorería.

Sin embargo, la fijación de honorarios 
determinados se caracteriza por su incer-
tidumbre, puesto que en la mayoría de los 
casos el abogado no estará en condiciones 
de poder cerrar ab initio y con la debida se-
guridad un precio por sus servicios, y ello 
debido a la dificultades de conocer las 
incidencias futuras del proceso, por 
lo que en ocasiones la estimación será de-
fectuosa y posteriormente el trabajo, muy 
superior al previsto, se tornará irrentable.

Por el contrario, para el cliente, este 
sistema genera mucha seguridad y cer-
tidumbre, puesto que desde el principio 
conocerá el importe y forma de pago de 
los honorarios, lo que facilitará su gestión 
presupuestaria.

Concluir señalando que, en la actua-
lidad, es un sistema muy empleado en 
los despachos profesionales, especial-
mente medianos y pequeños, y cuyo 
uso, a resultas de la crisis económica, se 
está incrementando en los grandes despa-
chos.

La iguala de servicios profe-
sionales

La iguala de servicios2 es una mo-
dalidad del contrato típico de arren-
damiento de servicios previsto en el 
artículo 1.544 del Código Civil, por el 
que el despacho se compromete du-
rante un cierto tiempo a prestar 
un servicio a cambio de un precio 
cierto, concreto y determinado de 
antemano, que el cliente abonará por 
períodos establecidos; precio que no 
será objeto de modificación (salvo ex-
clusiones pactadas), y se abonará con 
independencia del contenido, impor-
tancia o complejidad concreta de los 
problemas que se planteen dentro de 
la órbita de los servicios pactados; re-
sultando indiferente la mayor o menor 
complejidad de los trabajos, que se 
remuneran con un precio único (la 
“iguala”), al margen de la compleji-
dad o falta de complejidad de los 
trabajos, e incluso de si éstos llegan a 
producirse. Más que la efectiva pres-
tación de un servicio concreto, es la 
disposición y obligación de prestarlo a 
requerimiento del arrendador. 

Atendiendo a esta definición, la 
iguala de servicios, que puede por 
tanto considerarse una modalidad de 
honorarios fijos, está revestida de las 
siguientes características:

–– Los honorarios son fijos y 
determinados al formalizar 
el contrato (salvo exclusiones 
pactadas).

–– El pago de los honorarios 
suele ser periódico, normal-
mente de carácter mensual o 
trimestral.

–– Si bien los encargos concretos 
a realizar por el abogado no 
están concretados ab initio, el 

abogado deberá prestar sus 
servicios una vez estos se 
produzcan (siempre dentro 
del marco del tipo de servicios 
pactado) sea cual sea el nivel 
de su complejidad.

–– En cuanto al alcance de los 
servicios, la iguala permite 
discriminar a través de su 
objeto los servicios contra-
tados, lo que permitirá buscar 
fórmulas mixtas de minutación 
(por ejemplo, iguala por servi-
cios de asesoramiento extraju-
dicial y bonificación del X % en 
litigios).

En cuanto a los inconvenientes 
de la iguala para el abogado, estos 
pueden circunscribirse a tres situacio-
nes bien conocidas por quienes em-
plean este sistema:

1º. Una deficitaria política de pre-
cios o una mala negociación puede 
motivar que se pacte la prestación de 
un servicio a un precio inferior a los 
costes que se van a devengar, hipote-
cándose con ello la relación puesto 
que, sin ningún género de dudas, ter-
minarán produciéndose conflictos en 
un contexto deficitario de la misma.

2º. A pesar de que el cliente cono-
ce que la iguala supone la disposición 
permanente del profesional para la lle-
vanza de tareas complejas que pueden 
exigir un alto nivel de responsabilidad, 
lo cierto es que en ocasiones, cuando 
el cliente está pagando la iguala 
mensual, y hay periodos tempora-
les en los que no hace encargo 
alguno, es habitual que aquel cliente 
percibirá esta situación como desven-
tajosa, lo que puede afectar al vín-
culo profesional.

3º.- Otro inconveniente suele pro-

      	2  Sentencia de la Audiencia Provincial de La Coruña, de 07/12/2007.
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ducirse cuando la relación cesa al 
finalizar el término pactado, y el 
abogado no ha previsto debidamente 
dicha circunstancia en el contrato. 
¿Qué ocurre entonces? ¿Tiene el abo-
gado obligación de continuar con los 
asuntos? ¿Puede renunciar a la con-
tinuación de los encargos en curso?, 
cuestiones de notable importancia, ya 
que es habitual que el cliente exija 
la conclusión del asunto sin coste 
adicional al amparo de la iguala.

Para el cliente, los beneficios 
son evidentes: la iguala es una pro-
puesta atractiva, dado que aquél co-
noce de antemano el coste de los 
servicios del abogado, y dispone de 
la libertad de encargar al despacho 
los asuntos que considere oportunos 
dentro del objeto del contrato sin pre-
ocuparse por el coste puntual de los 
mismos.

En cuanto a los inconvenientes, y 
acorde con la percepción del cliente, ya 
hemos apuntado su dificultad de acep-
tar que está pagando un precio por un 
servicio que, en ocasiones, no emplea.

Finalmente, señalar que este sis-
tema está destinado a jugar un papel 
importante en estos momentos de in-
certidumbre y limitación de recursos 
económicos para los clientes y los des-
pachos de abogados, máxime teniendo 
en cuenta que constituye un proceso 
de minutación válido para todo 
tipo de clientes (particulares y em-
presas, pequeñas, medianas o grandes), 

y que puede ser aplicado por despa-
chos de cualquier dimensión.

Sistema de minutación en 
función del resultado

Más conocido por “cuota litis”, 
puede definirse como aquel sistema 
de minutación por el que el abogado 
que interviene en el asunto conviene 
con el cliente que sus honorarios 
sólo se percibirán en función del 
resultado favorable o positivo del 
mismo. La materialización de dicha 
convención se lleva a cabo habitual-
mente a través de la aplicación de un 
porcentaje del valor económico 
del resultado obtenido con la inter-
vención del abogado.

El sistema de cuota litis puede 
dividirse en dos subsistemas, el sis-
tema genuino o estricto, enten-
diéndose por tal el acuerdo entre 
el abogado y su cliente, previo a la 
terminación del asunto, en virtud 
del cual éste se compromete a pa-
garle únicamente un porcentaje 
del resultado del mismo, indepen-
dientemente de que consista en una 
suma de dinero o cualquier otro be-
neficio, bien o valor que consiga el 
cliente por ese asunto; y el sistema 
mixto, en el que si bien persiste el 
acuerdo de percepción de honorarios 
en función del resultado, se estable-
cen unos honorarios que deberán ser 
satisfechos por el cliente al comien-
zo de la relación, con la finalidad de 
compensar el tiempo que el despa-

cho dedicará al mismo, o para cubrir 
los gastos que acarrearía el desarro-
llo del asunto en el hipotético caso 
de que se perdiera. 

El pacto de cuota litis, de gran rai-
gambre en los países anglosajones, ha 
estado sometido en nuestro país a las 
más diversas polémicas que han 
sido tratadas por nuestra doctrina de 
forma muy profusa3, si bien no es ob-
jeto de esta colaboración entrar en el 
debate existente en torno a su legali-
dad o adaptación a las normas deonto-
lógicas de la profesión.

Entre sus características más signi-
ficativas destacan las siguientes:

–– Es un sistema que se está 
aplicando progresivamente en 
nuestro país especialmente 
en casos de reclamaciones 
de sumas económicas, tales 
como reclamaciones de indem-
nizaciones por accidentes, des-
pidos, reclamaciones de canti-
dad, incluso herencias, etc.

–– No es un sistema que se use 
de forma generalizada en los 
despachos, y ello por razón de 
los costes que conlleva el pacto 
y, en última instancia, el ries-
go que eventualmente puede 
sufrir su cuenta de resultados 
para el caso de no tener éxito 
la acción entablada.

–– Por su complejidad el pacto 
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debe constar por escrito, 
dadas las diversas controver-
sias que pueden producirse 
como consecuencia de su apli-
cación (resolución anticipada 
del asunto, costas, instancias 
que comprenden los servicios, 
posibilidad de cobro de los fon-
dos del cliente por el abogado e 
imputación de pago de honora-
rios, etc.).

En cuanto a los beneficios del 
sistema, para el abogado podrían 

destacarse la posible captación de 
clientes que probablemente no acce-
derían al despacho en otras condicio-
nes, sumado a la existencia de unos 
honorarios finales superiores a la 
media que se hubiere obtenido en el 
supuesto de contratarse por otro sis-
tema (la media actual está entre un 
15 % y un 20 %). Sin embargo, espe-
cialmente en la cuota litis estric-
ta pueden producirse numerosos 
inconvenientes, no solo por el alto 
coste que para el despacho conlleva la 
prestación de tal servicio (que se in-

crementa exponencialmente cuando 
el éxito no es total o se fracasa), sino 
por el alto número de incidencias 
que se producen en los casos de 
éxito, cuando el cliente, una vez obte-
nida la suma reclamada, percibe como 
un perjuicio para su patrimonio el im-
porte pactado como honorarios por su 
abogado.

Por el contrario, para el cliente 
estimo que todo son ventajas, ya que 
puede acceder a un despacho cuando 
en otro caso sería muy complejo y, so-

      	3  Históricamente, el pacto de cuota litis ha estado censurado profesional y legalmente, prohibición que se remonta al derecho romano y que ha 
sido recogido por códigos, recopilaciones y por la propia jurisprudencia, que ha venido confirmando las sanciones disciplinarias impuestas a los 
letrados por el uso del mismo. Sin embargo, la situación ha cambiado en los últimos años, encontrándonos ante una situación que se caracteriza 
por la incertidumbre. Sustancialmente, la aplicación del artículo 16 del Código Deontológico de la Abogacía Española (en adelante CDAE) fue 
denunciada ante el Tribunal de Defensa de la Competencia (en adelante TDC), el cual en resolución de 26 de septiembre de 2001 consideró que 
dicho artículo incurría en conductas prohibidas por la Ley Defensa de la Competencia (LDC) al vulnerar lo dispuesto en el artículo 1 de dicha 
norma.  Consecuencia de dicha resolución, el Pleno del Consejo General de la Abogacía Española (en adelante CGAE) suspendió la vigencia y 
eficacia del artículo 16 del CDAE con fecha 10 de diciembre de 2002.								      
Dicha resolución fue anulada por sentencia de la Audiencia Nacional (Sala de lo Contencioso Administrativo) (AN) de 27 de junio de 2005, al 
considerar que el artículo 16 reproduce el artículo 44.3 del Estatuto general de la Abogacía Española (en adelante EGAE), siendo normativa es-
tatal y no sujeta a la LDC. La sentencia de la AN fue casada por el TS (Sala 3ª) por sentencia de 4 de noviembre de 2008, que estableció que la 
prohibición de cuota litis en sentido estricto choca frontalmente con lo establecido en el artículo 1.1ª) de la LDC, si bien excluía expresamente la 
culpabilidad del CGAE y manifestaba que aun no siendo objeto de impugnación el artículo 44.1 del EGAE, éste correría igual suerte.		
Desde entonces, si bien se han dictado sentencias con criterios dispares sobre la validez o nulidad del pacto, lo cierto es que actualmente preva-
lece la línea favorable a la validez en el orden civil del mismo, por lo que actualmente puede afirmarse que desde una perspectiva civil el pacto es 
válido, siempre de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1255 del Código Civil; desde una perspectiva administrativa el pacto infringiría el 
artículo 44.3 del EGAE, si bien ya hemos visto que su validez está cuestionada; finalmente, desde una perspectiva profesional, el pacto estricto es 
perseguible, pero a efectos prácticos la tendencia actual es la permisividad del mismo.
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bre todo, le favorece, ya que en el caso 
de no obtenerse el resultado pre-
visto, no tendrá que remunerar el 
trabajo del abogado.

En definitiva, el pacto de cuota litis 
no deja de ser otro sistema de minuta-
ción que los abogados hemos de con-
siderar para algunas operaciones, pero 

que, por su especial naturaleza, al dis-
poner de un pago aplazado y condicio-
nado de nuestros honorarios, debemos 
regular con la máxima precaución. n

Conclusiones

•	 Concluir nuestra colaboración señalando que los anteriores sistemas si bien son los más habituales, en el 
mercado de servicios existen numerosas variantes fruto de la libertad de negociación cliente-abogado y de la 
versatilidad de la que aquellos disfrutan

MINUTA FACTURA: 2015/40

				    CLIENTE. DOMICILIO. CIF.	

Minuta de Honorarios que presenta la firma que suscribe a la entidad en el asunto que se detalla a continuación:

CONCEPTOS							       IMPORTE EUROS

M/Ref.- 7146/15. Procedimiento ordinario________ seguido en el Juzgado de Ia Instancia n°_ de Sevilla.

Honorarios correspondientes a la celebración de la Audiencia Previa según presupuesto de fecha 1 de 
febrero de 2015.

Total Derechos ...................................................................................................	   700 €

21,00 de IVA........................................................................................................	   147 €

Gastos desplazamientos......................................................................................   100 €

Dietas viaje...........................................................................................................   45 €

Total Minuta ........................................................................................................   992 €

Importa la presente minuta la cantidad de novecientos noventa y dos euros.

Sevilla, 1 de marzo de 2015.

León & Olarte Firma de Abogados

Cuenta Corriente:	

IBAN: 
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La diferenciación entre jóvenes abogados

Sandra Cuesta. Abogada

Hoy en día, son muchos los que opinan que la abogacía pasa por una transformación, una nueva era: 
las redes sociales, los despachos internacionales, la aún mayor competencia entre despachos y pro-
fesionales, graduados, licenciados, master, examen, etc. Todo esto ayuda a hacerse un hueco en esta 
profesión. En mi opinión más que una transformación nos encontramos ante una adaptación. Una 
profesión tan tradicional como es la abogacía se está adaptando, al fin, a los tiempos que corren, a 
las nuevas tecnologías, a los nuevos canales de información y comunicación, y eso, proporciona más 
oportunidades para los jóvenes abogados.  

SUMARIO

1.	 Introducción	
2.	 ¿Cómo te diferencias del resto de jóvenes abogados?								     

	 2.1) Diferenciación en las redes sociales								      
	 2.2) Diferenciación en blogs y páginas web								      
	 2.3) Las asociaciones										        
	 2.4) El networking											        
	 2.5) El master de acceso a la abogacía								      
	 2.6) Nuestro curriculum										        
	 2.7) La entrevista
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Introducción

Derecho siempre ha sido una de las carreras más de-
mandadas, nunca ha habido escasez de abogados y 
siempre ha habido mucha competencia. ¿Por qué? No 
siempre es fácil responder a esa pregunta, a unos les mue-
ven las posibilidades económicas, a otros el afán de inten-
tar hacer justicia, a otros motivos familiares y a otros les 
gustan lo que ven en series como Suits o Boston Legal, ¿a 
quién no?. A pesar de todo lo anterior y dado el altísimo 
nivel de sacrificios que entraña, hay una cosa clara, la abo-
gacía debe ser vocacional. Son muchos los sacrificios 
que nos esperan ejerciéndola, desde la responsabilidad de 
un buen asesoramiento legal hasta las muchas horas que 
conlleva, y es por ello por lo que es una labor que solo se 
puede realizar cuando se está seguro, cuando no te imagi-
nas haciendo otra cosa, cuando es tu vocación. 

Ejercer la abogacía cada vez se hace más difícil, se nos 
exigen más estudios, más pruebas, mejores notas, más 
idiomas, y más habilidades que a los abogados de 
antaño. Ahora ya no vale con terminar derecho y tener 
un buen expediente, es obligatorio cursar el Master de Ac-
ceso a la Abogacía, que a no ser que se complemente con 
otro especializado en alguna rama del derecho, no aporta 
un valor añadido que te diferencie en el mercado laboral, 
por supuesto es necesario el dominio del inglés porque 
son pocos o ninguno los grandes despachos que no 
tienen clientes con operaciones en el extranjero, 
también es necesaria una clara vocación por la abogacía, 
porque sin ella el ejercicio será más duro de lo que ya es, y 
a todo esto hay que sumarle las tradicionales habilidades 
técnicas, habilidades comerciales, gestoras, capaci-
dad para generar negocio... Lo mejor es que a pesar de 
la interminable lista de exigencias para un abogado, tam-
bién hay una interminable lista de jóvenes abogados dis-
puestos a cumplirlas o, incluso, superarlas, y ahí es donde 
comienza este artículo.

¿Cómo te diferencias del resto de jóvenes 
abogados?

Diferenciación en las redes sociales

En primer lugar, debemos iniciar nuestra diferenciación 
en las redes sociales. Ese elemento tan popular y a la vez 
tan desconocido tiene un papel fundamental en la diferen-

ciación de un profesional. No vale con tener un perfil en 
Twitter o Linkedin, es necesario estar activo, compartir 
información y publicaciones que aporten un valor 
añadido a nuestra cuenta y conseguir que ésta gene-
re un interés. Hay que saber muy bien qué imagen quere-
mos dar. Las redes sociales nos permiten mostrarnos como 
nosotros queremos que nos vean, ahora bien, hay que tener 
en cuenta que no podemos inventarnos un personaje que 
no se ajuste a la realidad y defraude en persona. Conectar 
con perfiles que nos resulten interesantes, con profesio-
nales de los que nos atraiga lo que hacen, en defini-
tiva, comunicarse, porque no hay mejor perspectiva que la 
de alguien que ya se encuentra haciendo lo que nosotros 
queremos conseguir. La timidez aquí no tiene cabida, hay 
quien encontró trabajo por escribir un comentario en una 
publicación de un abogado sobre el fallo de un link, un 
simple retweet puede iniciar una conversación, y nunca se 
sabe cómo esta puede terminar. Las oportunidades están 
ahí, pero hay que dejarse ver. 

Diferenciación en blogs y páginas web

Otra de las herramientas más útiles para diferenciarnos 
son los blogs y páginas web. Lo más importante es que 
nos permite demostrar nuestros conocimientos, nos 
permite aprender, informarnos e investigar sobre te-
mas, a veces complejos, de los que no conoceríamos ni 
sabríamos de su existencia a no ser por esa labor de in-
formación e investigación. Además, la imagen que traslada 
sobre nosotros nuestro blog se mantiene en el ámbito pro-
fesional y nos ayuda a demostrar cierto sentimiento 
de compromiso, emprendimiento, interés y ganas de 
aprender, cualidades esenciales y más que demandadas 
para un profesional. Es importante tener en cuenta que 
dejamos de tener el control de aquello que escribimos en 
el momento en el que lo publicamos, por ello es recomen-
dable reservar nuestras opiniones, sobretodo en cuestiones 

“Ejercer la abogacía es cada 
vez más difícil, se exigen más 
estudios, más pruebas, mejores 
notas, más idiomas, y más 
habilidades que a los abogados 
de antaño”
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políticas o religiosas. Esto último tiene especial importan-
cia en las redes sociales. Tenemos que tener en cuenta que 
cuando otorgamos connotaciones profesionales a nuestros 
perfiles en internet, estos, adquieren otra dimensión, y por 
ello hay que empezar a tener especial cuidado en formas y 
contenidos.

Las asociaciones 

En tercer lugar, las asociaciones también pueden ayu-
darnos a entrar en el mundo laboral. Existen asociacio-
nes de jóvenes abogados que nos acercan la realidad 
profesional cuando estamos empezando, nos permiten 
conocer gente, profesionales, más jóvenes abogados que 

han encontrado trabajo, jóvenes abogados que no lo han 
encontrado, e incluso algo más importante, nos permi-
ten conocer experiencias profesionales. No siempre 
el ejercicio es como uno se imagina y son innumerables 
los casos de abogados que dejaron el ejercicio y se centra-
ron en otras ramas o departamentos que nunca se habían 
planteado. Hay que tener en cuenta que aunque intentan 
acercarnos la abogacía ligeramente durante el master, no 
sabes lo que es ni lo que conlleva hasta que estás dentro, 
también que la única salida de estudiar derecho no es ser 
abogado, y que hay muchos tipos de despachos, cada uno 
para un tipo de profesional. Todo son cuestiones que no 
descubres hasta que inicias la inmersión al mundo laboral.

El networking

El networking, una práctica cada vez más habitual, 
es algo de un valor incalculable en cualquier punto de 
nuestra carrera, pero aún más cuando estás empezando. 
Poder ver y hablar en persona con aquellos profesio-
nales a los que sigues en Twitter, es lo que realmente mar-
ca la diferencia. Esta herramienta entraña cierta dificultad, 
y es que estas reuniones están destinadas para profesiona-
les en ejercicio y, por ello, no seremos conocedores de su 
existencia a no ser que hagamos una buena labor en las 
redes que nos proporcione el acercamiento necesario. 

A parte de abogados y profesionales en el mundo legal 

“No podemos olvidar que los 
despachos buscan negocio, y 
una persona con una nutrida 
lista de contactos puede salir 
beneficiada frente a otra que no 
los tenga”
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también es importante aprender a relacionarnos y poder 
mantener relación con contactos que puedan generarnos 
negocio en un momento dado. No podemos olvidar que 
los despachos buscan negocio, y una persona con una 
nutrida lista de contactos puede salir beneficiada 
frente a otra que no los tenga.

El master de acceso a la abogacía

Por otro lado, como no hay mal que por bien no ven-
ga aprovechemos ese master de acceso a la abogacía. 
Nuestra actitud para/con este master ya no es solo intentar 
dar la mejor imagen posible en clase para llamar la aten-
ción, es todo lo que puede haber detrás, desde conectar vía 
LinkedIn a tomar un café con los profesores. Hay que te-
ner muy claro que la formación que se da en un master no 
es la de la universidad y ni mucho menos es la del instituto, 
los profesores son profesionales: abogados, jueces…, 
dispuestos a ayudarnos y solventar nuestras dudas, y sin 
lugar a dudas estarán dispuestos a conectar con nosotros, 
a tomar un café y de paso a forjar una relación profesional 
que seguro, será provechosa. No hay mejor manera de 
aprovechar un master que creando nuevas relacio-
nes.

Nuestro currículum

Nuestro currículum es nuestra principal herramien-
ta, es lo que nos consigue una entrevista o directamente 
queda archivado. Hay que tener en cuenta que aunque la 
abogacía pasa por un momento de transformación, es una 
profesión, o más bien, un sector formalista y clásico, y 
eso va a seguir así, por lo que nuestra diferenciación tam-
poco puede venir de la mano de curriculum estrambóticos. 
El curriculum de un abogado no puede ser demasia-

“No vale con tener un perfil en 
Twitter o Linkedin, es necesario 
estar activo, compartir 
información y publicaciones 
que aporten un valor añadido a 
nuestra cuenta y conseguir que 
ésta genere un interés”
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do innovador. Debe ser claro, sin palabrería ni párrafos 
interminables, conciso, en el que se indique el objetivo 
profesional y nuestra formación. No es aconsejable utilizar 
un modelo típico de internet, es importante que dentro de 
las limitaciones en cuanto a formato se refiere se intente 
aportar un toque personal que demuestre que lo he-
mos hecho nosotros. Suele ser importante, sobretodo para 
jóvenes abogados, que el curriculum no supere una 
página de extensión, por lo que la decisión del tipo de 
letra también deberá venir condicionada a su tamaño para 
poder ajustarse a esa longitud, en la mayoría de los casos 
una fuente de tamaño 10 es suficiente, a veces incluso 9. 

El currículum debe ir acompañado generalmente 
del expediente académico. Es aconsejable indicar la 
nota media en el CV de cada grado de formación que 
añadamos. En cuanto a los idiomas los niveles de alto, 
medio y bajo, no son válidos, aunque no se posea título 
que lo acredite se deberá medir nuestra formación en el 
idioma como A1, A2, B1, B2, C1, C2, lo que da una idea 
más concreta y objetiva del grado que poseemos. Un error 
muy común es poner un idioma aunque poseamos un nivel 
básico, pues bien, sólo es relevante introducir un idioma 

en el CV si se posé un nivel B1 o superior. Por último, 
en cuanto a los títulos, aunque no suele ser necesario título 
acreditativo, sí es posible que el entrevistador lleve a cabo 
la entrevista en aquellos idiomas que hemos puesto con 
niveles superiores. 

Es fundamental, también, ser capaces de explicar a 
la perfección todo aquello que introducimos en el 
curriculum, desde unas prácticas hasta un curso o una 
estancia en el extranjero. Es fundamental saber todo sobre 
los trabajos que hemos estado realizando y que decidimos 
introducir en el cv. Esto que parece una obviedad no lo es, 
tanto así, y son muchos los que acuden a una entrevista sin 
saber explicar lo que han estado haciendo, sin saber ven-
der realmente su experiencia en alguna cuestión y sin estar 
preparados para cualquier pregunta teórica que les puedan 
hacer al respecto.

Muchas veces hay algo más importante que un buen 
currículum o un buen expediente, y son las ganas, el en-
tusiasmo, la empatía..., son habilidades que no se ponen 
en el cv pero no hay ningún despacho que no las valore. 
Obviamente por si solas no nos harán conseguir el puesto, 
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Conclusiones

•	 Con todo lo anterior, generaremos algo que tenemos que tener presente en todos los niveles de nuestra carrera, 
una marca personal, que adquiera valor día a día, trabajo a trabajo, con una importante red de contactos a los 
que poder acudir cuando no estemos seguros de lo que estamos haciendo, de lo que queremos, porque seguro 
que a muchos os pasará, porque como he dicho antes el Derecho y la abogacía son cosas distintas y puedes 
haber estado muy seguro durante la carrera de lo que querías, pero en el momento del ejercicio no lo ves claro

•	 Hay muchos más trabajos dentro de un despacho, e incluso hay trabajos que cuando empezaste la carrera 
todavía no existían, de ahí el cambio o la transformación de la abogacía de la que todos hablan, y de ahí una 
adaptación en la que nosotros, jóvenes abogados, podemos conseguir tener un papel protagonista

pero pueden hacer que nuestro curriculum y nuestro 
expediente valga más. Lo malo de estas es que solo se 
dejan ver en persona, en la entrevista y a esa solo se llega 
a través del CV, de ahí la importancia de las asociaciones 
y de cualquier tipo de evento que nos permita conocer a 
profesionales de despachos para demostrar nuestro valor 
personal, si dudamos de la valía de nuestro curriculum.

La entrevista

Si efectivamente nuestro currículum y nuestro expe-
diente nos consiguen una entrevista es importante prepa-
rarnos, estudiar. A una entrevista hay que acudir sabiendo 
todo de la empresa/despacho, quienes son los socios, el 
origen, sus valores, el posicionamiento en directorios 
como Chambers o Legal 500 -en el caso de despachos 
de abogados-  en definitiva, todo o casi todo. Existen despa-
chos con pruebas interminables con psicotécnicos, prueba 
escrita de inglés, test de conocimientos jurídicos, dinámi-

cas de grupo…, en mi opinión la única prueba relevante es 
la entrevista. 

En las entrevistas, que en la mayoría de los casos se ha-
rán en dos fases, una primera con el departamento de 
recursos humanos y algún asociado del despacho, y 
una segunda con socios de la firma; se nos harán las tí-
picas preguntas: ¿por qué estudiar derecho?, ¿por qué esta 
especialidad?, ¿por qué esa universidad?, luego nos harán 
un par de preguntas de contenido jurídico, y para terminar 
una parte se hará en inglés. Lo habitual es que en esta 
parte nos pregunten por nuestras aficiones, Erasmus o for-
mación en el extranjero. Si se pasa con éxito esta fase, la si-
guiente, como he dicho, será con algún socio del despacho, 
que no tiene por qué ser del departamento que nosotros 
hayamos solicitado. Se repetirá lo anterior, habrá una parte 
en inglés y nos volverán a hacer las mismas preguntas sobre 
nuestras decisiones académicas y aficiones. n
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El decano emérito del 
Colegio de Abogados de 
Málaga, presidente de la 
Comisión de Deontología 
del CCBE

El decano emérito del Cole-
gio de Abogados de Málaga, José 
María Davó Fernández, actuará 
como presidente de la Comisión 
de Deontología del CCBE duran-
te los próximos dos años, en los 
que analizará la situación de la 
deontología transnacional y tra-
bajará a favor de la transparencia. 
De esta forma, se estudiará la 
adecuación del código deontoló-
gico, actualmente existente, a las 
nuevas circunstancias y se proce-
derá a los cambios oportunos para 
que esté actualizado a las exigen-
cias presentes.

noticias del mundo jurídico

El decano de Lleida, Jordi Albareda, toma posesión como 
conseller del Consell de l’Advocacia Catalana

El decano del Colegio de Abo-
gados de Lleida, Jordi Albareda, ha 
tomado posesión como nuevo con-
seller del Consell de l’Advocacia 
Catalana, durante el plenario cele-
brado esta tarde en Barcelona por 
los decanos de los catorce Colegios 
de Abogados de Cataluña.

Justicia concede la Cruz de San Raimundo de Peñafort 
al Decano del ICAV, Mariano Durán  

La Junta de Gobierno del Ilus-
tre Colegio de Abogados de Valen-
cia presidió el acto de entrega de 
la condecoración y fue el nuevo 
Decano electo, Rafael Bonmatí, 
quien impuso la Cruz y entregó el 
Diploma del Ministerio de Justicia  
a Mariano Durán,  Decano de la 
Institución desde Febrero de 2011, 
“por un galardón muy merecido, que 
viene a avalar la enorme valía pro-
fesional de Mariano Durán en el 
ámbito de la Justicia y del Derecho 
y el trabajo desarrollado a favor de 
la Abogacía a través del Colegio de 

Abogados de Valencia y los Consejos 
valenciano y nacional”.  El Magis-
trado Fernando de Rosa realizó la 
laudatio del galardonado.

Los Registradores de España condecoran al abogado Alfonso Hernández- Moreno en 
presencia del Ministro de Justicia 

El VicePresidente del Instituto Superior de Derecho 
y Economía (ISDE), Excmo. Sr. D. Alfonso Hernández-
Moreno, recibió la medalla de honor del Colegio de Re-
gistradores de España de manos del  Ministro de Justicia 
Don Rafael Catalá y del Presidente del Colegio de los 
Registradores, Don Gonzalo Aguilera, en un solemne 
acto celebrado en la sede capitalina de la institución co-
legial. También fueron condecorados los grandes juris-
tas Don Jesús López Medel y Don Juan José Jurado. El 
Prof. Dr. D. Alfonso Hernández Moreno es Catedrático 
de Derecho Civil y abogado, y está considerado uno de 
los mejores especialistas en derecho hipotecario de Es-
paña. Es Miembro Correspondiente de la Real Acade-
mia de Ciencias Económicas y Financieras de España 
(RACEF). Asimismo es Miembro Correspondiente de la 
Real Academia de Jurisprudencia y Legislación (Madrid) 
y de la Real Academia de Doctores de Catalunya (RAD), 

es autor de una amplísima bibliografía jurídica. Al acto 
asistió el Ministro de justicia, la Subsecretaria del Mi-
nisterio, el Director General del Registro y el Notariado, 
los miembros de la Junta de Gobierno del Colegio de 
Registradores, destacados abogados y juristas, así como 
familiares y amigos  de los condecorados. 

D. Jordi Albareda

Dr. D. Alfonso Hernández- Moreno

D. Rafael Bonmatí y 
D. Mariano Durán

D. José María Davó Fernández
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actualidad de los despachos

Gaona Abogados 
incorpora a su 
despacho de Marbella a 
José María del Río

Gaona Abogados ha incorpo-
rado a su oficina de Marbella a 
José María del Río, experto en 
derecho de familia y secuestro 
internacional de menores. Se 
encargará de dirigir al equipo 
que asesora en litigaciones inter-
nacionales y en las operaciones 
relacionadas con derecho inter-
nacional de familia.

Hispajuris amplía su 
red territorial con la 
adhesión del despacho 
zamorano Víctor López 
Abogados  

La firma de abogados His-
pajuris ha incorporado como 
nuevo socio al despacho Víctor 
López Abogados de Benavente 
(Zamora). Con esta incorpora-
ción, Hispajuris cuenta con 38 
sedes repartidas por toda Es-
paña, lo que le permite prestar 
servicios legales de proximidad 
en todas las áreas del Derecho.

José Ignacio Sancho Varo, uno de los más destacados 
especialistas en protección de datos, sanitario y 
tecnológico ingresa en Legal Touch 

José Ignacio Sancho Varo se 
ha unido a Legal Touch desde 
el inicio del corriente mes de fe-
brero. Sancho Varo es uno de los 
grandes letrados especializados en 
derecho de protección de datos, 
en especial en el ámbito sanita-
rio y tecnológico. No en vano es 
un profundo conocedor del dere-
cho informático y de las nuevas 
tecnologías. El “Know How” pro-
fesional de José Ignacio Sancho 
Varo, incluye áreas que escapan 
al ámbito estrictamente jurídico 
pero que sin duda, a pesar de ello, 

influyen de forma decisiva en el 
mismo, como por ejemplo, entre 
otras muchas, la metodología de 
las buenas prácticas en la presta-
ción de servicios de TI, seguridad 
de la información.  

Se crea el despacho más grande del mundo; 大成 Dentons

Se ha firmado la fusión entre  la 
firma de abogados líder en China, 
大成 (pronunciado “Da CHENG”) 
y Dentons, firma global de aboga-
dos clasificada entre las 10 prime-
ras del mundo.

Con 6.500 abogados y profesio-

nales en 120 ciudades, esta nueva 
firma responde a las necesidades 
de clientes ofreciendo una expe-
riencia más amplia, un conoci-
miento más profundo del negocio 
y un enfoque multicultural.

Jones Day nombra 
a Jesús Gimeno Of 
Counsel de la práctica 
de derecho Laboral 

El despacho internacional de abo-
gados Jones Day, anuncia el nombra-
miento de Jesús Gimeno como Of 
Counsel de la práctica de derecho 
Laboral en la oficina de Madrid.

D. José María del Río

D. Jesús Gimeno

D.José Ignacio Sancho Varo

D. Víctor López Abogados

Luis Miguel Martin 
Rubio, nuevo socio de 
ONTIER 

El despacho de abogados ON-
TIER ha incorporado al abogado Luis 
Miguel Martin Rubio, especialista en 
asesoramiento jurídico y consultoría a 
empresas.

D. Adolfo Suárez, D. Bernardo 
Gutiérrez, D. Pedro Rodriguez, 

D.Luis Miguel Martin y D. Ramón 
Hermosilla 
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novedades editoriales

Ley por la que 
se regulan las 
entidades de capital-
riesgo, otras 
entidades y las 
sociedades gestoras   

Ed.Tecnos

Páginas 272

Esta edición ofrece el texto 
de la nueva Ley 22/2014, 
de 12 de noviembre, por la 
que se regulan las entidades 
de capital-riesgo, otras 
entidades de inversión 
colectiva de tipo cerrado 
y las sociedades gestoras 
de entidades de inversión 
colectiva de tipo cerrado, y 
por la que se modifica la Ley 
35/2003, de 4 de noviembre, 
de Instituciones de Inversión 
Colectiva. 

Derecho Penal “ 
Sabelotodo” Edición 
2014 Formato Ebook

Luis Argila

Ed. Difusión Jurídica

El abogado una vez conoce los 
hechos o el supuesto de hecho 
y el objetivo que persigue 
su cliente, debe diseñar una 
estrategia que le permita 
conseguir ese objetivo. Para 
concretar la estrategia necesita 
saber con rigor y precisión 
toda la normativa que es 
aplicable a su caso, tanto para 
amparar y fundamentar sus 
acciones, como para saber 
si existe limitación de la 
autonomía de la voluntad. 

Justicia compasiva   La 
justicia como cuidado 
de la existencia

Ed.Tecnos

Páginas 224

En las páginas siguientes 
trataremos de la justicia, en 
busca de lo que ella significa 
y de cuál sea su servicio. 
Ensayamos, pues, una idea 
de la justicia, asentada en el 
principio de que a la justicia 
sólo, en el fondo, la justifica 
un reclamo: “¡Nosotros 
existimos!”. Afirmamos que 
la existencia de los seres que 
piden y hacen la justicia, y 
también de los que no pueden 
pedirla ni hacerla, pero existen 
igualmente, está, para la 
justicia, antes que cualquier 
otra premisa.

Contratación 
Civil y Mercantil 
Sabelotodo” Edición 
2014 Formato Ebook

Autor: Mercedes Mallén

Ed. Difusión Jurídica

Páginas 205

El abogado una vez conoce los 
hechos o el supuesto de hecho 
y el objetivo que persigue 
su cliente, debe diseñar una 
estrategia que le permita 
conseguir ese objetivo.

Para concretar la estrategia 
necesita saber con rigor y 
precisión toda la normativa 
que es aplicable a su 
caso, tanto para amparar y 
fundamentar sus acciones, 
como para saber si existe 
limitación de la autonomía 
de la voluntad.

Libros disponibles en libros 24 horas

www.libros24h.com

Persona y Familia. Estudios de Derecho Civil catalán  

Dr. Alfonso Hernández - Moreno

Dra. Mª Corona Quesada González

Ed. Difusión Jurídica

Páginas: 345

En Persona y familia el lector encontrará estudios serios, rigurosos y bien documentados 
sobre temas de Derecho de la persona y de la familia aplicable en Cataluña de gran interés 
y actualidad. En los estudios se analiza, comenta e interpreta la normativa contenida en el 
libro II del Código Civil catalán, relativo a la persona y la familia, que fue aprobado por la Ley 
25/2010, de 29 de julio, en vigor desde el 1 de enero de 2011. También se resuelven cuestiones 
que se plantean por ser aplicables en Cataluña algunas normas estatales. Los estudios han sido 
elaborados por un grupo de especialistas en las materias desarrolladas, integrado por abogados y 
profesores de las Universidades de Barcelona y Lleida.
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al servicio de los abogados

SUMARIO

•	 Peritos
•	 Procuradores
•	 Otros

Asesores en compra venta de empresas

Togas

Perito IngenieroPerito Médico Perito



96   Economist & Jurist   






